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C. DIPUTADOS DE LA LXIV LEGISLATURA
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO
PRESENTE.

Ël suscrito Diputado, Martín Franco Cuevas, integrante de la LXIV
Legislatura del Congreso del Estado de Jalisco, con fundamento en los
artículos 28, fraccion I de la Constitución PolÍtica del Estado de Jalisco,
27 parrafo'1, fracción l, 135, párrafo 1, fracción l, 138 y 142 de la Ley
Orgánica del Poder Leç¡islativo del Estado de Jalisco, respetuosamente
presento ante esta Honorable Soberanía,l¡rulClAtlvA DE DECRETO
QUE REFORMA LA FRACCIÓN VII DEL ARTíCULO 15 DE LA
CONSTITUGIÓN POLíTICA DEL ESTADO DE JALISCO, A FIN DE
PROHIBIR LA CONCESIÓN, DELEGACIÓN O CUALQUIER OTRA
FORMA DE TRANSFERENCIA A PARTICULARES DE LA OPERACIÓN
DE LA INFRAESTRUCTURA ESTRATÉGICA DESTINADA A
GARANTIZAR LOS DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS POR LA
CONSTITUCIÓN POLiTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Y LOS TRATADOS INTERNACIONALES DE LOS QUE EL ESTADO
MEXICANO SEA PARTE, ESPECIALMENTE EL DERECHO HUMANO
AL AGUA*iconforme a la siguiente:

EXPOSICION DE MOTIVOS

IluI
HORA

'lt;, 65¿8

a) Explicación de la necesidad v fi nerseouidos r¡or la iniciativa:

I. EL CONSTITUCIONALISMO SOCIAL Y LA OBLIGACIÓN DEL
ESTADO DE GARANTIZAR LOS DERECHOS HUMANOS.
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Las constituciones contemporáneas dejaron hace mucho tiempo de
concebir al Estado como un simple ente regulador de las relaciones entre
parliculares. Desde la consolidación del constitucionalismo social en el
siglo XX, la función estatal adquirió una dimensión mucho más amplia:
garantizar las condiciones materiales indispensables para que todas las
personas puedan ejercer de manera efectiva los derechos fundamentales
reconocidos por el orden jurídico.

En México, esa evolución quedó plasmada desde la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, considerada uno de los
primeros textos constitucionales en el mundo en incorporar derechos
sociales con fuerza normativa. Posteriormente, la reforma constitucional
en materia de derechos humanos publicada el 10 de junio de 2011
fortaleció de manera decisiva este modelo, al establecer que todas las
autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos conforme
a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad,

Ëste nuevo paradigma constitucional modificó profundamente la manera
en que deben interpretarse las facultades del Estado respecto de la
prestación de los servicios públicos. Ya no basta con que el gobierno
regule determinadas actividades; ahora tiene el deber permanente de
asegurar que los derechos humanos puedan ejercerse de manera real,
continua, suficiente y sin discriminación.

En consecuencia, los servicios públicos que constituyen el vehículo
indispensable para materializar derechos hunranos no pueden analizarse
exclusivamente desde una perspectiva administrativa o financiera. Deben
comprenderse como auténticos instrumentos constitucionales para la
realizacion efectiva de la dignidad humana.

El agua potable constituye quizát el ejemplo más claro de esta
transformación. Durante décadas fue considerada únicamente un servicio
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público cuya prestación correspondía a los gobiernos. Sin embargo, la

evolución del derecho internacional y del constitucionalismo mexicano
permitió reconocer que el acceso al agua constituye un derecho humano
autónomo, indispensable para preservar la vida, la salud, la alimentación,
el medio ambiente sano y el desarrollo integral de las personas.

En consecuencia, cualquier decisión pública relacionada con la

organización institucional del servicio de agua potable trasciende el ámbito
de la política administrativa y adquiere una dimensión eminentemente
constitucional.

La presente iniciativa parte precisamente de esa premisa: cuando un

servicio público constituye el mecanismo indispensable para garanlizar un

derecho humano, el Estado debe conservar las capacidades
institucionales necesarias para asegurar que dicho derecho permanezca
bajo los principios de universalidad, igualdad, continuidad, accesibilidad,
asequibilidad, calidad y sostenibilidad.

Ello no implica desconocer que la administración pública puede recurrir a

mecanismos de colaboración técnica con sectores sociales o privados
para la ejecución de obras específicas o la adquisición de bienes y

servicios. Lo que esta iniciativa cuestiona es la transferencia prolongada
del control operativo de infraestructura estratégica indispensable para
garantizar derechos humanos, cuando esa transferencia coloca el interés
público en una posición de dependencia respecto de intereses privados.

La diferencia resulta fundamental.

No es lo mismo contratar la construcción de una planta potabilizadora que

entregar durante varias décadas la operación integral del sistema que

abastece de agua a millones de personas.

No es equivalente adquirir tecnología especializada para mejorar la
eficiencia hidráulica que delegar el control cotidiano de la infraestructura
mediante esquemas contractuales qUe, independientemente de la
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denominación que reciban, permitan que un particular administre un
servicio cuya prestación constituye una obligación constitucional del
Estado.

La presente reforma no pretende limitar la capacidad administrativa de los
poderes públicos para contratar obras, adquirir tecnología o modernizar la

infraestructura hidráulica. Su propósito consiste en establecer un límite
constitucional claro respecto de aquellas figuras jurídicas que, por sus
efectos materiales, impliquen trasladar a particulares el control operativo
de servicios públicos indispensables para garantizar derechos humanos.
Ese límite encuentra fundamento directo en el principio de progresividad
previsto por el artículo 1" de la Constitución Federal,

Si todas las autoridades están obligadas a ampliar progresivamente la
protección de los derechos humanos, también deben abstenerse de
adoptar decisiones que puedan disminuir la capacidad institucional del
Estado para garantizar esos derechos.

La progresividad constitucional no solamente exige ampliar el catálogo de
derechos; tambien obliga a fortalecer las instituciones encargadas de
hacerlos efectivos.

Por ello, la discusión sobre la naturaleza jurídica de determinados
esquemas contractuales -ya se denominen concesiones, asociaciones
público-privadas, contratos integrales, esquemas de Construcción,
Mantenimiento, Rehabilitación y Operación (CMRO) u otras rnodalidades
de colaboración- no debe centrarse únicamente en su denominación
legal, sino en sus efectos materiales sobre la garantía efectiva de los
derechos humanos.

Cuando un contrato transfiere clurante periodos prolongados la

administración cotidiana de infraestructura estratégica cuya operación
resulta indispensable para garantizar derechos constitucionales, el

análisis jurídico debe privilegiar la sustancia sobre la forma.
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fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios ciel A¡¡ua.

4



GOBIERNO
DE JALISCO

PODER
LEGISLATIVO

SECRETARíA
ÞEL CONGRESO

En un Ëstado Constitucional y Democrático de Derecho, la protección de

los cjerechos humanos no puede depender exclusivamente de la buena
voluntad de quienes, legítimamente, desarrollan actividades económicas
con fines de lucro. La obtención de beneficios privados constituye un

objetivo plenamente válido dentro de la economía de mercado; sin

embargo, la satisfacción universal de los derechos fundamentales
responde a una lógica distinta, sustentada en el interés público, la igualdad
material y la justicia social.

De ahí que la presente iniciativa proponga incorporar a la Constitución
Política del Estado de Jalisco un principio de protección reforzada de la
infraestructura estratégica destinada a garantizar derechos humanos,
estableciendo que su operaciÓn esencial permanezca bajo

responsabilidad pública y no pueda ser objeto de mecanismos que, en los

hechos, sustituyan al Estado en el cumplimiento de obligaciones que la
Constitución le impone de manera directa.

Este principio no representa una innovación aislada ni una rnedida
excepcional. Constituye la consecuencia lógica de reconocer que ciertos
bienes y servicicts poseen una relevancia constituciorral superior, debido a

que sin ellos resulta imposible ejercer otros derechos fundamentales. La

doctrina contemporánea los identifica como inf raestructuras
constitucionalmente esenciales, pues hacen pclsible el goce efectivc¡ de

múltiples derechos interdependietrtes.

Ël agua ocupa un lugar central dentro de esa categoría. Sin acceso
sr..lficiente, Salubre, aceptable, físicamente accesible y asequibie al agua,

rjerechos como la salucl, la alimentación, la vivienda digna, la educación,
el medio ambiente Sano e incluso la vida misma quedan gravemente

comprometidos. Por ello, el deber estatal respecto de este recurso no

puede reducirse a una obligaciÓn de supervisión; irnplica la

responsabilidad de preservar las capacidades institucionales necesarias

La presente foja, pertenece ¿¡ la lniciativa de ley, del DiputacJo [/lartín Franccl Cuevas, refortnarldo elartículo 1-5,
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para asegurar su provisión continua y equitativa en beneficio de toda la

población.

II. EL AGUA COMO RECURSO ESTRATÉGICO, PATRIMONIO COMÚN
Y DERECHO HUMANO FUNDAMENTAL,

La historia de la civilización puede explicarse, en buena medida, a través
de la disponibilidad del agua. Las primeras sociedades organizadas
surgieron alrededor de grandes cuencas hidrológicas; las ciudades más
importantes del mundo se desarrollaron en torno a ríos, lagos y
manantiales; las actividades agrícolas, industriales y comerciales han
dependido siempre de la posibilidad de acceder a fuentes suficientes de
agua dulce.

Esta realidad demuestra que el agua nunca ha sido un bien ordinario.
Constituye un recurso estratégico cuya disponibilidad determina la

viabilidad del desarrollo económico, la estabilidad social, la preservación
del medio ambiente y la permanencia misma de los asentamientos
humanos.

No obstante, durante gran parte de la historia moderna, la regulación
jurídica del agua se concentró principalmente en aspectos patrimoniales,
administrativos o de aprovechamiento económico. El acceso al agua era
entendido como una consecuencia de la prestación de servicios públicos,
sin reconocerse expresamente que su disponibilidad constituye una
condición indispensable para el ejercicio de la dignidad humana.

Fue precisamente el desarrollo del derecho internacional de los derechos
humanos el que modificó esa visión tradicional.

A partir de la segunda mitad del siglo XX comenzo a consolidarse un

consenso internacional según el cual el acceso al agua no podía depender
exclusivamente de criterios económicos, comerciales o de rentabilidad

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo l-5,
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financiera, sino que debía reconocerse como un derecho inherente a toda
persona por el simple hecho de ser humana.

Diversos instrumentos internacionales fueron construyendo
progresivamente esta protección. Aunque muchos de ellos no

mencionaban expresamente el derecho al agua, sí reconocían derechos

cuya realizacion depende necesariamente del acceso suficiente, seguro y

continuo a este recurso, tales comO el derechO a la vida, a la salud, a la
alimentación adecuada, a la vivienda digna y a un nivel de vida adecuado.
La consolidación definitiva de esta evolución jurídica ocurrió cuando los

órganos especializados del sistema internacional Comenzaron a

desarrollar el contenido material del derecho humano al agua,

estableciendo que los Estados no solamente deben abstenerse de

obstaculizar su acceso, sino que tienen obligaciones positivas de

garantizar su disponibilidad, calidad, accesibilidad física, accesibilidad
económica y continuidad.

En el ámbito nacional, México incorporó esta visión mediante la reforma

constitucional publicada el B de febrero de 2012, que adicionó al artículo
4o de la Constitución Política de los Ëstados Unidos Mexicanos el

reconocimiento expreso del derecho humano al agua y al saneamiento.

Con ello, el Constituyente Permanente estableció que:

"Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de

agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre,
aceptable y asequible. El Ëstado garantizará este derecho.'."

La trascendencia de esta disposición radica en dos elementos
fundamentales.

En primer lugar, el agua dejó de ser considerada únicamente un servicio
público para conveftirse en un auténtico derecho humano exigible.

La presente foja, perterrece a la lniciativa de ley, cjel Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,
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En segundo término, el Constituyente asignó expresamente al Ëstado la
responsabilidad de garantizar dicho derecho, lo cual implica una
obligación constitucional permanente cuya satisfacción no puede quedar
subordinada exclusivamente a criterios financieros o comerciales.

Garantizar un derecho humano significa mucho más que permitir su
existencia formal dentro del texto constitucic¡nal.

lmplica construir instituciones públicas capaces de hacerlo efectivo todos
los días, para todas las personas y en condiciones de igualdad.

Significa asegurar que el agua llegue de manera suficiente a cada hogar,
escuela, hospital, centro de trabajo y comunidad rural,

Significa preservar la infraestructura hidráulica necesaria para transportar,
potabilizar, almacenar, distribuir y sanear el recurso.

Significa planificar con visión de largo plazo la conservación de acuíferos,
presas, redes de distribución y plantas de tratamiento.

En otras palabras, el derecho humano al agua no puede materializarse
únicamente mediante normas jurídicas; requiere de un aparato
institucional robusto cuya conducción permanezca orientada
exclusivamente al interés público.

Por esa razon, numerosos organismos internacionales han sostenido que,

independientemente del modelo administrativo adoptado por cada Ëstado,
las autoridades conservan en todo nromento la obligación indelegable de
asegurar que el acceso al agua sea universal, continuo, suficiente y no
discriminatorio.

La presente iniciativa parte precisantente de esta concepción
constitucional.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado N4artín Franco Cuevas, reforrnatrdo elartículo l-5,
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El agua constituye un presupuesto indispensable para el ejercicio de
prácticamente todos los demás derechos humanos.

Sin agua suficiente no puede protegerse adecuadamente la salud pública.

Sin agua potable resulta imposible garantizar condiciones mínimas de

higiene.

Sin abastecimiento continuo se compromete el derecho a la alimentación

Sin disponibilidad permanente se afecta la educación, particularmente en

escuelas que requieren servicios sanitarios adecuados.

Sin acceso equitativo también se deklilita el derecho a una vivienda digna
y al desarrollo sostenible de las comunidades,

La interdependencia de los derechos humanos obliga a reconocer que el

agua posee una naturaleza jurídica distinta a la de otros bienes
susceptibles de explotación económica.

No se trata simplemente de un recurso natural. Se trata del soporte
material que permite la realización efectiva de múltiples derechos
constitucionales. Precisamente por ello, esta iniciativa propone que la

Constitución Política del Estado de Jalisco incorpore un principio reforzado
de protección institucional respecto de la infraestructura estratégica
destinada a garanli'zar el derecho humano al agua. No lrasta con

reconocer el derecho en el texto constitucional si paralelamente pueden

adoptarse mecanismos jurídicos que reduzcan la capacidad del Estado
para ejercer un control efectivo sobre su prestación. La garantía

constitucional debe comprender tanto el reconocimiento del derecho como

la preservación de las condiciones institucionales que permiten hacerlo
realiclad. Ën este sentido, la infraestrtlctura hidráulica 

-presas,
acueductos, plantas potabilizadoras, redes de distribución, estaciones de

La presenie foja, pertenece a la lniciativa de ley, clel Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 1"5,
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bombeo, plantas de tratamiento, centros de control y demás instalaciones
esenciales- constituye mucho más que un conjunto de bienes públicos.

Representa el soporte físico mediante el cual el Estado cumple una

obligación constitucional. Consecuentemente, la protección del derecho
humano al agua exige también proteger el control público sobre aquellos

elementos estratégicos cuya operación resulta indispensable para

garantizarlo.

La reforma propuesta no pretende impedir la parlicipación del sector
privado en actividades accesorias, complementarias o especializadas que

contribuyan a mejorar la eficiencia técnica del sisterna hidráulico. Lo que

busca evitar es que, mediante figuras contractuales de larga duración,
cualquiera que sea su denominación legal, se transfiera a parliculares el

control operativo de infraestructura estratégica cuya admirristración
constituye un elemento esencial para el cumplirniento de ,rbligaciones

constitucionales.

Esta distinción resulta especialmente importante porque, en el derecho
público contemporáneo, la naturaleea jurídica de una institución no

depende únicamente del nombre que reciba el contrato correspondiente,
sino de los efectos reales que produce sobre la distribución de

competencias, responsabiliclades y capacidades institucionales del

Ëstado.

Por ello, la presente reforma propone establecer un principio constitucional
basado en la función que cLrmple la infraestructura estratégica dentro del

sistema de protección de los derechos humatros y no exclusivamente en

la clasificación administrativa de las figuras contractuales previstas por la

legislación ordinaria.

De esta manera, la Constitución de Jalisc<¡ avanzaría hacia un nlodelo de

protección reforzada del derecho humano al agua, asegurando que las

decisiones sobre la organización de Su prestación Se encuentren
permanentemente subordinadas al interés público, a la dignidad humana

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, cJel Diputado Martín Frürtco Cuevas, reformando el artíctllo l-5,
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y al mandato constitucional de garantizar el acceso universal a este

recurso indispensable para la vida.

III. EL PRINCIP¡O DE PROGRESIVIDAD Y LA PROHIBICION DE

REGRESIVIDAD EN LA GARANTíA DEL DERECHO HUMANO AL
AGUA.

La reforma constitucional en materia de derechos humanos publicada en

el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de2011 transformó de

manera profunda el sistema jurídico mexicano. A partir de esa

modificación, el ar1ículo 1' <ie la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos dejó de concebir los derechos fundamentales como
simples declaraciones programáticas para converlirlos en auténticos
mandatos vinculantes dirigidos a todas las autoridades del Estado

mexicano.

El nuevo paradigma constitucional estableció una obligación general que

alcanza a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como a los

organismos constitucionales autónomos, a los municipios y, en general, a
cualquier autoridad que ejerza funciones públicas.

Dicha obligación puede resumirse en cuatro verbos rectores que

constituyen hoy la piedra angular del sistema mexicano de protección de

los derechos humanos:
o respetar;
. proteger;

" promover; y
. garantizar.

Cada uno de estos deberes posee un contenido jurídico propio

Respetar implica que las autoridades deben abstenerse de realizar actos
que vulneren los derechos humanos.

L.a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, rlel Diputado Martín Franco Cuevas, reformando el artículo 15,
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Proteger exige impedir que terceros interfieran ilegítimamente en el

ejercicio de esos derechos.

Promover obliga al Estado a desarrollar políticas públicas que favorezcan
su conocimiento y ejercicio.

Garantizar supone adoptar todas las medidas legislativas, administrativas,
presupuestales, jurisdiccionales e institucionales necesarias para que los
derechos puedan ejercerse de manera efectiva.

Este último deber reviste una impor.tancia especial para la presente
iniciativa.

Garantizar un derecho humano no significa únicamente reconocerlo en un

texto constitucional. Tampoco basta con establecer programas
gubernamentales orientados a favorecer su cumplimiento.

Garantizar implica construir, conservar y fortalecer las capacidades
institucionales que hacen posible el ejercicio cotidiano de ese derecho por
parle de toda la población.

En el caso del derecho humano al agua, esta obligación comprende
múltiples dimensiones.
El Estado debe proteger las fuentes de abastecimiento.
Debe preservar la infraestructura hidráulica.
Debe asegurar la continuidad del servicio.
Debe vigilar la calidad del agua.
Debe planificar el crecimiento urbano.
Debe prevenir la contaminación.
Debe invertir en mantenimiento,
Debe garanlizar el saneamiento.
Y debe actuar con especial diligencia para evitar cualquier forma de
discrinrinación en el acceso al recurso.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín f:ranc<l Cuevas, reformando el artículo 1-5,
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Todas estas obligaciones conforman un sistema integral cuya finalidad

consiste en hacer efectivo el mandato contenido en el aftículo 4" de la
Constitución Federal. Sin embargo, la reforma constitucional de 2011

incorporó además un principio de enorme trascendencia para la

interpretación de los derechos humanos: el principio de progresividad.

Este principio constituye uno de los pilares del constitucionalismo

contemporáneo. Su contenido puede explicarse mediante dos reglas

complementarias.

La primera establece que los Estados deben ampliar progresivamente la

protección de los derechos humanos, incrementando de manera

constante las condiciones que permitan su ejercicio efectivo.

La segunda dispone que, como regla general, las autoridades no deben

adoptar medidas que impliquen un retroceso injustificado en el nivel de

protección previamente alcanzado.

Esta segunda dimensión recibe el nombre de prohibición de regresividad.

Su importancia resulta fundamental.

Si el reconocimiento constitucional de un derecho pudiera acompañarse
posteriormente de decisiones estatales que redujeran sustancialmente las

condiciones para ejercerlo, el principio de progresividad perdería toda

eficacia.

Por ello, tanto la doctrina constitucional como los tribunales nacionales e

internacionales han sostenido que las medidas regresivas únicamente
pueden justificarse bajo parámetros especialmente estrictos de

razonabilidad, necesidad, proporcionalidad y protección del interés
público,

La progresividad no exige únicamente ampliar el catálogo de derechos'

La presente foj¿, perte rrece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando e lartículo 1"5,

fracción Vll de la Constitución polÍtica de Jalisco - Prohibiendo la concesión o dele¿;ación a particulares de los

servicios dcl Agua.

13



GOBIERNO
DE IALTSCO

PODER
LEGISLATIVO

SËERËTARiA
DEL CONGRËSO

También obliga a fortalecer las instituciones que permiten hacerlos

efectivos

Desde esta perspectiva, la discusión sobre los modelos de organizaciÓn

administrativa de los servicios públicos adquiere una dimensión

constitucional cuando dichos servicios constituyen el tnecanismo

indispensable para garantizar un derecho humano.

Ël análisis deja entonces de ser exclusivamente financiero o

administrativo. Se cc¡nvierte en un examen sobre la capacidad del Ëstado

para cumplir obligaciones constitucionales.

En el caso del agua, la infraestructura hidráulica representa precisamente

ese conjunto de capacidades institucionales.

,/ Las presas.
,/ Los acueductos.
,/ Las plantas potabilizadoras.
,/ Las estaciones de bombeo.
,/ Las redes de distribución.
,/ Los centros de monitoreo.
,/ Los laboratorios de calidad.
,/ Los sistemas de saneamiento

Todos ellos conforman el soporte material mediante el cual el Ëstado hace

efectivo elderecho humano al agua. La garantía constitucional no se agota

en la existencia física de esa infraestructura, Tanlbién comprende la

capacidad pública para dirigir estratégicamente su funcionamiento,

establecer prioridades de distribución, responcler a emergencias, planificar

inversiones, supervisar la calidad del servicio y asegurar que las

decisiones relacionadas con el abastecimiento respondan al interés

general y no exclusivamente a criterios de rentabilidad económica.

La preserrte foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco cuevas, reformatldo elartícuio l-5,

fracción Vll de la constitución política ce Jalisco-- Prohibiendo ia concesi15n o clelegación a particulares de los

servicios del Agua.
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En consecuencia, cuando el Estado decide transferir durante periodos

prolongados el control operativo de infraestructura estratégica
indispensable para garanïizar un derecho humano, resulta jurídicamente

válido analizar si dicha decisión fortalece o debilita las capacidades
institucionales necesarias para cumplir las obligaciones constitucionales
previstas en los artículos 1" y 4" de la Constitución Federal.

La presente iniciativa no pade de una respuesta apriorística ni pretende

afirmar que toda forma de colaboración con parliculares Sea, por

ciefinición, incompatible con el orden constitucional, Sería incorrecto
sostener una afirmación de esa naturaleza.

Ël Estado puede contratar obras públicas, adquirir bienes, celebrar
contratos <je mantenimiento, incorporar tecnología especializada e incluso

establecer mecanismos de colaboración técnica que contribuyan a

mejorar la prestación de determinados servicios.

Lo que debe examinarse constitucionalmente es el alcance material de

cada esquema jurídico.

Cuando una figura contractual traslada durante décadas la dirección
operativa de infraestructura esencial para garantizar un derecho humano,
el análisis constitucional no puede limitarse a la denominación formal del

contrato. Debe valorar sus efectos reales sobre la capacidad institucional
del Ëstado. La experiencia comparada demuestra que las formas jurídicas

utilizadas para incorporar participación privada en servicios públicos

esenciales son extraordinariamente diversas. Existen concesiones
clásicas, asociaciones público-privadas, contratos integrales de
prestación de servicios, modelos de diseño-construcción-operación,
esquemas de construcción-mantenimiento-rehabilitación-operación
(CMRO) y otras modalidades contractuales cuya configuración depende
del marco normativo de cada jurisdicción.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vil de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios de I Agua.
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Precisamente por esa diversidad, una prohibición constitucional limitada
únicamente a la palabra "concesión" podría resultar insuficiente para

alcanzar el objetivo de protecciÓn perseguido.

Bastaría modificar la denominación legal del instrumento para intentar

eludir la restricción constitucional, aun cuando sus efectos prácticos fueran

sustancialmente eq uivalentes.

Por ello, esta iniciativa propone que la Constitución del Estado de Jalisco

adopte un criterio material y funcional, conforme al cual la prohibición

recaiga sobre cualquier acto jurídico que tenga como consecuencia la

transferencia del control estratégico u operativo de infraestructura
indispensable para garanlizar derechos humanos, cualquiera que sea el

nombre que el legislador ordinario o la administración pública decidan
otorgarle.

Este enfoque se encuentra en armonía con un principio ampliamente
reconocido en el derecho constitucional y administrativo: la prevalencia de

la realidad sobre las formas. En materia de control constitucional, lo

determinante no es únicamente la etiqueta jurídica de una institución, sino

los efectos que produce respecto de la distribución del poder público y de

la protección efectiva de los derechos fundamentales.

Des<le esa óptica, la presente reforma no pretende inmovilizar la acciÓn

gubernamental ni impedir la rnodernizacion de la infraestructura pública.

Por el contrario, busca asegurar que cualquier proceso de modernización
preserve un núcleo mínimo e indisponible de control público sobre
aquellos sistemas cuya operación resulta esencial para la satisfacción de

derechos humanos.

El principio de progresividad exige que las generaciones futuras reciban

institucic¡nes más sólidas, no más frágiles; mayores capacidades públicas,

no menores; mejores mecanismos de garantía, no estructuras que

dificulten el cumplimiento de obligaciones constitucionales. La

[,a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando e lartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios dcl Agua.
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preservación del control estratégico sobre la infraestructura indispensable
para hacer efectivo el derecho humano al agua constituye, precisamente,

una expresión concreta de ese mandato constitucional.

IV. LA INFRAESTRUCTURA ESTRATÉGICA COMO GARANTíA
INSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.

Uno de los mayores avances del constitucionalismo contemporáneo
consiste en comprender que los derechos humanos no pueden reducirse
a declaraciones jurídicas carentes de mecanismos materiales para

hacerlos efectivos. La sola incorporación de un derecho al texto
constitucional, por importante que Sea, resulta insuficiente si el Estado

carece de las instituciones, capacidades técnicas, recursos humanos e

infraestructura necesaria para garanlizar su ejercicio cotidiano.

La efectividad de los derechos humanos depende, en buena medida, de

la existencia de una estructura institucion al capaz de conveñir el mandato
constitucional en una realidad tangible para las personas.

Ën la doctrina constitucional comparada, esta idea ha sido desarrollada a

través del concepto de garantías institucionales, conforme al cual

determinados órganos, servicios públicos e infraestructuras poseen una

relevancia constitucional que trasciende su naturaleza administrativa,
pues constituyen el soporte indispensable para el ejercicio efectivo de

derechos fundamentales.

Las garantías institucionales no protegen únicamente a una dependencia
gubernamental o a un organismo público determinado. Su finalidad

consiste en preservar aquellas estructuraS cuya desaparición,
debilitamiento o desarticulación comprometería gravemente la eficacia de

derechos reconocidos por la Constitución.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reforrnando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución PolÍtica de Jalisco-- Prohibii:ndo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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En ese sentido, Ia infraestructura estratégica vinculada con la prestación

de servicios públicos esenciales adquiere una dimensión constitucional
propia.

Las redes hidráulicas, los sistemas de potabilización, las plantas de

tratamiento, los centros de control, las estaciones de bombeo, los

laboratorios de calidad del agua, las presas, los acueductos y demás

componentes del sistema hídrico no constituyen únicamente bienes

patrimoniales del Estado.

Representan el conjunto de medios materiales mediante los cuales se

hace efectivo el derecho humano al agua reconocido por el artículo 4' de

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos'

La relevancia constitucional de esa infraestructura no deriva de su valor

económico. Tampoco depende exclusivamente de la rnagnitud de la

inversión publica realizada para construirla.

Su importancia radica en que constituye el soporle físico indispensable
para garantizar el ejercicio de un derecho humano cuya satisfacción

condiciona el goce de múltiples libertades y derechos fundamentales'

En consecuencia, la protección constitucional del derecho al agua no

puede agotarse en el reconocimiento abstracto del derecho.

Debe extenderse también a la preservación de las condiciones

institucionales necesarias para hacerlo efectivo.

Ello implica que el Estado debe conservar un grado suficiente de direcciÓn,

rectoría, supervisión y control sobre la infraestructura estratégica que hace

posible el abastecimiento, distribución, potabilizacion y saneamiento del

agua.

La presente fioja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cut:vas, refcrrnando el artículo 1"5,

fracciónVllde la Constitución política deJalisco-Prohibiendo la concesión o delegación a particularesde los

servicios del Agua.
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Esta alirmación no supone desconocer la posibilidad de que particulares
participen en actividades auxiliares, especializadas o complementarias
relacionadas con la infraestructura pública,

La contratación de obras, el suministro de tecnología, la ejecución de
proyectos de ingeniería, el mantenimiento especializado o la prestación de

determinados servicios técnicos constituyen mecanismos ampliamente
reconocidos dentro del derecho administrativo moderno y pueden

contribuir al fortalecimiento de las capacidades públicas.

Sin embargo, existe una diferencia cualitativa entre contratar un servicio
especializ-ado y transferir a un particular la dirección operativa de un

sistema estrategico durante largos periodos.

Ën el primer supuesto, el Estado conserva pienamente la conducción
institucional del servicio público.

En el segundo, la torna de decisiones cotidianas relacionadas con la
operación de infraestructura esencial puede quedar condicionada por un

esquema contractual cuya iógica responde, de manera legítima, a

intereses empresariales y financieros.

La presente iniciativa no cuestiona la legitimidad de la actividad económica
privada. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce la libertad de empresa y la participación de los particulares en

múltiples sectores de la economía nacional. Êsa participaciÓn ha

contribuido, en nunleresos ámbitos, al crecimiento económico, a la

innovacirin tecnológica y a la generación de empleo. No obstante, el

régirnen constitucional distingue entre las activiclades econórnicas
ordinarias y aquellas funciones públicas cuya finalidad inmediata consiste

en garantizar derechos fundamentales.

Cuando la infraestructura constituye el medio indispensable para

satisfacer un derecho hunrano, el interés público adqr-riere una intensidad

La presente Íoja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reforrrtancio el artículo 15,

fracción Vil cJe la Crinstituciórr Política cje Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a parl.iculares de los

servicios del Agua.
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constitucional superior. Ëllo exige que las decisiones estratégicas
relacionadas con su operación se encuentren orientadas prioritariamente
por criterios de universalidad, igualdad, continuidad, seguridad,
sostenibilidad, protección ambiental y justicia social.

La loqica arial v la looica de /os derechos humanosSEERËTARíA
ÞËt cöNtGRËs0 responden a finali dades distintas. La primera busca Ieoítimamente la

eficiencia economica v la obtención de rendimientos conforme a las
es del mercado. La I ue arantizar el

niversal a bienes serv sab/es la
na incluso en a SU tación no res

fi n an c ierame nte renta bl e

Precisamente por esa razón, el Ëstado constitucional no puede evaluar
exclusivamente bajo parámetros económicos la organización institucional
de los servicios públicos esenciales.

Debe valorar también la necesidad de preservar las capacidades públicas
que aseguren la continuidad del servicio en situaciones de emergencia,
desastres naturales, sequías prolongadas, contaminación de fuentes de

abastecimiento, crecimiento demográfico acelerado o cualquier otra
circunstancia que comprometa la seguridad hídrica de la población.

La experiencia internacional demuestra que la gestión del agua enfrenta
desafíos cada vez más complejos derivados del cambio climático, la

sobreexplotación de acuíferos, la contaminación industrial, la expansión
urbana y la variabilidad hidrológica.

En ese contexto, fortalecer las capacidades institucionales del Ëstado
constituye una medida de prevención y resiliencia frente a riesgos futuros.
Desde esa perspectiva, la presente reforma propone incorporar al texto
constitucional un principio de protección reforzada respecto de la

infraestructura estratégica indispensable para garanlizar derechos
humanos.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputaclo Martín Franco Cuevas, reforrnando elartículo 1"5,

fracción Vlt de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de ios

servicios del Agua.
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La finalidad de dicho principio consiste en impedir que, mediante cualquier
figura jurídica, se produzca una transferencia prolongada del control
operativo de aquellos sistemas cuya conducción resulta esencial para el

cumplimiento de obligaciones constitucionales.

No se trata de limitar la capacidad del Estado para modernizar sus

servicios públicos.

Por el contrario, se busca asegurar que los procesos de modernización
forlalezcan la rectoría pública sobre bienes estratégicos y no debiliten la

ca pacidad i nstitucional necesa ria pa ra garanlizar d erechos h uma nos.

Esta protección reforzada responde también al principio democrático.

Los servicios públicos esenciales no constituyen únicamente una actividad
administrativa; representan una expresión concreta del pacto social
contenido en la Constitución.

Su organización debe responder prioritariamente al interés general y

permanecer sujeta a mecanismos de control público, transparencia,
rendición de cuentas y responsabilidad política frente a la ciudadanía.

Cuando el funcionamiento de infraestructura indispensable para la

realización de derechos humanos permanece bajo conducción pública, la

socieclad conserva instrumentos democráticos para exigir resultados,
fiscalizar decisiones y reclamar el cumplimiento de las obligaciones
constitucionales de las autoridades.

La presente iniciativa pretende fortalecer precisamente esa relación entre
democracia, Ëstado constitucional y protección efectiva de los derechos
humanos, incorporando al texto de la Constitución Política del Estado de

Jalisco un principio que preserve el control público sobre la infraestructura
estratégica destinada a garantizar el acceso universal a derechos
fundamentales, especialmente el derecho humano al agua.

La presente foja, pertenece a la lniciativa cJe ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, refo¡"mando el artíoulo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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V. EL AGUA COMO PATRIMONIO COLECTIVO Y LA
RESPONSABI LIDAD I NTERGENE RACIONAL DE L ESTADO.

La protección constitucional del agua no puede comprenderse únicamente
desde la perspectiva de las necesidades presentes de la población. Êl

derecho constitucional contemporáneo ha evolucionado hacia una
concepción que reconoce que determinados bienes poseen una
importancia tal para la supervivencia de la sociedad que su conservación
constituye una obligación permanente del Estado frente a las
generaciones actuales y futuras,

Esta visión responde al principio de solidaridad intergeneracional,
ampliamente desarrollado por el derecho internacional ambiental y
progresivamente incorporado al constitucionalismo moderno. Conforme a

dicho principio, las decisiones adoptadas por los poderes públicos no
deben valorar exclusivamente sus efectos inmediatos, sino también las
consecuencias que producirán sobre la capacidad de las generaciones
venideras para disfrutar de los mismos derechos y recursos que hoy
pertenecen a la colectividad.

Ël agua constituye, probablemente, el ejemplo más representativo de esta
categoría de bienes.

A diferencia de otros recursos cuya disponibilidad puede incrementarse
mediante procesos industriales o tecnológicos, el agua dulce apta para

consumo humano posee un carácter limitado y enfrenta presiones
crecientes derivadas del cambio climático, la contaminación, la

sobreexplotación de acuíferos, la expansiÓn urbana y el incremento
sostenido cje la demanda.

Diversos organismos internacionales han advertido que durante las
próximas décadas la disponibilidad de agua será uno de los principales

desafíos para la estabilidad económica, social y ambiental de los Estados.

La presente foja, pertener:e a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo l-5,

fracción Vll de la Constitución Política cle Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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El crecimiento demográfico, la variabilidad climática y la degradación de

los ecosistemas incrementarán la presión sobre los sistemas de

abastecimiento y exigirán capacidades institucionales cada vez más

robustas para garanlizar el acceso universal al recurso.

En consecuencia, la protección constitucional del agua trasciende la

satisfacción de necesidades individuales. Constituye una política de
preservación del patrimonio colectivo de la sociedad'

No debe entenderse elconcepto de patrimonio colectivo únicamente como

un conjunto de bienes pertenecientes al Estado. Su verdadera dimensión
jurídica consiste en reconocer que determinados recursos poseen una

importancia tan trascendental para la vida y la dignidad humana que

ninguna generación puede disponer de ellos ignorando los derechos de

quienes habrán de sucederla.

El Estado, en ese contexto, actúa como administrador temporal de bienes

cuya titularidad moral corresponde también a quienes aún no han nacido.

Esta idea resulta plenamente compatible con el artículo 4" de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reconoce

tanto el derecho humano al agua como el derecho a tln medio ambiente

Sano para el desarrollo y bienestar de las personas. Ambos derechos se

encuentran profundamente vinculados.

No existe medio ambiente sano sin disponibilidad suficiente de agua.

No existe derecho al agua sin ecosistemas funcionales capaces de

conservar el ciclo hidrológico.

No existe desarrollo sostenible cuando la explotación de los recursos

naturales compromete la satisfacción de necesidades futuras.

La presente foja, perte nece a la lniciatlva de ley, del Diputodo Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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Desde esa perspectiva, la infraestructura hidráulica tampoco puede

concebirse exclusivamente como un conjunto de activos públicos

susceptibles de administración patrimonial.

Representa el instrurnento mediante el cual el Estado organiza. el

aprovechamiento racional de un recurso estratégico cuya preservación

constituye una responsabilidad constitucional permanente.

por ello, la presente iniciativa propone fortalecer el texto constitucional del

Ëstado de Jalisco nrediante la incorporación de principios que aseguren

que las decisiones relativas a la organiz-acion institucional de los servicios

vinculados cc¡n el derecho humano al agua respondan prioritariamente al

interés general, a la sostenibilidad ambiental y a la protección de las

generaciones futuras.

Esta protección no implica inmovilizar la capacidad de innovación del

Estado ni impedir la incorporación de nuevas tecnologías.

por el contrario, exige que cualquier proceso de modernización foftalezca

la capacidad pública para planificar, supervisar y garantizar el aÇceso

universal al agua bajo criterios de equidad, sostenibiliclad y justicia social.

Ël agua no puede ser considerada exclusivamente como un insumo

económico.

Constituye el elemento indispensable para la preservación de la vida'

Ën consecuencia, las instituciones encargadas de garantrzar Su

disponibilidad deben organizarse bajo parámetros constitucionales que

prioricen el interés colectivo sobre cualquier otra corlsideración.

El poder Reformador de la Constitución del Estado de Jalisco posee no

solamente la facultad, sino también la responsabilidad histórica de prever

mecanismos que aseguren la preservación de este patrimonio común

La presente foja, pertenece a la lniciatirla 11c lery, clel Diputario Martín [rranco cut:r/as, rcforrnaticio el artículci 15,

fracción Vll de la Constitución política cle Jalisr:o - Prohibicndo la concesiórr o delegaciótl a particr"tiares de los

servicios del Agua.
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frente a los desafíos que impondrán el crecimiento urbano, el cambio
climático, la presión demográfica y la creciente complejidad de la gestión

hídrica.

Las constituciones cumplen precisamente esa función. No se limitan a

resolver los problemas del presente. Construyen las bases institucionales
que permitirán proteger a la sociedad durante las próximas generaciones.

Por ello, reconocer constitucionalmente el carácter estratégico de la

infraestructura indispensable para garantizar el derecho humano al agua
no constituye una respuesta circunstancial a un debate administrativo
específico. Representa una decisión de Estado orientada a preservar uno

de los bienes más valiosos para la permanencia de la vida, el desarrollo
económico, la cohesión social y la estabilidad democrática de Jalisco.

VI. EL AGUA COMO FACTOR DE SEGURIDAD HIDRICA,
ESTABII-IDAD DEMOCRÁTICN Y GOBERNABILIDAD DEL ESTADO.

Las constituciones del siglo XXI ya no pueden limitarse a organizar la

distribución tradicional del poder público. Los desafíos contemporáneos
exigen que los textos constitucionales incorporen mecanismos capaces de

preservar las condiciones materiales que hacen posible la convivencia
democrática, la paz social y el ejercicio efectivo de los derechos
fundamentales.

Entre esos desafíos, pocos poseen la trascendencia del acceso al agua.

Durante buena parte del siglo XX, la seguridad nacionalfue entendida casi

exclusivamente como la capacidad del Estado para preservar SU

integridad territorial frente a amenazas externas o para mantener el orden
público frente a riesgos internos. Sin embargo, el desarrollo del concepto
de seguridad humana, impulsado por organismos internacionales y por la

doctrina constitucional contemporánea, amplió significativamente esa

concepción.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín F'ranco Cuevas, reformando el artículo 1-5,

fracción Vil de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesiórr o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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Actualmente, la estabilidad de una sociedad depende también de la

capacidad de garantizar de manera continua el acceso a bienes
indispensables para la vida, entre ellos el agua potable, el saneamiento,
la alimentación, la energía y los servicios básicos.

La disponibilidad suficiente, continua y segura de agua constituye uno de
los pilares de esa seguridad humana. No se trata únicamente de un
recurso natural. Ës el elemento que hace posible la existencia misma de
las ciudades.

Ninguna comunidad puede subsistir sin un sistema hidráulico funcional

Ningún hospital puede operar sin abastecimiento permanente

Ninguna escuela puede prestar adecuadamente sus servicios sin acceso
al agua.

Ninguna actividad económica puede desarrollarse de rlìanera sostenida
cuando el suministro resulta incierto.

Por ello, diversos organismos internacionales han advertido que la
gobernanza del agua constituye uno de los principales retos para la

estabilidad de los Estados durante las próximas décadas. El lnforme
Mundial de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos
Hídricos 2024 señala que la seguridad hídrica y el acceso equitativo al
agua son fundamentales para la prosperidad y la paz, mientras que la

esÇasez, la contaminación o una gestión inequitativa profundizan
desigualdades y tensiones sociales.

En ese mismo sentido, la comunidad internacional ha documentado que
aproximadamente la mitad de la población mundial experimenta escasez
severa de agua durante al menos una parte del año y que la demanda de
agua dulce continúa creciendo de manera sostenida, impulsada por el

crecimiento demográfico, la urbaniz-ación y el cambio climático.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputaclo Martín Franco Cuevas, reformando el artículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco * Prohibie ndo la concesión o delegación a particulares de los

servicios def Agua,
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Estos datos permiten afirmar que el agua ha dejado de ser únicamente un
asunto de política ambiental.

Hoy constituye un tema de estabilidad institucional, de salud pública. de
desarrollo económico, de cohesión social, y, en consecuencia, de
seguridad del Estado,

Ën el caso pafticular del Estado de Jalisco, esta realidad adquiere una
dimensión aún más significativa. La Zona Metropolitana de Guadalajara
concentra una parte sustancial de la población estatal y depende de una
infraestructura hidráulica compleja cuya operación permanente resulta
indispensable para garantizar el abastecimiento cotidiano de millones de
personas. La continuidad de dicho servicio no constituye únicamente una
obligación adrninistrativa. Representa una condición necesaria para
preservar el orden público, la continuidad de los servicios hospitalarios, el
funcionamiento del sistema educativo, la actividad económica, la
protección civil y, en términos generales, la gobernabilidad democrática.

Cuando un sistema de abastecimiento de agua enfrenta interrupciones
prolongadas, contaminación o deficiencias estructurales, las
consecuencias trascienden el ámbito del servicio público:

públicas.

Por esa razon, la infraestructura hidráulica estratégica debe ser
considerada parte del conjunto de capacidades institucionales cuya
preservación resulta indispensable para el funcionamiento ordinari<¡ del
Estado.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martírr Franco Cuevas, reformando elartículo l-5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.

27



GOtsÏETRNO
DE IALïSCO

PODER
LEGISLATIVO

SECRHTARíA
DHt COhdGRËSO

No se trata únicamente de proteger tuberías, presas o plantas
potabilizadoras. Se trata de proteger la capacidad institucional para

garantizar d erechos h u ma nos.

Precisarnente por ello, la presente iniciativa sostiene que la Constitución
Política del Estado de Jalisco debe reconocer un principio de seguridad
hídrica constitucional, entendiclo como la obligación permanente del
Estado de conservar la rectoría estratégica sobre la infraestructura
indispensable para asegurar el acceso universal, continuo, suficiente,
salubre y asequible al agua.

Este principio no implica excluir cualquier forma de colaboración técnica
con particulares. Tampoco pretende limitar la innovación tecnológica ni la
incorporación de mejores prácticas administrativas. Su finalidad consiste
en establecer un límite constitucional respecto de aquellas figuras jurídicas
que puedan traducirse en una transferencia prolongada del control
estratégico de infraestructura cuya operación constituye un presupuesto

indispensable para garan|izar un derecho humano,

Ën un Ëstado Constitucional de Derecho, la seguridad hídrica no puede

depencJer exclusivamente de la eficiencia económica de un modelo
contractual. Debe descansar sobre instituciones públicas suficientemente
fuertes para responder a emergencias, fenómenos meteorolÓgicos

extremos, contaminación de fuentes de abastecimiento, sequías
prolongadas o cualquier otra circunstancia que comprometa el acceso <je

la población al agua.

La presente reforma constitucionai parte de esa prernisa: El agua no

representa únicamente un recurso natural. Tampoco constituye
exclusivanrente un servicio público. Ës un elemento estructural cle la

seguridad humana, de la gobernabilidad dernocrática y de la eficacia del

Estado constitucional.

La presente foja, pertenece a la lniciativa rJe ler,,, clel Diputado Martín n:ranco Cttevas, refornrando el artículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco -- Prohibiendo la concesión o clelegación a particulares rje los

servicíos del Agua.
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Por ello, preservar el control estratégico sobre la infraestructura
indispensable para garantizar su suministro constituye una decisión de

naturaleza constitucional y no simplemente administrativa.

El Poder Reformador Permanente del Estado posee la responsabilidad de

anticipar los desafíos que enfrentarán las futuras generaciones.

La creciente presión sobre los recursos hídricos, el cambio climático, la

expansión urbana y la mayor frecuencia de fenómenos
hidrometeorológicos extremos obligan a fortalecer -y no a debilitar- las

capacidades institucionales mediante las cuales el Estado cumple el

mandato previsto en los artículos 1" y 4" de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos.

Desde esa perspectiva, la reforma propuesta no responde exclusivamente
a una discusión sobre modelos de gestión administrativa. Constituye una
política constitucional preventiva orientada a preservar la capacidad
permanente del Ëstado para garantizar uno de los derechos humanos más
esenciales para la vida y la dignidad de todas las personas.

VII. EL DERECHO HUMANO AL AGUA COMO GARANTIA
ESTRUCTURAL DEL ESTADO CoNSTITUCIONAL Y DEMOCnÁrlCO
DE DERECHO.

La evolución del constitucionalismo contemporáneo ha permitido

comprencler que existen determinados derechos cuya protección

trasciende el ámbito individual y se proyecta sobre la propia organización
del Estado. Son derechos cuya satisfacción no sólo beneficia a quienes

los ejercen, sino que constituye un presupuesto indispensable para la

existencia de una sociedad democrática, igualitaria y respetuosa de la
dignidad humana.

Ël derecho humano al agua pertenece a esa categoría

La presente foja, pertenece a la lniciativa cle ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reforrnando el artículo 1"5,

fracción Vll de la Constitución Política de lalisco * Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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No constituye únicamente una prerrogativa individualfrente a la autoridad.
Representa una condición estructural sin la cual el resto del sistema
constitucional pierde eficacia práctica.

La teoría constitucional distingue entre los derechos que pueden
garantizarse primordialmente mediante la abstención del Estado y
aquellos cuya efectividad exige una actividad pública permanente,
organizada y técnicamente compleja.

Ël derecho al agua pertenece a esta segunda categoría. Su realización
requiere inversiones continuas en infraestructura hidráulica, Exige
organismos especializados. Demanda sistemas permanentes de
monitoreo de calidad. Necesita laboratorios, plantas potabilizadoras,
estaciones de bombeo, redes de distribución, sistemas de saneamiento,
personal técnico altamente capacitado y mecanismos de planeación de
largo plazo.

Todo ello evidencia que el derecho humano al agua depende de una
organización institucional robusta.

La doctrina constitucional ha sostenido que cuando un derecho
fundamental requiere de instituciones permanentes para hacerse efectivo,
la protección constitucional no puede limitarse al reconocimiento abstracto
del derecho.

Debe extenderse también a la preservación de aquellas capacidades
institucionales cuya desaparición, debilitamiento o transferencia
comprometería la eficacia del propio derecho.

En consecuencia, el objeto de tutela constitucional no es únicamente el

agua como recurso natural,

También lo es el conjunto de instituciones públicas encargadas de
garantizar su disponibilidad para toda la población.

La presente foja, pertenece a la lniciatíva de ley, del Diputacio Martín f:ranco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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Esta afirmación adquiere especial relevancia alaluz del artículo 1' de la
Constitución Política de los Ëstados Unidos Mexicanos'

Dicho precepto no impone al Ëstado una obligaciÓn meramente
declarativa. Le exige promover, respetar, proteger y garanlizar los

derechos humanos. La diferencia es sustancial: Respetar implica

abstenerse de vulnerar derechos. Garantizar Supone construir las

condiciones materiales necesarias para hacerlos efectivos'

Cuando el Constituyente empleÓ el verbo "garantizar", asumió que los

derechos humanos requieren instituciones, presupuesto, infraestructura,
planeación y continuidad administrativa. Por ello, la garantía constitucional
del derecho humano al agua no puede analizarse exclusivamente desde

la óptica del servicio público. Debe examinarse también desde la

perspectiva de la capacidad institucional del Ëstado. En otras palabras, el

verdadero objeto de protección constitucional no es solamente el

suministro cotidiano del agua.

Es la permanencia de un aparato público suficientemente fuerle para

asegurar que ese suministro continúe existiendo dentro de veinte, treinta

o cincuenta años.

Esta visión encuentra sustento en el principio democrático. Ën una

dernocracia constitucional, los derechos humanos no pueden depender
exclusivamente de circu nstancias económicas coyunturales ni de modelos

administrativos sujetos a modificaciones constantes.

La ciudadanía tierte derecho a que las instituciones encargadas de

garanliz.ar d erechos fu nd amenta les conserven estabil idad, contirr uidad y

capacidad operativa. Por ello, las constituciones modernas suelen

establecer límites materiales respecto de determinadas funciones

estatales consideradas esenciales. No se trata de restringir la libedad de

configurac;ión del legislador ordinario.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputaclo Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegaciórl a particulares de los

servicios del Agua.
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Se trata de preservar el núcleo institucional indispensable para que el

Estado continúe cumpliendo sus obligaciones constitucionales.

Desde esa perspectiva, la presente iniciativa propone reconocer que Ia

infraestructura hidráulica estratégica integra ese núcleo institucional
protegido. No porque la infraestructura posea un valor económico

extraordinario. Sino porque constituye el medio indispensable para hacer

efectivo un derecho humano. La importancia constitucional de una planta

potabilizadora no deriva del costo de su construcción. Proviene del hecho

de que, sin ella, millones de personas no podrían ejercer el derecho

reconocido por el artículo 4' constitucional, La relevancia constitucional de

una red de distribución no radica únicamente en su extensién territorial.

Su verdadera importancia consiste en que representa el mecanismo

mediante el cual el Êstado materializa diariamente uno de los derechos

más elementales para la vida.

Ësta perspectiva obliga a replantear la manera en que tradicionalmente se

analizan los modelos de organización administrativa de los servicios
públicos. Durante décadas, la discusión giró principalmente alrededor de

criterios de eficiencia financiera, reducción de costos o incorporación de

inversión privada. Todos esos elementos Çonservan importancia dentro

del diseño de políticas públicas. Sin embargo, cuando la actividad

administrativa constituye el instrumento indispensable para garantizar un

derecho humano, el análisis clebe incorporar un parámetro adicional de

naturaleza constitucional: la preservación de las capacidades
institucionales del Ëstado.

La pregunta deja entonces de ser únicamente si un determinado modelo

resulta financieramente eficiente. Debe preguntarse además si fortalece o

debilita la capacidad pública para garantizar el ejercicio universal,

continuo, suficiente, asequible y no discriminatorio del derecho humano

correspondiente. Precisamente bajo ese criterio debe interpretarse la
presente iniciativa.

La presentc foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Nlartín tranco Cuevas, reformando elartículo :]"5,

fracción vlt de la constitución política de Jalisco -- Prohibiendo la concesión o dclegación a particulares de los

servicios del Agua.
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No se propone establecer una preferencia ideológica respecto de modelos

económicos, Mucho menos impedir que el Estado recurra a mecanismos
modernos de contrataciÓn, innovación tecnológica o colaboración
especializada cuando ello resulte conveniente para el interés público.

Lo que se plantea es un límite constitucional rnaterial. Cuando un esquema
jurídico produzca como efecto la transferencia prolongada del control

estratégico de infraestructura indispensable para garantizar derechos

humanos, el Poder Reformador Permanente puede legítimamente decidir
que dicho núcleo institucional permanezca bajo conducción pública" Ësta

conclusión encuentra apoyo en la propia lógica del Estado Constitucional
de Derecho.

Los derechos humanos no pueden quedar expuestos a procesos de

clebilitamiento institucional derivados de decisiones administrativas cuya

valoración se realice exclusivamente bajo parámetros ecr:nómicos.

El principio de progresividad exige precisamente lo contrario. Obliga a
fortalecer gradualmente las instituciones mediante las cuales el Estado
garanliza el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales. Desde esa

perspectiva, la presente reforma no pretende congelar el desarrollo
administrativo del Ëstado. Busca asegurar que cualquier proceso de

modernización preserve un elemento mínimo e indisponible: la capacidad
pública para conducir estrattigicamente aquellos sistemas cuya operación

resulta indispensable para garantizar derechos humanos.

El agua constituye el ejemplo paradigmático de esa categoría

in agua no existe salud.
in agua no existe alimentación suficiente.
in agua no existe viviencla digrta.
in agua no existe educación en condiciones adecuadas'
in agua no existe desarrollo económico sostenible.
sin agua tatnpoco puede preservarse plenamente la dignidad

La presente foja, pertenece a la lnici¿ltiva de ley, del Diputado Martín Franco Cur:vas, reformando elariículo 1"5,

fracciónVil cle la Constitución Política de.lali:;co-Prohibienclo la r:onct:sión o delegación a particularesde los

:;ervicios del Agua.
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En consecuencia, fortalecer constitucionalmente las instituciones
encargadas de garanlizar ese derecho no constituye una opción política

circunstancial. Representa una decisión de Estado orientada a preservar

uno de los pilares fundamentales sobre los cuales descansa el propio

orden constitucional mexicano.

VIII. LA GARANTíA INSTITUCIONAL COMO I.íIVIITE

CONSTITUCIONAL A LA TRANSFERENCIA DEL CONTROL DE LA
IN FRAESTRUCTU RA ESTRATÉCICN.

Una de las aportaciones más importantes del derecho constitucional
europeo del siglo XX fue el desarrollo de la teoría de las garantías

institucionales. Surgida inicialmente en la doctrina alemana y

posteriormente desarrollada por la jurisprudencia constitucional de

diversos países, esta teoría parte de una idea sencilla pero profundamente

trascenclente: la Constitución no sólo protege derechos subjetivos de las
personas; también protege determinadas instituciones cuya existencia
resulta indispensable para que esos derechos puedan hacerse efectivos.
En consecuencia, la Constitución no se limita a reconocer libertades
individuales, lambién preserva estructuras públicas cuya <jesaparición o
debilitamiento pondría en riesgo el propio funcionamiento del Estado
constitucional.

Esta concepción ha permitido comprender que existen instituciones cuya
protección rebasa el interés administrativo que justificó originalmente su

creación.

Las universidacles públicas, los rnunicipios, los tribunales, los organismos
autónomos, los sistemas de seguridad social y otros entes públicos
poseen una <Jinlensión constitucional porque hacen posible la realización

de valores superiores reconocidos por la propia Constitución.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Mallín [:ranco Cuevas, reformando el anículo 15,

fracción Vlt de la Constitucìón Política de Jalisco - P¡'ohibiendo la concesión o delegaciórr a particulares de los

servicios del Agua.

34



GOBIET{NTO
DE JALTSCO

PODER
LEGISLATIVO

SËCRËTARíA
DEL CONGRESO

NÚnRËRO-
mffipHt{ÐHhtctA"**-.-*"

La presente iniciativa sostiene que esa misma lógica debe extenderse a la

i nfraestructu ra públ ica ind ispensa ble para ga ra ntizar derechos h u manos.

Ël agua constituye un ejemplo paradigmático: El derecho humano al agua

no puede ejercerse únicamente porque la Constitución así lo declare. Su

ejercicio depende de la existencia de presas, plantas potabilizadoras,

estaciones de bombeo, redes de conducción, sistemas de distribución,

laboratorios de calidad, plantas de tratamiento, centros de monitoreo y

organismos técnicos capaces de operar perrnanentemente un sistema

hidráulico extraordinariamente complejo. Cada uno de esos elementos

constituye parte de una infraestructura cuya función rebasa el ámbito
patrimonial.

No representan simplemente bienes propiedad del Estado' lntegran el

soporte material mediante el cual Se hace efectivo un derecho

funclamental. Desde esta perspectir,,a, la infraestructura deja de ser

únicamente un conjunto de activos públicos. Se convierte en una auténtica
garantía institucional del derecho humano al agua.

Ësta afirmación posee importantes consecuencias jurídicas. Si la

infraestructura constituye una garantía institucional, el Poder Reformador

tiene plena legitimidad para establecer mecanismos constitucionales

destinados a preservar su finalidad esencial. Ello no significa impedir su

mc¡dernización.
Tantpoco implica prohibir la incorporación de nuevas tecnologías, la

contratación de obras especiaiizadas o la participación de empresas
privadas en actividades accesorias o complementarias.
La protección constitucional recae sobre un aspecto distinto. Se cìirige a

preservar el control estratégico del sistema cuya operación hace posible

el ejercicio cotidiano del derecho hunrano.

La diferencia resulta
de una

fundamental Una cosa es contratar la
constru Otra muv distinta
consisfe en transferir durante varias dócadas la conducción

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, clel Diputado Martín Franco Cuevas, reforrnanclo elartículo 15.,

fracción Vlt de la Constitución politica cle Jalisco* Prohibiendo la corrcesiórr o delegacicin a particulares de los

servicios del Agua.
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contratación strativa

En el seøundo. se modifica sustancialmente la forma en due el oronio
Estado cumple una ob constitucional.

Precisamente por ello, la presente reforma propone adoptar un criterio
material.

No interesa exclusivamente el nombre jurídico que reciba un contrato. Lo

verdaderamente relevante consiste en determinar si sus efectos prácticos

producen una sustitución prolongada del Estado en la dirección
estratégica de infraestructura indispensable para garantizar derechos

humanos.

El derecho público contemporáner¡ demuestra que las figuras
contractuales evol ucionan constantemente.

Las concesiones tradicionales dieron paso, en numerosos países, a
asociaciones público-privadas, contratos integrales, esquemas de diseño-
construcción-operación, contratos de desempeño, modelos BOT (Build,

Operate and Transfer), BOOT (Build, Own, Operate and Transfer), DBFO
(Desigrr, Build, Finance and Operate) y, más recientemente, esquemas
como los denominados Construcción, Manteninliento, Rehabilitación y

Operación (CMRO).

cada uno presenta características particulares' sin embarg'1, desde tlna
perspectiva constitucional, la cuestión esencial no consiste en clasificar

técnicamente cada modalidad contractual. Lo relevante es identificar si el

efecto material del instrumento inrplica que un particular asuma, durante

un periodo prolongado, decisiones estratégicas tespecto de

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Ct.levas, reformando elartículo l[5,

fracción Vll de la Constitución Política de jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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infraestructura indispensable para garantizar derechos humanos. Cuando
ello ocurre, la Constitución puede establecer límites materiales destinados
a preservar la rectoría pública.

Ësta técnica normativa no resulta extraña al constitucionalismo

Las constituciones establecen permanentemente límites respecto del

ejercicio del poder público cuando determinados bienes jurídicos poseen

una relevancia superior.

Así ocurre con la prohibición de monopolios.
Con la protección del sufragio.
Con la autonomía municipal,
Con la independencia judicial.

Con los derechos laborales mínimos.
Con la propiedad social.

Todas esas instituciones limitan la libertad de configuración del legislador
ordinario porque el Constituyente estimó que determinados valores debían
permanecer fuera de las mayorías políticas circunstanciales.

La presente iniciativa propone incorporar a esa categoría Ia protecciÓn de

la infraestructura estratégica indispensable para garanlizar derechos
humanos. No porque toda parlicipación privada resulte
constitucionalmente inadmisible, sino porque el control estratégico de

clicha infraestructura constituye una condición necesaria para que el

Ëstado continúe cunrpliendo eficazmente las obligaciones previstas en los

artículos 1" y 4' de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos.

En consecuencia, la reforma no persigue un objetivo económico. Tampoco

responde a una preferencia ideológica sobre modelos de gestión pública.

Su fundamento es estrictamente constitucional.

La presente foja, pertenece a la lniciativa cle ley, del Diputado Martín F:ranco Cuevas, reformando elartículo 15,
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Consiste en preservar el núclec¡ institucional mediante el cual el Estado
garantiza un derecho humano clrya realizacion condiciona el ejercicio de
numerosos derechos adicionales.

Desde esa óptica, la infraestructura hidráulica estratégica adquiere una
naturaleza constitucional distinta a la de otros bienes públicos.

No constituye únicamente patrimonio estatal. Representa una garantia
institucional de la dignidad humana. Por ello, el Poder Reformador
Permanente del Ëstado de Jalisco se encuentra plenamente facultado
para reconocer expresamente esa naturaleza constitucional e incorporar
mecanismos que aseguren su preservación frente a decisiones que,

independienternente de la denominación jurídica utilizada, puedan
comprometer la capacidad futura del Estado para garantizar el acceso
universal al agua.

La protección reforzada de esa infraestructura no limita la modernizacion
del servicio. Por el contrario, establece que toda innovacién tecnológica,
financiera o administrativa deberá orientarse a fortalecer la capacidad
institucional del Estado para garantiz-ar el derecho humano al agua,
preservando en todo momento la rectoría pública sobre aquellos
elementos cuya conducción estratégica constituye una función
indeclinable del poder público. De esta manera, la Constitución Política del
Ëstado de Jalisco avanzaría hacia un modelo de protección institucional
que reconoce que los derechos humanos no sólo se garantizan mediante
declaraciclnes normativas, sino también mediante la preservacién de las
estructuras públicas indispensables para hacerlos efectivos.

IX. EL FEDERALISMO MËXICANO, LA AUTONOMíA
CONSTITUCIONAL DE LOS ËSTADOS Y LA FACULTAD DEL PODER
REFORMADOR DE JALISCO PARA AMPLIAR LA PROTECCIÓN DE
LOS DERECHOS HUMANOS.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 1"5,
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Uno de los argumentos que previsiblemente podrían formularse en contra
de la presente iniciativa consistiría en sostener que el régimen jurídico del
agua corresponde exclusivamente a la Federación por encontrarse
regulado en los artículos 27 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, asícomo en la legislación federal en materia de aguas
nacionales.

Tal afirmación, sin embargo, parte de una premisa incompleta

La presente reforma no pretende modificar el régimen constitucional de
propiedad de las aguas nacionales, ni alterar el sistema de distribución de
competencias previsto por la Constitución Federal. Su objeto es distinto.

Lo que esta iniciativa propone consiste en establecer un nivel reforzado
de protección constitucional respecto de la forma en que el Estado de
Jalisco y sus municipios organizan institucionalmente la prestación de un

servicio público indispensable para garanlizar un derecho humano. La

diferencia no es meramente terminológica, Es una diferencia
cornpetencial.

La propiedad originaria de las aguas nacionales corresponde a la Nación
en términos del a11ículo 27 constitucional. La administración de las
concesiones para su aprovechamiento corresponde a las autoridades
federales. La regulación de las cuencas hidrológicas, de las aguas
nacionales y de los títulos de concesión pertenece igualmente al ámbito
federal. Nada de ello pretende modificarse. Por el contrario, la iniciativa
rec'f,noce plenamente ese marco constitucional. Sin embargo, una
cuestión completamente distinta consiste en determinar quién organiza los
servicios públicos rnediante los cuaies el agua llega diariamente a los
hogares, hospitales, escuelas, centros cle trabajo y comunidades del

Estado cle Jalisco.

En ese ámbito aparece el artículo 1 15 constitucional. Dicho precepto

reconoce expresamente que los municipios tienen a Su cargo, entre otros,

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, refornranCo el artículo 15,
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los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento
y disposición de aguas residuales. No se trata de una competencia
accesoria. Constituye una función constitucionalmente asignada al

municipio mexicano como orden de gobierno.

Ahora bien, ia autonomÍa municipal no significa ausencia de regulación
constitucional estatal. Los municipios existen jurídicamente porque la
Constitución Federal y las constituciones locales les reconocen
personalidad, patrimonio, cornpetencias y formas de organización.

El ar1ículo 1'15 establece las bases generales. Las constituciones estatales
desarrollan su organización institucional dentro del marco previsto por la
Cclrrstitución Federal. Por ello, el Poder Reformador Permanente del
Estado posee plena competencia para establecer principicls

constitucionales que orienten la prestación de los servicios públicos
municipales, siempre que no contradigan el contenido esencial de la

Constitución General de la República.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente
que el federalismo mexicano no constituye un sistema de compartimentos
absolutamente aislados, sino un esquema de distribución competencial
que permite a las entidades federativas desarrollar su propio orden
constitucional dentro del marco fijado por la Constitución Federal.
Ësa autonomía constitucional explica por qué las constituciones locales
regulan materias tan diversas como:

organización de poderes públicos;
derechos humanos adicionales;
mecanisnl<¡s de participación ciudadana;
sistemas anticorrupc;ión ;

órganos constitucionales autónomos;
proced imientos legislativos;
responsabilidades ad min istrativas;
hacienda pública estatal y municipal;

a

o

a

c

a
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protección ambiental,
derechos sociales complementarios

Ninguna de esas regulaciones invade, por sí nlisnna, competencias
federales. Constituyen expresiones legítimas del constitucionalismo local.

ta presente iniciativa se ubica precisamente dentro de ese ámbito. No
pretende legislar sobre aguas nacionales. No modifica títulos de

concesión. No altera facultades de la autoridad federal. No restringe
atribuciones de la autoridad hidráulica nacional. Lo que establece es un
principio de organización constitucional del Estado de Jalisco.

Ese principio consiste en preservar la rectoría pública respecto de la

infraestructura estratégica indispensable para garanlizar derechos
humanos. La competencia parc establecer ese principio deriva
directamente de la facultad soberana del Estado para darse su propia
Constitución, organizar sus instituciones y definir el nivel de protección de
los derechos fundamentales dentro del ámbito de sus atribuciones.

Ësta conclusión ençuentra además respaldo en la reforma constitucional
de derechos humanos de 2011. Ël nuevo artículo 1" modificó
profundamente la relación entre la Federación y las entidades federativas
en materia de protección de derechos humanos. Antes de dicha reforma,
predominaba una visión según la cual los derechos constitucionales eran
definidos casi exclusivamente por el Constituyente Federal" Después de
2011, el paradigma cambió. Todas las autoridades quedaron obligadas a
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.

La consecuencia lógica de ese mandato consiste en reconocer que las
entidacles federativas puecJen desarrollar mecanismos adicionaies de
protección siempre que respeten el marco constitucional nacional. La

Constitución Federal establece un piso mínimo. Las constituciones locales
pueden construir niveles superiores de tutela. Asi ha ocurrido Con

numerosos derechos reconocidos inicialmente por constituciones

La presente fojà, pertenecc a la lniciativa cle ley, del Diputado N4artÍn Ëranco Cuevas, reformando elartículcl 15,
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estatales antes de ser incorporados al texto federal. Ël federalismo
mexicano no impide esa evolución. La favorece. Las entidades federativas
constituyen verdaderos laboratorios constitucionales donde pueden
desarrollarse nuevas instituciones destinadas a fortalecer el sistema
democrático y ampliar la protección de los derechos humanos,

Desde esta perspectiva, la presente iniciativa no representa una invasión
competencial. Constituye un ejercicio legítimo del constitucionalismo local.
Ël Ëstado de Jalisco propone fortalecer la garantía del derecho humano al

agua mediante una decisión de organización institucional que preserve la

capacidad pública para hacer efectivo dicho derecho. No se regula la

propiedad del agua. No se regula su aprovechamiento federal. No se
modifica el régimen concesional previsto por la legislación nacional. Se
regula la manera en que el Ëstado organiza la infraestructura
indispensable para cumplir una obligación constitucional.

Existe además un elernento adicional que refuerzala constitucionalidad de
la propuesta. La presente iniciativa no prohíbe la participación privada en
la economía.' Tampoco impide la contratación de obras públicas. Nc¡

elimina los procedimientos de licitación. No restringe la adquisición cje

tecnología. No prohíbe contratos de mantenimiento. No impide contratar
empresas especializadas. Lo único que establece es que el control
estratégico y la conducción operativa de la infraestructura indispensable
para garantizar derechos humanos deberán permanecer bajo rectoría
pública, cualquiera que sea el instrumento jurídico utilizado para organizar
el servicio. Ësta precisiórr resulta esencial.

La reforma no pretende estatizar actividades económicas. Pretende
constitucionalizar un principio de garantía institucional. Y esa diferencia
modifica completamente el análisis de constitucionalidad.

Ën realidad, el eje de la iniciativa no es el régimen econónrico. Es la

protección reforzada de un derecho hunrano.

La presente foja, pertenece a la lniciativa Ce ley, del Diputado Martín [-ranco Cuevas, refc;rnrando elartículo 15,
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Precisamente por ello, el parámetro constitucional aplicable deja de ser
exclusivamente la libertad económica y pasa a ser el conjunto de

obligaciones estatales previstas en los artículos 1" , 4o y 115 de la
Constitución Federal.

Cuando la Constitución exige al Ëstado garantizar un derecho humano,
resulta jurídicamente válido que el Constituyente Local determine cuáles
son las condiciones institucionales rnínimas que considera necesarias
para cumplir adecuadamente esa obligación.

En cclnsecuencia, la presente reforma ncl reduce competencias federales.
No limita atribuciones municipales. No altera la propiedad nacional de las

aguas. Lo que hace es fortalecer el marco constitucional jalisciense

mediante la incorporación de un principio orientado a preservar la eficacia
futura del derecho humano al agua, dentro del ámbito competencial que la
propia Constitución General reconoce al Estado y a sus municipios.

Ësta interpretación armoniza el federalismo cooperativo, la autonomía
constitucional de las entidades federativas y el principio de progresividad

de los derechos humanos, demostrando que la ampliación de las
garantías constitucionales locales constituye una manifestaciÓn legítima
del pacto federal y no una excepción al mismo.

X. EL DËRECHO COMPARADO COMO FUENTË DE EVOLIJCION
CONSTITUCIONAL EN LA PROTECCIÓru NTI DERECHO HUMANO
AL AGUA.

El constitucionalismo moderno ha dejado de desarrollarse de rlranera
aislada dentro de las fronteras de cada Estado. La creciente interacción
entre los sistemas jurídicos nacionales, el desarrollo del Derecho
lnternaciorral de los Derechos Humanos y el intercambio de experiencias
institucionales han permitido la consolidación de un verdadero diálogo
constitucional entre los países democráticos.

La presente foja, perterrece a la lniciativa de ley, del Diputado Martírr Franco Cuevas, reformando elartículo 15,
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Actualmente resulta común que los tribunales constitucionales, los

órganos legislativos y los poderes reformadores recurran al derecho
comparado para conocer soluciones adoptadas por otros ordenamientos
frente a problemas semejantes.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el derecho
comparado puede constituir un elemento auxiliar de interpretación cuando
permite identificar tendencias internacionales compatibles con los
principios de la Constitución mexicana, Lo mismo ocurre en numerosos
tribunales constitucionales del mundo. La presente iniciativa recurre al

derecho comparado no con el propósito de importar mecánicamente
instituciones extranjeras. Cada país posee una realidad política,

económica, geográfica e institucional distinta. Lo que se busca es
identificar principios constitucionales que permitan fortalecer la protección
del derecho humano al agua dentro del marco jurídico mexicano.

El análisis comparado revela un fenómeno particularmente interesante.
Mientras durante las décadas de los años ochenta y noventa numerosos
países irnpulsaron esquemas de privatización o de amplia participación
privada en la gestíón de servicios públicos esenciales, durante los últimos
veinte años se ha observado una tendencia paralela consistente en
forlalecer nuevamente la rectoría pública sobre aquellos servicios
vinculados directamente con derechos fundamentales.

Este fenómeno ha sido particularmente visible en materia de agua potable.
La razón resulta comprensible. A diferencia de otros sectores econórnicos,
el suministro de agua constituye un nlonopolio natural en la mayoría de

las ciudades. La existencia de nrúltiples redes paralelas de distribución
resulta técnica y económicamente inviable. Por ello, quien operä ia

infraestructura hidráulica controla, en los hechos, el acceso cotidiano de

la pohrlación a un derecho humano indispensable para la vida.

Precisamente esa circunstancia ha llevado a diversos Ëstados a
reconsiderar la manera en que organizan cclnstitucional y legalmente la

prestación del servicio. No existe un único modelo itrternacional. Existen

La presente foja, certenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, reformando el artículo ]"5,
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países que mantienen esquemas predominantemente públicos. Otros
pernriten distintos grados de participación privada. Algunos combinan
ambas modalidades. Sin embargo, incluso entre los modelos más diversos
puede identificarse un denorninador común: el reconocimiento creciente
de que el agua posee una naturaiezajurídica distinta a la de otros bienes
econémicos y que el Estado conserva, en todo monrento, obligaciones
indeclinables respecto de su garantía. Ese reconocimiento se refleja tanto
en reformas constitucionales como en decisiones judiciales y políticas
públicas.

En algunos casos, la protección reforzada se tradujo en la incorporación
expresa del derecho humano al agua dentro del texto constitucional, En

otros, se forlalecieron las obligaciones estatales de supervisión. Existen
también experiencias en las que, después de periodos de operación
privada, los propios gobiernos decidieron recuperar la gestión pública del
servicio al estimar que ello fortalecía la transparencia, la capacidad de
invr:rsión o la rendición de cuentas.

La diversidad de modelos demuestra que la presente iniciativa no pretende
afirmar la existencia de una única solución constitucional válida. to que
sostiene es algo distinto. Afirma que, cualquiera qtre sea el modelo
adniinistrativo adoptado, la protección del derecho humano al agua exige
preservar la capacidad del Estado para dirigir estratégicamente los
sistemas in<lispensables para garantizar su suministro. Desde esa
perspectiva, las experiencias comparadas permiten identificar una
constante. Cuando el agua es reconocida como derecho humano, la
discusión cleja de concentrarse exclusivamente err la eficiencia económica
del servicio. La prioridad pasa a ser la continuidad del abastecirniento, la
calidad del agua, la universalidad del acceso, la protección ambiental, la

transparencia institucional y la capacidad del Estado para cumplir
obligaciones constituc;ionales. Ese canrbio de enfoque resulta
parlicularmente relevante para el Estado de Jaliscc¡.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín f:ranco Cuevas, refr¡rtnando elartículo .1"5,
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La presente reforma constitucional no pretende reproducir literalmente la
legislación de ningún otro país. Tampoco propone copiar modelos
administrativos extranjeros. Su propósito consiste en aprovechar las
lecciones derivadas de experiencias internacionales para fortalecer el
constitucionalismo jalisciense mediante una solución compatible con la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En consecuencia,
los apartados siguientes analizaran algunos de los precedentes
internacionales más relevantes. No se trata de construir un catálogo
exhaustivo. Se seleccionan aquellos Casos que han influido de manera
significativa en la evolución del derec;ho humano al agua y que ofrecen
elementos útiles para comprender la imporlancia constitucional de
preservar la rectoría pública sobre la infraestructura estratégica destinada
a garantizar dicho derecho. Entre ellos destaÇan la reforma constitucional
de Uruguay, la Constitución ecuatoriana de 2008, la evolución
jurisprudencial de Colombia, las decisiones adoptadas en Francia y

Alemania respecto de la gestión del servicio, así como la experiencia
sudafricana en materia de protección judicial del acceso al agua.

Ël análisis conjunto de esos precedentes perrnitirá demostrar que la

presente iniciativa no constituye una reacción aislada frente a

circunstancias locales. Forma parte de una evolución internacional
orientada a reconocer que el agua ocupa una posición singular dentro del
catálogo de los derechos humanos y que, precisamente por esa razón,
merece un nivel de protección constitucional reforzado.

Xl. LA EXPERIENCIA CONSTITUCIONAL DE URUGUAY: EL PRIMER
PA|S DEL MUNDO QUE CONSTITUCIONALIZÓ LA GËSTIÓN
PÚBLICA DEL AGUA.

Dentro del constitucionalismo comparado existe un precedente cuya
importancia resulta extraordin aria para la presente iniciativa. Se trata de la
refbrma constitucional aprobada por la República Oriental del Uruguay
mediante referéndum popular celebrado el 31 de octubre de 2004. Dicha
reforma convirtió a Uruguay en el primer país del mundo en incorporar
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expresamente a su Constitución una cláusula destinada a garantizar que

la prestación del servicio público de agua potable y saneamiento
permaneciera bajo gestión pública.

Ël origen de esa reforma no obedeció únicamente a una discusión sobre
modelos administrativos. Respondió a un debate constitucional mucho
más prclfundo. La sociedad uruguaya se preguntó si el acceso al agua
debía quedar sujeto exclusivanrente a decisiones de politica pública

susceptibles de moclificarse con cada administración gubernanlental o si,
por el contrario, merecía una protecciÓn constitucional permanente

derivada de su condición de derecho humano esencial. La respuesta del

Constituyente uruguayo fue contundente. La Constitución fue modificada
para establecer que el acceso al agua potable y al saneamiento constituye
un derecho humano fundamental y que la política nacional en materia de

aguas y saneamiento deberá basarse en principios de sostenibilidad,
participación social y gestión pública.

Uno de los aspectos más relevantes de dicha reforma consiste en que la
Constitución uruguaya no se limitó a reconocer el derecho humanc¡ al

agua. También incorporó reglas relativas a la forma en que debía
organizarse institucionalmente su prestación, De esta manera, el

Constituyente entendió que el reconocimiento del derecho resultaría
insuficiente si no se protegían tarnbién las instituciones encargadas de
hacerlo efectivo.

La irnporlancia de este precedente para l;r presetrte inir;iativa es evidente.
Dernuestra que una Constitucit:n pue<je legÍtimamente establecer límites
respecto de la orç¡anizaci(ln institucional de un servicio público cuando
éste constituye el vehículo inclispensable: para garantiz.ar un derecno
hunrano. No se trata cle una anom¿alía constitucional. Se trata de una

técnica normativa utilizada por un Estado democrátiûo para refclrzar la

protección de un derecho funclamental.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Lliputatlo tVIartín frl'artccl (-tltlvas, reformando e I artículo 1.5,

fracción Vll de la Constitución Política rle ialisco - Prohibiendo la conce:sión o delegación a particulares de los

servicios de I Agua.

tl7



GOBIERNO
DE JALISCO

PODER
LEGISLATIVO

SEERETARíA
DEL CONGRËSO

NÚMËR

mËpEhJnËNclA_-

Ahora t¡ien, es importante precisar que la realidad constituciorral de

Uruguay difiere de la rnexicana en aspectos relevantes. Uruguay eS un

Ëstado unitario, mientras qtre l\4éxico es una federación; además, sus

textos constitucionales y la distribución de competencias no son

equivalentes. Por ello, la presente iniciativa no pretende trasladar
mecánicamente el modelo uruguayo, sino tomar de él un principio

orientador: que el Constituyente puede elevar a rango constitucional
reglas sobre la organización institucional del servicio cuando ello busca

foftalecer la garantía de un derecho humano. Precisamente esa será la
ruta de la reforma jalisciense. No copiará la Constitución uruguaya.

Construirá una solución propia, conrpatible con el federalismo mexicano,

la autonomía municipal y el blclque de constitucionalidad nacional, percr

inspirada en una idea compartida: la protecc;ión del derecho humano al

agua puede comprender no sólo el reconocimiento del derecho, sino

también la preservación constitucional de las condiciones institucionales
necesarias para hacerlc efectivo.

Xn. LA CoNsTITUCIóN DE LA REPÚBL¡CA DEL ECUADOR Y LA
cONSOLtDActóN DEL AcUA COMo PATRIMoNIO ESTRATÉGICo
DEI.. ESTADO.

La evolución del constituciona!ismo latinoamericano durante las prirneras

décadas del siglo XXI incorporó una visión profundamente innovadora

respecto de la protección de los recursos naturales indispensables para la

vida humana, Entre las reformas constitucionales que mayor influencia

han ejercido en el clerecho comparado destaca la ConstittlciÓn de la
Reptiblica del Ecuador cle 2008, no solamerlte por reconocer

expresamente el derecho humano al agua, sirlo por conferirle una

categoría jurídica clistinta a la de cualquier otro bien económico,

El Constituyente ecuatoriano comprendió que la tuteia del agua no podía

descansar exclusivamente en normas administrativas o en políticas

públicas sujetas a rnodificaciones sexenales. La protección debía elevarse

al máximcl nivel del orden jurídico, incorporando principios constitucionales

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, rlel Drputaclo Martín t:ranco Cuc:vas, reformando elartículo 1-5,'

fracción Vll de la Constitucirin política de Jalisco - Prohibiendo la concclsión o delegación a particttlares de los

servicios dell\gua.

,IÍ,:



GOBIERINO
DE JALISCO

PODER
LEGISLATIVO

SECRETARiA
DEL EONGRESO

NÚMER

aËpHh¡nËNctA-

qUe orientaran permanentemente la actuación de todos los poderes

públicos. Por ello, la Constitución ecuatoriana estableció que el agua

constituye un patrimonio nacional estratégico, de uso público, inalienable,

imprescriptible, inembargable y esencial para la vida. Esta formulación

merece una reflexión parlicular.

El Constituyente no calificó al agua únicamente como un recurso natural.

Tampclco la definió exclusivamente como un servicio público. La elevó a
la categoría de patrimonio estratégico del Ëstado'

Con ello reconoció que deterrninados bienes poseen una relevancia tan

trascendental para la supervivencia de la sociedad que su protección

constitucional debe trascender los carnbios ordinarios de política pública.

La noción de patrimonio estrategico resulta especialmente útil para el

<jesarrollo cle la presente iniciativa. En el derecho público tradicional, el

patrimonio estatal suele entenderse como el conjunto de t¡ietres

pertenecientes a la administración pública. Sin embargo, cuando el

constituyente utiliza la expresión patr,imonio estratégico, el concepto

adquiere una dimensiÓn distinta. Ya no se protege únicamente el valor

económico del bien. Se protege la función constitucional que dicho klien

,Cesempeña dentro del sistema de derechos fundamentales.

L^a irnportancia del agua no radica exclusivantente en su aprovechamiento
material. Su verdadero valor constitucional consiste en hacer posible el

ejercicio de prácticamente todos los derechos vincullados con la vida

digna.

o No existe salud pública sin agua potable.
o No existe alimentación suficiente sin dispclnibilidad hídrica.

o No existe vivienda adecuada cuando el acceso al agua result¡:

incierlo.
o No existe educación en condiciones cle dignidad si las escuelas

carecen de abastecimiento permanente.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, dei Diputaclo Martíil Ët'anr:o Cuevas, reíort'narido elartículo 15,

fracción Vll cle la Constitución Política cle Jaliscct -* Prohibierrdo la concesi<in cr delegaciórl a particulares de los

se rvicios de I Agua.
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Desde esa perspectiva, la Constitución ecuatoriana construyó un modelo
jurídico cuyo eje consiste en reconocer que el agua posee una función

constitucional Superior. No representa únicamente un factor de
producción. Constituye el presupuesto rnaterial para el ejercicio efectivo

de múltiples derechos hurnanos, La presente iniciativa comparte esa
premisa funclamental. Sin embargo, resulta irrdispensable subrayar que el

modelo constitucional ecuatoriano responde a una estructura estatal

distinta a la mexicana. Ecuador es un Estado unitario. México es una

República representativa, democrática, laica y federal'

Por ello, la presente reforma no pretenrle reproducir literalmente las

disposiciones constitucionales ecuatorianas. Lo que retoma es un principio
jurídico de alcance universal: cuando un recurso resulta indispensable
para garanlizar derechos humanos, el Constituyente puede reconocerle
un nivel reforzado de protección constitucional.

Ese principio resulta plenamente compatible con el orden constitucional
mexicano.

La Constitución Ëederal reconoce diversos bienes jurídicos cilya tutela
supera el ámbito patrimonial ordinario. El ar1ículcl 27 otorga una protección

especial a los reÇursos naturales; el artículo 4 reconoce el derecho

humano al agua; el artículo 25 encomienda al Estado la rectoría del

desarrollo nacional; y el artículo 1 impone a todas las autoridacles la

obligación de prclmover, respetar, proteger y garantizar los derechos

humanos.

La iniciativa que se propone para el Estado de Jalisco se inserta
precisamente en esat lógica. No pretende redefinir la propiec'lad del agua.

No mo,lifica el régimen de las aguas nacionales. Lo que l:usca es

reconocer que la infraestructura indispensable para hacer efectivo el

La presente foja, pertenece a la lniciativa de leiy, del Diputadr¡ Martín [::ranco (.uevas, reiornlando el artículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de .lalisco - Prohibiendo la concesión o dele¡¡ación a particulares de los

selrvicirts de I Agua.
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derecho humano al agua posee una naturaleza estrattigica cuya
preservación merece protección constitucional reforzada'

Ëxiste además otro aspecto particularmente relevante en la experlencia

ecuatoriana. La Constitución de 2008 incorporó una estrecha vinculación

entre el derecho humano al agua y la protecciÓn del medio ambiente' El

agua dejó rle concebirse como un recurso aislado. Pasó a formar parte de

un sistema ecológico integral cuya preservación condiciona la

supervivencia de las generaciones presentes y futuras. Esta visión

coincide plenamente con el principio de desarrollo sostenible reconocido

por el derecho internacional ambiental.

La gestión del agua no puede analizarse exclusivamente clescle

parámetros econónlicos. Debe considerar también la conservaciÓn de

cuencaS hidrológicas, acuíferos, ZonaS de recarga, ecosistemas

forestales, biodiversidad y resiliencia climática. Todo ello confirma que la

infraestructura hidráulica no constituye simplemente una obra pública'

Forma parte de una política constitucional de preservación del patrimonio

ambiental y de garantía de rjerechos fundamentales.

Desde esta perspectiva, la presente iniciativa propone que el Estado de

Jalisco incorpore al texto cje su ConstituciÓn un prin<;ipio sernejante,

adaptadcl a las particularidacles del fecleralismo mexicancl: recorrocer que

la infraestructura estratégica destinada a garantizar el derecho humano al

agua constituye urì bien de interés constitucional cuya concjucción

esencial debe permanecer bajo la rectoría pública.

La finalitjad no consiste en inrpedir la innovaciÓn tecnolÓgica rri la
colaboraciórr con sectores especiallizados. El propósito es asegurar que la

organización institucional del servicio responda prioritariamerrte a la

protección del interés general, la sostenibiliclad ambiental, la igualdad

material y la garantía efectiva de un derecho humano cuya satisfacción

condiciona el ejercicio de prácticamente todos los demás clerechos

reconocidos por la Constitución.

[_a presente foja, pertenece a la lniciativa cle le'y, del Diputaclo Martín f:ranco Cuevas, ref'ortrrando el artículo 15,

fracción Vil rle ta Constitución política dc Jalisco * Prohibiendc la concesión o delegación a particuiares cle los

-.;ervic-ir:s de I Agua.
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Así, la experiencia ecuatoriana demuestra que la evoluciÓn cotrstitucional
contemporánea avanza hacia un entendimierrto cadavez más amplio del
agua como elemento estructural del Ëstado Social y Democrático de

Derecho.

La propuesta para Jalisco se inspira en esa evolución, pero la adapta
cuidadosamente al sistema federal mexicano y a las competencias que la
Constitución General reconoce a las entidades federativas.

XI¡'. LA EXPERIENCIA FRANCESA Y EL FENÓMENO
REMUNICIPALIZACIÓru OTI SERVIC¡O PÚBLICO DEL AGUA.

DE LA

Si América Latina ha contribuido al constitucionalismo contemporáneo
mediante el reconocimiento expreso cjel agua Como dereclro humano y
patrirnonio estratégico, Europa ha aportado una experiencia igualntente
relevante desde una perspec;tiva distirrta: la recuperación de la gestión
pública de los servicios de agua por parte de numerosos gobiernos

locales.

Este fenórneno, conocido en la doctrina especializada conì0
rernunici¡:ralización, constituye uno de los procesos más estudiados en

rnateri¿t de acJministracicin pública durante las últimas dos décadas.

Ës importante realizar una precisión metodológica clesde el inicic. La

remutricipalización no demuestra, por sí misma, que toda gestión privarja

sea ineficiente o contrat'ia al interés público. Las experiencias
internaciorrales son heterogéneas y responden a contextos regulatorios,
econónlicos c; institucionales distintos. Lo que sí evidencia e s que diversos
gobiernos, tras evaluar sus circunstancias particulares, conciuyeron que

la gestión pública ofrecía ventajas específicas en materia de

transparencia, control ,<lemocráticc, capaciclad de inversión o alineación
con objetivos de interés gerret'al.

L,a prescrrte fgja, pertr:nece a la lniciatìv¿l ele ley, clel t)iputacio Martín [:ranco Ctlevas, reíormando e I artículo i5,

fracción Vll de la Constitución Polílica cle Jalisco -- Prohibienclr: la r-oncesión o delegaciirn a particulares cle los

servicios del Agua
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En Francia, diversos municipios decidieron revisar la forma en que se
prestaba el servicio de agua potable. Ëntre ellos, el caso de París adquirió
relevancia internacional por la decisión de recuperar la operación pública
del servicio a parlir de 2010, integrándola en una empresa pública
municipal. La decisión respondió a rnúltiples factores debatidos
públicarnente: la búsqureda de mayor transparencia, una mejor
coordinación institucional, el fortalecimiento de la rendición de cuentas y
la posibilidad de reinvertir directamente los excedentes en la ntejora del
servicio y de la infraestructura.

Ël aspecto verdaderamente relevante para la presente iniciativa no radica
en valorar si aquel modelo fue superior a otros. t-o importante es oLrservar
que el gobierno local consideró legítimo recuperar directamente la

conducción de un servicio público estrechamente vincu¡lado con un
derecho fundamental, Ëse precedente demuestra que la gestiótr del agua
no constituye una cuestiórr purarnente mercantil. Es una decisión dr¡
política constitr.¡cional y administrati',,a que puede evolucionar conforme a
las necesidades de cada sociedaC, siempre dentro del rnarco jurídico

corre spondiente.

La experiencia francesa también pone de relieve un e;lemento de enorrne
importancia para el presente proyecto: la transparencia democrática.
Cuando la operación de un servicio público esencial se encuentra ba.io

conducción pública, los mecanismos de control político, fiscalización
parlamentaria, acceso a la información y rendición de cuentas suelen
ejercerse de manera directa respecto cle las autoridacjes responsables.
Ello fortalece la carpacidad cje la ciurcjadanía para exigir resultados, conocer
el destino rJe los recursos públicos y participar en ia evalr-tación clc* les
políticas hídricas.

L.a presente iniciativa no pretencje afirmar qLrc la gestión púbiica coitstituya
la única fórmr,tla posible en todos los contextos, Su plantean'riento es nlás
preciso: cuando se trata de inl'raestructura estratégica indispens;able para
garantizar derechos humanos, el Constituyente puede establecer que la

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputadcr Martírr Franco Cuevas, reÍornrando cl ai'tíc,;lo 15,

fraccicin Vllde la Constitución Política tlc Jalisco - Prohibiencjo la conccjsión o rlelegacirln a particulares cje los

servlcios del A¡¡uil.
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rectoría y el Control estratrígico permanezcan en manos del Ëstado, aun

cuando éste pueda apoyarse en nrec¡lnismos técnicos o contractuales
para desarrollar obras, adquirir tecnología o ejecutar tareas
especializadas.

De esta manera, la experiencia francesa aporta una enseñanza valiosa
para el constitucionalismo jalisciense: la organizacion del servicio público

clel agua no debe analizarse exclusivamente desde la eficiencia
econórnica, sino tambien desde la perspectiva de la legitimidad
democrática, la rendición de culentas, la transparencia y la garantía

efectiva de los derechos humanos.

X¡V. LA EXPERIENCIA ALEMANA
TRANSPARENCIA EN LA GESTIÓN DÊ
ESTRATÉGICA.

Y HL PR¡I.¡CIPIO ÞE
LA INFRAESTRUCT'URA

La experiencia alemana constituyer otro de los referetrtes internacionales
que enriquecen el análisis de la presente iniciativa. A diferencia de otros
países, donde el debate se concentró principalmente en la conveniencia
económica cle determinados modelos de gestión, en Alemania la discusión
adquirió una dimensión eminentemente democrática: el acceso ciudadano
a la información sobre la administración de un servicio público esencial y

el control social de las decisiones relacionadas con la infraestructura
hidráulica.

El caso de Berlín resulta especialrnente ilustrativo. Durant<; la década de

los noventa se estructuró un esquerna de participaciÓn pr¡iv¿da en la

etîpresa encargada del servicio de âguâ: Con el paso del tiempo surgiÓ

un amplio debate públic<l respecto de la confidencialidad de lc.rs contraios,

los mecanismos de supervisión, la transparencia en la toma de decisiones
y el grado de control que detiía corìservar la autoridad pública sobre un

servicio de interés general. La controversia trascendiÓ el árnbito

estrictamente aclministrativo. Se convirtló en utr debate sobre la calidad de

la democracia.

La presente foja, pertenece a l¿¡ lnicìativa cle ley, del Diputado [\4;irtín [:ranco Cuevas, reformando el artículO 15,

fracción Vll de la Constitución Política rir¡ lalisco - Prohibiericlo la concesión o delegación a particulares cie ltls

scrvicios del Agua.
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Diversos sectores sociales sostuvieron que cuando un servicio público

esencial depende de decisiones cuya información no puede ser
plenamente conocida por la ciudadanía, se debilitan los mecanismos
democráticos de control y rendición de cuentas.

Ese proceso condi-rjo a una amplia movilización ciudadana que impullsó

mayores niveles de trattsparencia y, posteriormente, a la recuperación por
parte del Ëstado de la participación accionaria privada en la empresa de

agua.

Más allët de las circunstancias particulares del caso, la experiencia
alemana apofta una enseñanza constitucional de enortne relevancia.

La protección de los derechos humanos no depende únicamente de la
existencia de instituciones públicas. Depende también de que dichas
instituciones permanezcan sometidas a mecanismos efectivos de control
democrático.

Cuando la infraestructura destinada a garantizar un derecho humano se

adrninistra bajo esquemas complejos de largo plazo,la ciudadanía debe
ccnservar la posibilidad real <je conocer cómo se toman las decisiones
estratégicas, cónlo se ejercen los recursos públicos y cuáles son los

criterios utilizados para definir las prioridades del servicio.

La transparencia no constituye únicarnente un principio adrninistrativo.
Representa una garantía constitucional. Forma parte del derecho de

acceso a la información pública, fortalece la rendición de ctlentas y permite

a la socie<jad evaluar el curnplirniento de las obligaciones estatalers en

materia de derechos humanos.

En el contexto del dereclio al agua, la transparencia adquiere una

impcrlancia aúr¡ mayor. La población tiene derecho a conocer la calidad

del agua que recibe.

La presente foja, pertenece a la lniciativa cle ley, del Di¡rutado Martí;'r [iranco Cuevas, reformando e I artículo l-5,

fracción Vll tle la Constitucicin Política de Jalisco -^ Prohibiendo la conccsión o rielegaci(rn a pattir-uiares'Jc k:s

servicios cJcl Agua.
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Di.:Lre tener íicceso ¿ì información sobre inversiones, rnantenimierlt<1,

progranìas de arnpliaciótr rJe cobertura, pórclirias físicas, eliuencia
ope:rativa y mecattismos de proteicciórt ambiental.

Asirriismc¡, resurlta indispensable que las decisiones relacionadas con ia
infraestructura estrategica permanezcan sujetas al esc;rutinio democrático
de los órganos representativos y de la sociedacl.

l-ia piesente iniciativa consider¿ì que esa exigencia se fortalece cuando el

Estado conserva la rectoría; pública sobre la conducciórr estratégica del

sisterna hidráuliccl.

Ng porcue eilo elinrine automáticamenle toCos los problemas Ce gestión,

sino pc,r'eue p;"eservä plenamente la r<lsponsabilicl¿rd cortctittrcional de las

autoridacles frente a ia ciudacjanía y t'acilita el funci,¡narrrientc cle los

nreÒanislllOs clê r;ontrol previstos en el orden juri'í<1ic;o mexicano.

l-;l lecciórr quc ofrectl la experiencia alr¿rnana ¡lr:etie rcsunlirse en r-¡na itlea

fundanient¿rl: la gestión de un servicicr vinculado cori derechos hutnt;rnos

debê diseÍi¿¡rse de nianera q,.te ¡naxirnic;e la transparencia, ia rerrdición de

l:ue¡ntas y ei control dernor;rátir;o.
[:se principio irts¡:ir; tanritión la pi'esente reÏclrnra con:stittlcicnal.

}iV, ËI. DF.RËGHO INTHRNATIOI{AL DE L(iS PERT:C[{OS ¡.ILJIVI,&Nü$

Y l*A COI{SûLlnAclÓÌ.i nFL r:ErnücÍ{Ö t{utoll,qNct ¡l.L A.Gtj¡\.

[rf recorrr,:cirrrientt: constitr-tr;ion¿¡l <Jel cierecl'io ltt.¡m¿inc¡ al agur.l etr llcixic¿¡

rìcr cor'i:;iittrye un ienórnens aislac'ir:. Forrtla parte rle uiril {}velt¡¿:it-''ti

proç¡rêt;iria <jel Dcrer;ho Internacional rJe lr¡s íJere:clrcs f'lurn¿¡nori, cuyo

¡:ro¡ró:itc ll¡a sicjo afirrn¿lr que el üûce$cr al agua pclteible y ai sarrecir-¡ientü

i:lrrstiiuye r-llla conc:lición indisperisabie para la virla ciigne': y p.lt'ct cìrl

ejc rcicio efr-:ctivo ct e mú ltiples d ereclrol; funda nlerlta les'

La preserrtg foja, perte¡gcrl ¡ ia tniciativ¡ clc lcy, dcl i)i¡rutado lMartíit f:¡'¡lnct¡ (.r.rev¿rs,, ríll'ûitrliìïititl ¿l ;lt'íit,lt; :l li,

servicilr:; rJcl Agua- 
,.iì . .
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Tras la reforma constitucional de 10 de junio de 2011 , el artÍculo '1' de ia
Constitución Política de los Estados Unidr:s Mexicanos transformÓ

profundamente el sistema jurídico nacional al disponer que todas las

personas gozarân de los derechos humanos reconocicj<¡s tanto en la

propia Constitución como en los tratados internacionales de los que el

Ëstado mexicano sea parte. Esta disposición produjo un catnbicl de

paradigma. Los derechos humanos dejaron de interptetarse

exclusivamente clesde el derecho interno. Las autoridades mexicanas
quedaron obligadas a tomar en consideración el desarrollo del derecho

internacional y la interpretación realizada por los Órganos especiali:'-ados

en la rlateria.

[:n el caso específico del derecho al agua, uno de los instrumentos

interpretativos de mayor relevancia es la Observación General Nc,. '15 del

Cornité de Derechos Ëconómicos, Sociales y Culturales de las Naciones

Unidas. Aunque las observaciones generales no constituyen tratados

internacionales, representan interpretaciones autorizadas del alcance de

las obligaciones derivadas del Pacto lnternacional de Derechos

Económicos, Sociales y Culturales y han sido utilizadas comc) referentes

interpretativos por numerosos tribunales naciotrales e internacionales.

La Observación General No. 15 parte de una afirmación categórica. Ël

derecho humano al agua constituye un derecho indispensable para vivir

dignamente y una condición ¡rrevia parâ la realiz-aciön de ctros derechos

humanos. Ësta afirmación posee profurrdas inrplicaciones

constitucionales. Significa que el agua no constituye un derecho aislado.

Ës un clerecho habilitante. Hace posible el ejercic;io efectivo riel derecho ¿t

l¿l saluci, a la alirnentación, a la viviencla adercuacla, a un medio ambiente

sano, a la educaciÓn Y, en términos generale;s, al libre desarrollo Oe la

persclnalidad.

La Observación General identifica adernás diversos elcmentos esenciales

que los Estados deben garantizar:
. tJisponibilidad suficiente;

[.a presente foja, per"tenece a la lniciatir¡a de li:y, clel Diputado fViartín l:ranco Ci.tevas, reformanclr: el artícr:lc' 15,

fracción Vll de la Constitución política rle Jalisco -- Prohibienclo l¿l concesión o delegaci<'rn a partictllares de los

servicios clclAgua.
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calidad adecuada;
salubridad;
accesibilidad físic;a ;

accesibilidad económica;
no discriminación;
acceso a la información.

Estos componentes cJemuestran que el derecho humano al agua no Se

satisface únicamente mediante la existencia de una red de distribuciÓn.

Requiere políticas públicas permanentes, infraestructura suficiente,

instituciones tecnicas, supervisión sanitaria, planeación de largo plazo y

mecanismos eficaces de rerrdición de cuentas. Precisamente por ello, el

Derecho lnternacional impone a los Ë.stados tres grandes obligaciones.

. La obligación de respetar.

" La obligación de proteger,
r ! la obligación de garanlizar.

Esta riltima resulta especialmente relevante para la presente iniciativa.

Garantizar implica organiz.ar el aparato estatal de manera que todas las

personas puedan acceder efectivamente al derecho. No basta Çon

abstenerse de impedir el acceso al agua. El Estado debe construir las

condiciones institucionales que hagan posible su suministro permanente,

suficiente, seguio y universal. Esta obligación coincide plenamente con el

concepto clesarrollado en capítulos anteriores respecto de las ç¡arantías
institucionaies.

El derecþo internacional no exige únicamente reconocer derechos. Exige

preservar las capacidades públicas necesarias para hacerlos efectivos. En

Çonsecuencia, la orgarrización institucional cle los servicios relacionados

con el agua rJeja de ser una cuestión purarnente aclministrativa. Se

convierte en un componente cle la obligación internacional del Estado

mexicano de garantizar derechos humanos. La presente iniciativa se

inscribe precisanrente clentro de esa lógica. No pretende sustittlir las

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado N4artín Franco Cuevas, refr¡rmalrdo elartículo llj,

fracción Vll de la Constituci(rn política cle Jalisco - Prohibiendo la concesión o cleleg,ación a particulares de los

servicios cJe I Agua.
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obligaciones internacionales del Ëstado^ Busca fortalecer su cumplinliento
mediante el establecimiento de una protección constitucional reforzada

respecto de la infraestructura estratégica irrclispensable para hacer

efectivo el derecho humarro al agua.

Esta interpretación resulta plenamente compatible con el principio pro

persona previsto en el ar1ículo 1' constitucional. Cuando existen varias

interpretaci<¡nes posibles sobre la organización institucional de un derecho

humano, debe preferirse aquella que ofrezca la mayor protección a las

personas y preserve con mayor eficacia la capacidad del Estado para

garantizar dicho derecho. Desde esa perspectiva, la presente reforma
constituciclnal constituye una manifestación del principio de progresividad.

No restringe derechos.
No limita competencias constitucionales. 

.

No reduce facultades de los municipios.
Pr¡r el contrario, fortalece el conjunto de instituciones mediante las cuales

el Estado de Jalisco cumple sus obligaciones derivadas tanto de la

Constitución Fecieral como del Derecho lnternacional de los Derechos

Humanos.

XVt. EL pRtNCtptO DE PROGRES¡VIDAD Y LA PROHIBICIÓN DÉ

REGRESTVTDAD COMO PARÁMETROS DE oRcANlzAcléN
¡NSTITUCIONAL DEL DERECHO HUMANO AL AGUA.

La reforrna constitucional en rnateria de clerechos humanos ptrblicada el

10 cle junio de 2011 transfor"mó de manera definitiva el nlodeio

constitucional mexicano, A partir de dicha refornla, el artículo 1' de la
Constitución Pc¡lítica de los Estados Unidos Mexicanos dejo de concebir

los derechos humanos únicamente como prerrogatirras exigibles frente al

Estado y pasó a configurar un r,,erdadero sistema constitucional cle

obligaciones permanentes para todos los ¡roderes públicos, Ëntre esas

obligaciones destaca una cuya trascendencia resulta determinante para lil
presertte iniciativa: el principio de r:rogresividad.

La presente foja, pertenece a la lniciaiiva de ley, del Diputado Ma¡"tín Ëranco Cuevas, refot'matrdo el artículo 15r,

fracción Vil tJe la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares rje los

serrricios del Agua.
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Dicho principio representa uno de los pilares sobre los cuales descansa el

moderno Estado Constitucional de Derecho. Su finalidad consiste en

asegurar que el nivel de protección alcanzado por los derechos humanos
se forlalezca gradualmente mediante la actuación legislativa,

adrninistrativa, presupuestaria y jurisdiccional de las autoridades, evitando
retrocesos injustificados que disminuyan las condiciones materiales para

el ejercicio efectivo de dichos derechos.

La progresividad no constituye una simple orientación política. Es un

mandato constitucional. Su observancia vincula al Poder Ejecutivo, al

Poder Legislativo, al Poder Judicial, a los organismos constitucionales
autónomos, a los rnunicipios Y, en general, a todas las autoridades que

integran el Ëstado mexicano.

Desde esa perspectiva, la protección del derecho humano al agua ncl

puede analizarse únicamente desde la existencia formal del

reconocimiento previsto en el artículo 4' constitucional.

Debe examinarse también desde las condiciones irrstitucionales mediarlte
las cuales ese derecho se hace efectivo.

La obligación cle garantizar derechos hurnanos comprende
necesariamente el deber de fortalecer progresivamente las capacidades
institucionaies que permiten satisfacerlos. Fllo significa que el análisis
constitucional no debe limitarse a <Jeterminar si existe o no una red

l"ridráulica. Debe preguntarse además si el diseño institucional fortalece cl

<jebilita la capacidad pública para asegurar que toclas las personas reciban

aguä suficiente, Salubre, aceptable, físicamente accesible y asequible.

La presente iniciativa parte precisamente de esa premisa. Ël principio de

progresividad no solamente protege el contenido normativcl de los

derechos. Protege también los mecanismos mediante los cuales dichos

derechos son garantizacJos por el Ëstado.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputario Martírr [:ranco Cuevas, refcrrnancio ei artículo 1.5,

fracción Vlt de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.

60



GOBIERT{O
DE IALISCO

PODER
LEGISLATIVO

SECRËTARIA
DEL CONGRËSO

NÚMER

AËPHNÞËþIÇIA-

No tendría sentido ampliar constitucionalmente el catálogo de derechos
humanos mientras simultáneamente se debilitaran las instituciones
encargadas de hacerlos efectivos.

Por ello, la evolución constitucional debe entenderse como Lln proceso

integral. Los derechos avanzan en la medida en que avanzan también las

capacidades públicas destinadas a garantizar su ejercicio.

En consecuencia, la organización institucional de los servicios públicos

esenciales adquiere una dimensión constitucional.

Cuando una determinada infraestructura constituye el soporte
indispensable para la realización de un derecho ltumano, las decisiones
relativas a su conducción estratégica dejan de pertenecer exclusivarnente
al ámbito de la conveniencia administrativa. Pasan a fortnar pañe del

conjunto de condiciones necesarias para el cumplimiento de obligaciones
constituciorrales,

Ahora bien, el principio de progr^esividad encuentra su complemento
natural en la prohibición de regresividad.

La doctrirra internacional ha sostenido reiteradamente que ias medidas
que impliquen una disminución del nivel de protección alcanzadcl por un

derecho humano deben someterse a un escrutinio constitucional
especialmente riguroso. Ëllo no significa que toda modificación
instituciolral constituya, por sí misma, una medida regresiva. [-as

administraciones públicas deben conservar capacidad para innovar,
modernizar procedimientos, incorporar nuevas tecnologías y rnejorar
continuamente la prestación de los servicios públicos. Sin embargcl,

cuando una reforma institucional pueda corìrprolrteter la capacidarj del

Estadcl para garanlizar un derecho humano, corresponde al legislaclor

analiz.ar cuidadosamente si dicha modificación resulta cornpatible con el

principio de progresividad previsto por el artículo 1' constitticional,

La presente foja, pertenece a la lnir:iativa de ley, del Diputado fVlartín Franco (-'utìtras, refc¡rmando elartícr-rlo 1"5,

fracción Vll de la Constitucitin Politica de Jalisr:o - Prohrbiendo la concesión o delegaciÓlr a particulares dr: los

servir;ios del Agua.
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La presente iniciativa no parte de la premisa de que todo esquema de

colaboración con particulares sea necesariamente contrario al principio de
progresividacl. Llna afirmación de esa naturaleza sería jurídicamente

insostenible, Existen múltiples árnbitos en los cuales la participaciórr

especializada de particulares fortalece la capacidad estatal para cumplir
sus funciones.

Lo que esta reforma propone es un criterio constitucional diferente.
Sostiene que la conducción estratégica de la infraestructura indispensable
para garanlizar derechos humarros constituye un núcleo instituciclnal cuya
preservacién fortalece la capacidad penrìanente del Estado para cumplir
las obligaciones derivadas del artículo 1" constitucional.

Desde esa perspectiva, la protección reforzaCa que Se propone incorporar
a la Constitución Política clel Estado cje Jalisco representa una medida de

desarrollo progresivo.

,/ No restringe derechos previatriente existentes
,/ No limita el acceso al agua.
,/' No disminuye competencias constitucionales.
,/ No afecta la autonomía municipal.

Por el contrario, fodalece las condiciones institucionales mediarrte las

cuales el Estado puede garanlizar de manera continua el ejercicio del
derechc humano al agua.

El prirrcipicl de progresiviclad adquiere erdemás una dimensión temporal.
Las decisiones constitucionales deben evaluarse no solamente respecto
cle sus efectos inmediatos, sino también considerancjo su impacto sol:re
las generaciones futuras.

La capacidad institucional qtre hoy preserve el Ëstado será la que permita

responder mañana a fenómenos como el crecimientcl urbano ac;eierado,

La presente foja, pertenr¡ce a la lniciativa,Je lcy, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, refornranci,r el artículo 15i,

fracción Vll cle la Constitución Política de Jalisco "- Prohibic¡nclo la concc:;ión o de'iegacicin a particttiare.s de los

scrvicios dcl i\gua.
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la presión sobre los acuíferos, ei cambio climático, la disminución de la
disponibilidad hídrica, los eventos hidrometeorológicos extremos y las
nuevas exigencias derivadas del desarrollo económico y demográfico.

En ese sentido, la reforma propuesta constituye una política constitucional
preventiva. Su finalidad consiste en forlalecer, desde el ¡;resente, la
capacidad institucional que requerirá el Estado para garantizar el dereclro
hurnano al agua durante las próximas décadas.

El principio de progresividad obliga precisamente a ello. No basta con
conservar las instituciones existentes, Debe procurarse que evolucionen
de manera permanente para ofrecer niveles cada vez mayores de
protección a los derechos humanos.

La incorporación constitucional del principio de protección reforzada de la
infraestructura estratégica representa una manifestación concreta de esa
obligación. No responde a una coyuntura administrativa específica,
Constituye una decisión estructural del Focjer Reformador Permanente
orientada a consolidar urr modelo de Ëstado que preserve las capacidades
institucionales indispensables para garantizar uno de los derechos más
elementales reconocicJos por el orden constitucional mexicano.

Por ello, la presente iniciativa estima que la progresividad de los derechos
humanos no solamente exige ampliar el contenido normativo de los
dereclros fundamentales. Exige también fortalecer progresivamente las
instituciones, la infraestructura, los mecanismos de control democrático y
las capacidades públicas mediante las cuales dichos derechos se
convierten en una realidad cotidiana para toclas las personas.

Asíentendido, el principio de progresividacl deja de ser una regla abstracta
de interpretación constitucional, Se transforma en un tnandato cJe

organización institucional dirigido a preservar la eficacia futura ciel Ëstado
Social y Democrático de Derecho.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de k:y, del Diputado Martírr Franco Cut.vas, refornlar¡c.lo ei artículcr 1.5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de lc's

servicios cle I Agua.

63



GOBIERNO
DE JALISCO

PODER
LEGISLATIVO

SECRETARíA
DËL CONGRESO

NÚMË

NËPENDËNCIA-

XVI¡. ËL PRINCIPIO DE PRECAUC!ÓN CONST¡TUCIONAL Y LA
pRoreccróru oe Los DEREcHoS HUMANoS FRENTE A RlESGos
ESTRUCTURALES.

Uno de los rasgos distintivos del constitucionalismo contemporáneo
consiste en abandonar una visión exclusivamente reactiva de la función
del Estado para adoptar un enfoque preventivo respecto de la protección
de los derechos humanos.

Durante buena parte del siglo XX, las instituciones jurídicas fueron
diseñadas para responder a violaciones ya cc¡nsumadas. Las

constituciones establecían mecanismos de reparación, responsabilidad y
sanción una vez producido el daño. Sin embargo, la evoluciótr del derecho
internacic¡nal, del derecho ambiental y de la teoría constitucional ha
demclstrado que existen determina<jos bienes jurídicos cuya importancia
exige adoptar medidas preventivas arites de que el daño ocurra.

Esta lcigica dio origen al cienominado principio de precaución, inicialmente
<jesarrollado en materia ambiental y posteriormente proyectado hacia
otros ámbitos clel Cerecho público. Su idea central consiste eÍì que, cuando
estárr en juego bienes jurídicos esenciales para la vida cl la dignidad
humana y existe incerlidumbre razonable sobre la magnitud de

<jeterrninados riesgos, las autoridades pueden adoptar rnedidas
orientadas a prevenir afectaciones graves o irreversibles, siempre que

tales medidas Sean proporcionales, razonables y respetuosas del orden
constitut;ional.

La preserrte inic;iativa considera que este razonamiento puede proyectarsr>

legítimarnente al ámbito de la organización instituci<¡nal del derecha
Irumano al agua. No porque exista una presunción general de que

determinaclos modelos adnrinistrativos sean incompatibles con l¿t

Corrstitución, sino porque el agua constituye utr bien cuya importancia
estratégica exige que el Poder Reformador analic;e preventivatnente

cuáles son las condiciones institucionales más adecuadas para garantizar

[.a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, cJel Diputado iVlartín F:ranco Cuevas, refornrando eiartículo 15,

fracción Vll de la Co¡stitución Política de Jaiisco - Prohibierrdo la concesirin o cleli:gación a pat'ticulare,s cle ios

servicios del llgua.
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su disponibilidad permanente en beneficio de las generaciones presentes
y futuras.

El principio de precaución constitucional no irnplica legislar desde el temor.
lmplica legislar desde la responsabilidad, Supone reconocer que la
Constitución no debe limitarse a resolver los conflictos del presente, sino
prever mecanismos que permitan al Ëstado enfrentar con mayor fortaleza
los desafíos del futuro.

Las transformaciones derivadas del cambio clirnático, la creciente presión
sobre los recursos hídricos, la expansión de las zonas metropolitanas, la
contaminación de cuerpos de agua y el increnrento constante de la
dernanda constituyen fenómenos ampliamente documentados por Ia

comunidad científica y por los organismos internacionales.

Ante ese panorama, fortalecer constitucionalmente la rectoría publica
sobre la infraestructura estratégica destinada a garanTizar el derecho
humano al agua representa una medida orientada a preservar la
capacidad institucional del Estado para responcjer eficazmente a

escenarios de creciente complejidad.

No se trata de impedir la evclución aclministrativa, Se trata de asegurar
que dicha evolución nunca comprometa el cumplimiento de una obligación
corrstitr.rcional cuyo destinatario final es la persona humana.

Las constituciones más sólidas son aquellas que logran anticipar los
grancles desafíos históricos antes de que éstos produz-can consecuencias
irreversibles.
Ese es, precisamente, el propósito de la presente reforma constitucional.

XVIII. EL AGUA COMO DERECI"IO HUMANüO Y NO CÕMO
MËRGANCíA: LA DISTINCIÓN CONST'TUC¡ONAt ENTRE VALOR
ECOI{ÓM¡CO Y VALOR SOCIAL.

La preserrte foja, pertenece a la lniciativa de ley, <1el Diputado MartÍn Franco Cueva.s, retìlrrlranclo e I artículo 15,

fracción Vllde la Constitución Política de.Jalisco-- Prohibiendo la concesir5n o iìelergacitin a particulares de los

ser:vit.ios dcl /tguir.
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Uno de los grancles desafíos del corrstitucionalismo contemporáneo

consiste en establecer límites clarr¡s entre aquellos bienes que pueden

legítimamente incorporarse a las dinámicas económicas del mercado y

aquellos cuya naturalez-ajurídica exige una protección reforzada debido a

sur relación directa con la dignidad humana.

[-a evolución histórica del Ëstado moderno demuestra que no todos los

bienes poseen la misma relevancia constitulcional.

Existerr bienes cuyo valor principal deriva de su utilidad económica.

Otros, en carnbio, poseen una dimensión social, colectiva y existencial que

impide reducirlos exclusivanrente a criterios de rentabilidad.

Ël agua perlenece indiscutiblemente a esta segunda categoría.

Ello no significa desconocer cìue la gestión hidráulica requiere recursos

econórnicos, planeación financiera, inversión tecnológica, admitristración
profesional y mecanisfftos eficientes de operaciÓn. Significa reconocer que

el valor económico del agua no puede desplazar su valor superinr cofilo
condición indispensable para la vida.

La diferencia entre ambas dimensiclnes resulta fundamental. Cuando un

bien esencial eS analizado exclusivamente desde una perspectiva

econórnica, la lógica predominante tiende a orientarse hacia criterios corno

rentabilida<J, recuperación de inversión, reclucción de costos y generación

de utilidades. Todos esos elenrentos pueden ser relevantes dentrc¡ de

deternrinados procesos administrativos. Sin ernbargo, tratándose cJel agua
potable, dichos criterios no pueden convertirse en el parárnetro pt'incipa!

para c.leterminar las clecisiones públic¿¡s. La razan es ccltrstitucionalmente
evidente: Ef adua es inrfisnen.sable porùue tønaa valor ômtco.

1/ ore ¿re tÍta un va n

social v ambiental suDenor

La presente foja, perìenece a ia lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, refr¡rmando elartículo i5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prol'ribienclo la concesión o iJelegat:ión a particullres de los

servicios del Ag;tri:.
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Esta distinción ha sido reconocida progresivamente por el Derecho
lnternacional cle los f)erechns þlumanos.

La Resolu cion î,41292 aprobada por ia Asamblea General Ce las Naciones
Uni<jas el 2B de julio de 2010 reconoció expresarnente el derecho humano
al agua potable y al saneamiento Como un derecho esencial para e.:l pleno

disfrute de la vida y de todos los derechos humanos.

Este reconocimiento internacional modificó profundamente la manera en
que los Ëstados deben interpretar sus obligaciones. El agua dejó <1e ser
considerada únicamente un servicio sujeto a criterios adrrlinistrativos.
Pasó a reconocerse Como un derecho Cuya satisfacción itnpotte
r:bligaciones positivas a las autoridades públicas.

En consec;uencia, cualquier modelcr de organizacion institucional debe
evaluarse cjesde una pregunta constitucional fundamental:

¿Fortalece o debilita la capacidad clel Estado para garantizar

efectivarnente ese rierechr¡?

Êse debe ser el criteric¡ rector. No basta con analizar si una determina<ia
mo<jalidacl contractual genera inversión. Debe examinarse si preserva la
capacidad pública de asegurar continuidad, calidad, accesibilidad,
equidad y sostenibilidad.

La experiencia internacional dernuestra que cuando los servicios
relacionados con derechos hurnanos $e estructuran bajo esquertras
predominantemente orientados pot incentivos económicos, pueclen surgir
tensiones entre la lóç¡icar empresarial y la obligación estata! de

universalidad.

Una ernpresa prirrada responde naturalmente a objetivos legítimcls propios

de Su naturaleza: eficiencia financiera, reCUperación de costos,

sostenibilidad econónrica y generación de beneficios.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputadcl Martíi'r Ëranco,Cuevas, reftlrnìando ci artículr:15,

fraccirin Vll de la Constitución Poiítica de .lalisco - Prohibiendo la concersión rl deiegacíón a particr"tlares de los

servicios dei /igua.
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El Ëstacjo, en cambio, posee una obligación constitucional distinta

Debe garanlizar derechos.
Debe atender desigualdades.
Debe proteger a quienes tienen menor capacidad económica.
Debe asegurar que ninguna persona quede excluida del acceso a bienes
indispensables para la dignidad humana.

Esta diferencia explica por qué deterrninados servicios públicos poseen

una naturaleza especial. No porque la participación privada sea siernpre
negativa, sino porque el Estado no puede renunciar a su responsabilidad
constitucional última.

La obligación de gararÍizar derechos humanos es indelegable. Las
autoridades pueden apoyarse en particulares para realizar determinadas
activi<lades.

Pueden contratar tecnolog ía.

PuecJen adquirir bienes
Pueden recibir asistencia técnica.
Puederr celekrrar instrumentos administrativos compatibles con el interés
público.
Pero no nueden transferir la abilidad constitucional de
asedurar due un clerecho hurnanö sea efectivo Dara todas /as
personäs.

La presente irriciativa parte precisanrente de esa distinciÓn

No pretende afirnlar que toda colaboración con parliculares sea contraria
al orden constitucional.

La presente loja, pertenece a la iniciativa de ley, de I Diputado Martírt t:ranco Ctte:vas,, rel'ornlantjo e I artír:ulo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibicrrdo la concrrsión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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Lo que establece es que existen ámbitos estratégicos en los cuales el
Estado debe conservar la dirección, supervisión y control esencial debido
a la naturaleza del derecho involucrado.

Ël agua constituye uno de esos ámbitos

Cuando una decisión administrativa permite que un particular controle
durante periodos prolongados aspectos esenciales de la operación de un
sistema hidráulico metropolitano, el análisis constitucional ne puede
limitarse a la naturaleza formal del contrato.
Debe considerar sus efectos reales.

Debe preguntarse:

¿ Quién decide las prioridades de inversión?
;.Quión determina las estrateqias de mantenimiento?
i Quién define los criterios operativos fundamentales?
¿Quién responde ante una emergencia sanitaria?
; Quién uarantiza el suministro en zonas con menor rentabilidad
economica?

ién asume la res onsabilidad ítica frente
usuarios?

Ëstas preguntas revela'n la verdadera dimensión constituciclnal del
problema. Ël debate no gira únicamente alrededor de quién opera
técnicamente una infraestructura. Gira alrededor de quién conserva la
responsabilidad estratégica sobre un elemento indispensable para la vida
colectiva.

Por ello, la presente reforma propone incorporar al texto constitucional del
Estado de Jalisco un principio de protección reforzada:

Los elementos estratégicos vinculados directamente con la garantía de
derechos humanos no pueden quedar sujetos a esquemas jurídicos que

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, de I Diputado Martín f:rattco Cuevas, refornrando e I artículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegacicin a particulares de los

servicios delAgua.
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impliquen la transferencia permanente o prolongada de su control esencial
a intereses particulares.

Este principio busca evitar que bienes constitucionalmente vinculados con

la dignidad humana sean tratados bajo una lógica exclusivamente
mercantil.

Busca proteger el interés general.
Busca fortalecer la responsabilidad democrática.
Busca garantizar que las generaciones futuras reciban Un sistema
hidráulico administrado bajo criterios de sustentabilidad, equidad y justicia

social.

El agua es un bien económico.
Pero antes que ello es un dereclro humano

Ël agua puede tener precio porque requiere infraestructura, mantenimiento
y operación. Pero Su acceso no puede depender exclusivamente de la

capacidad económica de las personas.

El Estado puede cobrar tarifas razonables para sostener el servicio.

Pero no puede transformar el acceso a un derecho fundamental en una
relació n exclusivamente comercial.

La diferencia entre ambas visiones define el modelo constitucional que una
sociedad decide construir,

Una visión considera el agua como un servicio susceptible de

ad m i n i strarse bajo pará metros pred om i na ntemente eco nómicos.

Otra reconoce que, por encima de cualquier consideración financiera,
existe una obligación constitucional superior: garantizar que toda persona
pueda acceder al elemento indispensable para vivir dignamente'

La presente foja, pertenóce a la lniciativa cle ley, del Diputadr¡ Martín Franco Cuevas, refornralrdo el artículo L5,

fracción Vtl de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiencio la concesión o delegaciótr a particulares de los

servicios del Agua.
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La presente iniciativa adopta esta segunda visión, no como una postura
ideológica, sino como una consecuencia lógica del artículo 1"

constitucional, clel artículo 4' constitucional, del principio de dignidad
humana y de los compromisos internacionales asumidos por el Estado
mexicano.

XIX. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA LA GESTIÓN
PRIVADA DE DERECHOS HUMANOS ESENCIALES CUANDO
IMPLIQUE PÉRDIDA DE RECTORíA PÚBLICA.

El Estado Constitucional contemporáneo enfrenta una pregunta
fundamental:

¿Existen determinados ámbitos cuya conducción estratégica debe
permanecer necesariamente bajo responsabilidad pública debido a su

relación directa con los derechos humanos?

La respuesta que ofrece esta iniciativa es afirmativa

No porque el Estado deba monopolizar toda actividad relacionada con la

prestación de servicios públicos, sino porque existen funciones cuya
naturaleza constitucional exiç;e preservar una responsabilidad pública
directa.

La historia constitucional demuestra que los Ëstados democráticos han
establecido línrites respecto de determinadas materias consideradas
esenciales para la comunidad.

La seguridad pública.
La impaftición de justicia.
La furnc;ión legislativa.
La protección de derechos funclarnentales
La ad rrrinistración electoral.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vllde la Constitución Política de Jalisco.- Prohibiendo la concesión o tJelegación a particulares de los

servicios del Agua.
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No son actividades que puedan abandonarse completamente a intereses
particulares porque implican responsabilidades inherentes al poder
público.

El agua, cuando se analiza desde la perspectiva del derecho humario
reconocido co nstituciona I mente, co m parte u na ca racte rística esencia I co n

esas materias: Su adecuada garantía constituye una obligación directa del
Estado frente a la persona.

La presente iniciativa propone reconocer constitr,rcionalmente que la
infraestructura estratégica necesaria para garantizar derechos humanos
forma parte de ese núcleo de responsabilidades públicas inclelegables.

XX. EL FENÓMENO DË LA GENTRIFICACIÓI.I NíONICA Y EL AGUA
COMO FACTOR DE JUSTICIA SOCIAL, ORDENAMIEN'TO
TËRRI'TORIAL Y PROTECCIÓN CONTRA EL DESPLAZAMIENTO
INDIRECTO.

El constitucionalismo conternporáneo enfrenta nuevos desafíos que no se
limitan a las formas tradicionales de vulneración de derechos humanos.

Durante décadas, la afectación de derechos fundamentales fue analizada
principalnlente desde actos directos de autoridad: una prohibición, una
sanción, una privación, una restricción expresa. Sin embargo, la evolución
del derecho público ha demostrado que existen formas rniás complejas de
afectaciórr social.

Algunas decisiones institucionales, econ(lmicas o territoriales pueden
producir consecuencias indirectas que, sin constituir formalmente una
expulsión de persorìas, generan condiciones materiales que obligan a
determinados sectores de la población a abandonar los espar:iris donde
históricamente harr desarrollado su vida.

[.a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, refortrlatrrj<.1 elartícuk:115,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

:;crvicio:; c1cI t\gua.
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Ëste fenómeno ha sicjo estudiado principalmente desde la perspectiva

urbana bajo el concepto de gentrificación.

Tradicionalnlente, la gentrificación se ha asociado con procesos mediante
los cuales zonas urbanas con determinadas características estratégicas
experimentan transformaciones económicas que elevan el valor del suelo,

modifican la composición social del territorio y provocan el desplazamiento
gradual de habitantes originales que ya no pueden sostener los costos
asociados al lugar donde viven,

La gentrificación no siempre ocurre mediante una acción directa de

desalojo.

Ccln frecuencia opera a travrås de mecanismos indirectos

I ncremento del valor inmobiliario.
Aumenb cle costos de servicios.
Modificación del uso del suelo.
Transformación de infraestructura.
Cambios en patrones de inversión pública
Desplazamiento económico progresivo.

Dentro tle esta conrpleja realidad urbana comienza a adquirir relevancia
un fenómeno particularmente sensible:
La relación errtre disponibilidad de agua, infraestructura hidráulica y

tra nsfo rrnación territo ria l.

El agua constituye uno de los factores determinantes para el desarrollo
urtrano. Las ciudades crecen alrededor de sistemas hidráulicos capaces
de sostener vivienda, comercio, industria y servicios. La existencia o
ausencia de infraestructura hidráulica rnodifica el valor estratégico de los

territorios. Una zona con disponibilidad permanente; <je agua, redes
suficientes y servicios adecuados incrementa su atractivo eccnómiccl.

t-a presente foja, pertenece a la lrriciativr de lr:y, del Diputado Martín'[:ranco Cuevas, reforrnarldo el artíctrlo 15,

fracción Vll tle la Constitucicin Politica de Jalisco *-Prohibienclo la conr:esión o delegación a part;culares rle los

servicios dcl Agua.
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Una zona con restricciones, deficiencias permanenies o incertidumbre
respecto del suministro puede perder valor habitacional y generar
procesos de abandono.

Esta realidad permite advertir un riesgo constitucional que debe ser
considerado. El control estratégico del agua no sólo tiene consecuencias
sobre el consumo cotidiano. También puede influir en la configuración
económica y territorial de las ciudades. Por ello, la política hidráulica debe
permanecer vinculada a principios constitucionales de igualdad, justicia

social, desarrollo urbano sostenible y protección de derechos humanos.

La presente iniciativa incorpora esta preocupación desde una perspectiva
preventiva, No se sostiene que toda deficiencia hidráulica tenga como
finalidad producir desplazamientos territoriales. Tampoco Se afirma que

cualquier participación privada en materia hidráulica genere
automáticamente procesos de especulación inmobiliaria. Una afirmación
de esa naturaleza carecería de sustento jurídico. Lo que sí resulta
constitucionalmente relevante eS reconocer que, cuando Un recurso
esencial para la vida urbana adquiere una dimensión estratégica, su

administración debe sujetarse a controles públicos suficientes para

impedir que decisiones sobre infraestructura básica sean utilizadas en
perjuicio de comunidades determinadas.

La experiencia internacional demuestra que la planeación urbana y la
gestión del agua no pueden analizarse como materias independientes. La

expansión de las ciudades depende necesariamente de la disponibilidacl
de recursos hídricos. Por ello, las decisiones relativas a nuevas líneas de

conducc;ión, ampliación de redes, mantenimiento de infraestructura o

priorización de inversiones poseen también una dimensión territorial.

Una decisión temente técnica sobre infra ctura l'¡idráulica
prafundos.Puede de

reciben rrollo urbano. Puede ínfluir en la ubicacion de nuevas

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado N¡lartín Franco Cuevas, reformando elartículo L5, .

fracción Vtl de la Constitución Política <je Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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beneficiar o periudicar comu nidades comoletas.

Precisamente por ello, la rectoría pública sobre los sistemas hidráulicos
estratégicos constituye también una garantía de justicia territorial.

El Estado no solamente debe garanlizar que exista agua. Debe garantizar
que la distribución del acceso al agua responda a criterios de igualdad,
necesidad social, sustentabilidad ambiental y planeación democrática.

Dejar exclusivamente bajo criterios de rentabilidad económica decisiones
relacionadas con infraestructura hidráulica estratégica podría generar
incentivos incompatibles con la obligación constitucional de garantizar
derechos humanos,

Una lógica estrictamente económica podría favorecer inversiones donde
exista mayor capacidad de pago, mayor rentabilidad o mayor expectativa
de valorización inmobiliaria. Sin embargo, el Estado Social y Democrático
de Derecho exige precisamente lo contrario:

Que las decisiones públicas consideren prioritariamente las necesidades
de quienes enfrentan mayores condiciones de vulnerabilidad. El derecho
humano al agua tiene una dimensión igualitaria. No puede depender del
valor económico del territorio donde una persona vive.

No puede existir un modelo doncle las zonas con mayor capacidad
adquisitiva reciban mejores condiciones de acceso mientras comunidarjes
h istó ricamente ma rg i nad as e nfrerttan restriccio nes perma nentes.

La Constitución exige que el agua sea administrada como un elemento de
cohesión social y no como un factor de profundizacion de desigualdades.
Desde esta perspectiva, la presente iniciativa propone que la rectoría
pública sobre la infraestructura estratégica del agua sea entendida
también como una herramienta de protección urbana y territorial.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín [:ranco Cttevas, reformando el artículo 1.5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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El Ëstado debe conservar capacidad suficiente para planear
integralmente:

dónde se requiere ampliar infraestructura;
qurá comunidades necesitan atención prioritaria;
cómo enfrentar periodos de sequía;
cómo distribuir inversiones púbiicas;
cómo garantizar el acceso equitativo;
cómo proteger zonas vulnerables.

t-a pérdida de esa capacidad estratégica podría limitar la posibilidad del
Estado de corregir desigualdades territoriales existentes o prevenir nuevas
fornras de exclusión. Por ello, la protección constitucional propuesta
adquiere una dirnensión adicional. No solamente protege el derecho
individual de cada persona a recibir agua. Protege también la estructura
social y territorial que permite que las ciudades se desarrollen bajo
principios de igualdad.

Ël agua no debe convedirse en un mecanismo de selección económica del
territorio. No debe utilizarse como una herramienta que determine quién
puede permanecer y quién debe abandonar una zona determinada. No

debe transformarse en un elemento de exclusión urbana.

La Constitución debe anticipar estos riesgos

Ël derecho humano al agua debe interpretarse de manera amplia,
incorporando no sólo el acceso físico al recurso, sino tatnbién las
condiciones sociales, económicas y territoriales que pernriten ejercerlo de
manera efectiva. Por ello, la presente reforma propone fortalecer la
rectoría constitucional del Ëstado sobre aquellos elementos estratégicos
cuya administración puede incidir directamente en la realizaciótr de

derechos humanos fundamentales.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reforrnarldo elartículo 1"5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco * Prohlbiendo la concesión o delegaciórr a particulares de los

servicios del Agua.
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La protección del agua es, al mismo tiempo
Protección de la salud.
Protección del medio ambiente.
Protección del territorio.
Protección de la vivienda.
Protección de la igualdad.
Protección de la dignidad humana.

Ën consecuencia, preservar el control público estratégico sobre la

infraestructura hidráulica no constituye únicamente una decisión
administrativa.

Constituye una medida constitucional orientada a impedir que un derecho
humano esencial pueda convertirse en un instrumento de exclusión,
desigualdad o desplazamiento social.

XXI. EL AGUA COMO ELEMENTO DE SOBERANIA LOCAL,
AUTONOMíA MATERIAL DEL ESTADO Y CAPACIÐAD
INSTITUCIONAL PARA GARANTIZAR DERECHOS HUMANOS.

El concepto tradicional de soberanía estuvo históricamente asociado con
la capacidad del Estado pera ejercer autoridad sobre un territorio
determinado, mantener el orden jurídico interno y preservar su
independencia frente a otros poderes externos.

Sin embargo, la evolución del Estado constitucional dernocrático ha
clemostrado que la soberanía posee tambien una dimensión material,
Un Estado no es plenamente soberano únicamente porque cuenta con
institucíones formales.

Debe poseer la r;apacicJad efectir¡a para curnplir lals onligiaciones que
justifican su existencia.

[-a soberanía contemporánea implica capacidad de garantizar clerechos

La presente foja, perterrece a la lniciativa dc ley, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, reformar¡dr; e! artículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesirin o <jelegación a particulares de los

servicios clel AgL¡a.
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lrnplica contar con instituciones suficientes para proteger la vida, la salud,
la seguridad, el medio ambiente, la alimentación y todos aouellos
elementos indispensables para que las personas puedan desarrollar su
prclyecto de vida con digrridad.

Desde esta perspectiva, el agua constituye un elemento esencial de
soberanía institucional, No porque el Estado deba apropiarse de un
recurso que Çonstitucionalmente perlerìece a la Nación, sino porque la
capacidad pública para garanfizar su acceso representa una condición
indispensable para la autonomía real de cualquier comunidad política.

Un gobierno que no tiene capacidacl para asegurar el suministro de agua
potable a su población ve limitada urra cle sus funcir)nes constitucionales
más básiças.

La dependencia absoluta respecto de decisiones externas, intereses
económicos particulares o estructuras contracturales que reduz-can la

capacidad de conclucciórr pública purede afectar la autonomía ntaterial
necesaria para cumplir obligaciones constitucionales.

'Por ello, la protección de la infraestructura hidráulica estratégica debe
comprenderse como una expresión contemporánea de soberanía
democrática.

No se trata de una soberanía entendida como aislamiento. Por el contrario,
los Ëstados modernos colaboran permanentemente con sectc,res
privados, instituciones acad<imicas, organisrnos internacionales y aciores
sociales.

[-a soberanía constitucional no impicle la colaboración. [-o que exige es
conservar la capacidad última de decisión respecto de aquellos elementos
indispensables para garantizar derechos humanos. La <jiferencia es
fundamental.

[-a preserrte fója, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, reforrnando el artícuio "[5,

iracción Vll de la Constitucióri Política de.lalisco - Prohibientjo la cclncesión o dele¡1ar:ión a pai'ticulare.s de los

se rvicios del Agua.
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Un Estado puede contratar servicios especializados sirr percler su
capacidad constitucional, Pero un Estado que transfiere de manera
prolongada la conducción estratégica de sistemas indispensables para
garantizar derechos humanos puede debilitar su propia capacidad
institucional.

Ëse riesgo adquiere parlicular importancia en materia hidráulica

Los sistemas de agua potable poseen características que los distinguen
de otros servicios públicos:

requieren inversiones de largo plaz-o;

dependen de infraestructura compleja ;

involucran decisiones técnicas con efectos sociales amplios;
condicionan la salud pública;
tienen impacto directo en la planeación urbana;
resultan inclispensables para la activiclad económica;
afectan la calidad de vida de millones de personas.

Por ello, la gestión del agua no puede analiz-arse exclusivarnente como
una actividad admirristrativa ordinaria. Constituye una función estratégica
del Ëstado,

El concepto de función estratégica no significa que toda actividad
relacionada con el agua deba ser realizada directamente por servidores
públicos. Significa que el Estado debe conservar la capacidad de orientar,
decidir, supervisar y responder frente a la sociedad respecto de los
aspectos esenciales del sisterna. Ësta distinción resulta particularrnente
irnportante frente a modelos contractuales de largo plaz-o.

En las últimas décadas, diversos sistemas jrtrídicos han desarrollado
instrumentos destinados a incorporar inversión privada, tecnolcgía o
capacidad operativa especializada en servicios públicos.

La plese nte foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, reforrnando el artículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibienclo la concesión o delegación a particulares cje los

servicios del Agua.
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Algunos de estos instrumentos pueden resultar útiles cuando se diseñan
adecuadamente. Sin embargo, desde una perspectiva constitucional, el
análisis debe ir más allá de la denominación jurídica del mecanismo
utilizado.

Un contrato denominado asociación, colaboración, prestación integral,
operaciÓn especializada o cualquier otra fórmula administrativa debe
evaluarse conforme a sus efectos reales. La pregunta constitucional
fundamental debe ser: ¿El Estado conserva la capacidad efectiva de cJirigir
estratégicamente el sistema y garanlizar el derecho humano involucrado?
Si la respuesta es negativa, el problema no se encuentra en el nombre del
instrumento, Se encuentra en la pérdida de capacidad institucional.

Por ello, la presente iniciativa propone incorporar al constitucionalismo
jalisciense una categoría jurídica nueva:

ELEMENTOS E INFRAESTRUCTURA ESTRATEGICA PARA LA
GARANTíN OE DERECHOS HUMANOS

Esta categoría permitiría reconocer que determinados bienes, sisternas e
instalaciones públicas poseen una relevancia constitucional especial
debido a que constituyen el medio rnaterial indispensable para garantizar
derechos fundamentales.

Dentro de esta categoría podrían encontrarse, entre otros:

infraestructura hidráulica destinada al sunrinistro de agua potable;
sistemas esenciales de saneamiento;
infraestructura sanitaria ind ispensable;
instalaciones críticas para protección civil;
determinados sistemas energéticos cuando estén vinculados con
derechos fundamentales;
infraestructura tecnológica indispensable para servicios públicos
esenciales.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 1-5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibicndo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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El propósito de esta categoría constitucional no sería crear una propiedad
especial distinta a la prevista por el orden jurídico vigente. Su finalidad
sería establecer una protección institucional reforzada. Así como la
Constitución protege la autonomía municipal porque reconoce su
importancia para el federalismo mexicano, o protege la independencia
judicial porque reconoce su importancia para el Ëstado de Derecho,
también puede proteger determinadas infraestructuras porque reconoce
su importancia para la garantía efectiva de los derechos humanos. Ësta
innovación constitucional permitiría superar una visión limitada del
patrimonio público.

Tradicionalmente, los bienes públicos harr sido analizados desde una
perspectiva económica:

¿;A quién peftenecen?

¿Cuánto valen?

¿Cómo pueden administrarse?

La visión propuesta incorpora una dirnensión adicional

¿Qué derechos dependen de ellos'/
¿Cuál es su función constitucional?
¿Qué consecuencias tendría perder el control estratégico sobre ellos?

Ëse cambio de perspectiva resulta indispensable en el siglo XXl. La
infraestructura pública ya no puede evaluarse únicamente por su valor
económico. Debe evaluarse por su función constitucional.

Una planta potabilizadora no es imporlanie sc¡lamente porque representa
una inversión millonaria. Ës importante porque permite que miles o
millones de personas ejerzan diariamente un derecho humano.

l-a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, relormando elartículo 1.5,

fracción Vll de la Constitución Política de.Jalisco - f)rohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua,
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LJna red hidráulica no es trascendente únicamente por l<¡s kilómetros de

tubería que contiene. Es trascendente porque conecta al Estado con la
vida cotidiana de sus habitantes.

Una presa no es relevante sólo por su capacidad de almacenamiento. Lo

es porque garantiza seguridad hídrica para generaciones presentes y
futuras.

Bajo esta lógica, la presente reforma propone fortalecer la Constitución
Política del Estado de Jalisco mediante el reconocimiento expreso de que
los elernentos estratégicos vinculados con derecl'tos humanos deben
permarìecer sujetos a principios reforzados de rectoría pública,

transparencia, control democrático, sostenibilidad y protección del interés
general.

Esta protección constitucional no busca impedir la cooperación. Busca
garantizar qr-re toda cooperación tenga como límite y finalidad última el

cumplimiento de los cjerechos humanos.

El Estado puede rec;ibir apoyo.
Puede contratar.
Puede innovar.
Puede moderniz-ar.
Pero nunca puede renunciar a su responsabilidad constitucional

La garantía de los derechos humanos constituye una obligaciÓn
permanerrte e indeclinable. Esa es la razon fundarnental por la cual la

presente iniciativa propone elevar la protección del agua y de la

irrfraestructura hidráulica estratégica al máximo nivel trormativo del Estado
de Jalisco. Porque proteger el agua es proteger la capacidad del Hstado
para cumplir su función esencial: garantizar la digniclad hurnana.

La presente tbja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martírr Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política cle Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particularcs de los

servicios del Agua.
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XXII. LA OBLIGACIÓN DEL ESTADO DE CONSERVAR LA RECTORíA
ESTRATÉG¡CA SOBRE LOS SERVICIOS PÚBLICOS VINCULADOS
CON DERECHOS HUMANOS.

Ël Estado constitucional contemporáneo no se define únicamente por los
límites que impone al ejercicio del pocler público. También se define por
las obligaciones positivas que asume frente a la sociedacJ. La evolución
del constitucionalismo moderno abandonó la idea de que la función estatal
debía reducirse exclusivamente a garanlizar libertades irrdividuales
mediante abstenciones de la autc¡ridad.

La experiencia histórica demostró que la igualdad formal resulta
insuficiente cuando las personas carecen de las condiciones materiales
indispensables para ejercer sus derechos. Por ello surgió la concepción
del Estado Social y Democrático de Derecho, bajo la cual las instituciones
públicas tienen el cleber permanente de crear, organizar y preservar las
condiciones necesarias para que los derechos reconocidos
constitucionalmente sean una realidad efectiva.

El agua representa uno de los ejemplos más claros de esta
transformación. Durante mucho tiempo, el suministro de agua potable fue
analizado principalmente como un servicio priblico cuya finalidad consistía
en satisfacer una necesidad colectiva mediante infraestructura
adnrinistrativa.

Actualmente, esa visión resulta insuficiente. El agua es reconocida comr:
un derecho humano funclamental y, por consecuencia, la prestación del
servicio mediante el cual se garantiza su acceso debe inter"pretarse a la
luz de las obligaciones constitucionales y convencionales que vinculan al

Estado mexicarro.

Esto produce una consecuencia jurídica trascendental

["a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cucvas, rr'lforrnando el artíct¡lo 1.5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o rlelegacirin a particulares de los

servir;ios del AgLra.
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La autoridad pública no solamente administra un servicio. Garantiza un

derecho. Y cuando el Estado garantiza un derecho humano, adquiere una

responsabilidad constitucional reforzada.

1. La diferencia entre prestación auxiliar y transferencia de rectoría

La presente iniciativa parle de una distinción jurídica fundamental que

debe quedar claramente establecida:

No toda participación privada dentro de un servicio público implica una
pérdida de rectoría estatal. Pero tampoco toda participación privacJa puede

considerarse constitucionalnrente neutral.

El elemento determinante no es la presencia o ausencia de particulares.
El elemento determinante es quién conserva la capacidad real de decidir
sobre los aspectos estrategicos del sistema. Esta diferencia permite

distinguir entre dos escenarios jurídicamente distintos.

Prinrer escenario:
El Estado conserva la conducción estratégica del servicio y recurre a
parliculares para actividades auxiliares, técnicas o especializadas.
En este supuesto, la autoridad pública mantiene:
. la definición de políticas públicas;
. la planeación de largo plazo',

" la determinación de prioridades sociales;
. la supervisión permanente;
. la capacidad de modificar decisiones;
. la responsabilidad política frente a la ciudadanía.
La participación privada funciona corno un instrulmento auxiiiar de la

administración pública.
La rectoría pernlanece en manos del Estado.

Segundo escenario

l-a presente foja', pertenecr¿ a la lnir.iativa cle ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prolribiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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Ël Estado entrega a un particular, durante periodos prolongados,
facultades sustanciales de operación, mantenimiento, rehabilitación,
administración técnica o toma de decisiones sobre infraestructura
indispensable para garantizar derechos humanos.
En este supuesto, aunque formalmente pueda conservarse la titularidad
pública del servicio, materialmente puede producirse una transferencia de
la conducción estratégica.

La diferencia entre ambos escenarios no es meramente administrativa. Ës

constitucional. Porque en el segundo caso puede generarse una
separación entre quien toma decisiones esenciales y quien posee la

obligación constitucional de garanlizar el derecho humano,

El ciudadano continúa reclamando al Estado. Pero las decisiones
determinantes pueden encontrarse condicionadas por relaciones
contractuales de largo plazo.

Esta situación plantea un problema clesde la perspectiva del Estado
constitucional: La responsabilidad pública no puede separarse
completamente de la capacidad efectiva de decisión.

Un Estado obligado a garantizar un derecho humano debe conservar los

instrumentos necesarios para cumplir esa obligación.

2. La rectoría estratégica como elemento esencial de la garantía de
derechos humanos

La rectoría estratégica no debe entenderse como la operación coti<jiana
de ca<la conìponente técnico del sistema.

Un Estado moderno puede apoyarse legítimamente en especialistas,
empresas tecnológicas, instituciones académicas y proveedores

especializados. La rectoría estratégica implica algo distinto. Significa
conservar la capacidad constitucional para <jefinir el rumbo del sistema.

La presente foja, pertenece a la lniciativa <Je ley, del Diputado Martín [:ranco Cuevas, relormando cl artícuio ]"5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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lncluye, entre otros elementos

a) Planeación integral
Ël Ëstado debe determinar las necesidades presentes y futuras de la

población, considerando crecimiento urbano, cambio climático,
d isponibilidad h íd rica y desarrollo territorial.

b) Priorización social
La distribución del agua no puede depender exclusivamente de criterios
econórnicos. Debe responder a principios de igualdad, justicia social y
protección de grupos vulnerables.

c) Control sanitario
El Estado debe conservar capacidad efectiva para garanlizar que el agua
cumpla con los estándares de calidad necesarios para proteger la salud
pública.

d) Capacidad de respuesta ante emergencias
Sequías, contaminación, fallas estructurales, fenómenos naturales o crisis
sanitarias requieren decisiones inmediatas que no pueden quedar

subordinadas a intereses distintos del interés público.

e) Supervisión y modificación de políticas
La autoridad debe tener capacidad real para corregir deficiencias, catnbiar
estrategias y adoptar medidas urgentes cuando el intertás gerreral lo exija.

Ëstos elementos integran la esencia <je la obligaciórr constitucional de
garantizar derechos hunranos. Por ello, la pérdida de rectoría estratégica
no representa únicamente una mcldificación administrativa. Puede
representar una disnlinución de la capacidad constitucional del Estado.

3. El principio de responsabilidad pública indelegable

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado tVlartín f-ranco Cuevas, reformando eiartículu 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - ProhiLriendo la concc.sión o delegaciólr a particulares de los

servicios del Agua.

B6



GOtsTET{NO
DE JALTSCO

PODET{.
]-]]GISLATIVO

SËÇRETARíA
MHt CONGRESÕ

Uno de los principios centrales de esta iniciativa consiste en reconocer que

los derechos humanos pueden ser garantizados mediante diversos
instrumentos administrativos, pero la responsabilidad constitucional última
permanece siempre en el Estado.

Este principio deriva directamente del artículo 1o de la ConstituciÓn

Federal. Las autoridades tienetr la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos. El texto constitucional no

establece que dicha obligación pueda trasladarse definitivamente a

particulares. La participación privada puede complementar la acción
estatal. Pero no sustituirla. La razon es sencilla: Los particulares

res¡ronden principalmente frente a relaciones jurídicas privadas o

contractuales.

El Estado responde frente a la Constitución y frente a la sociedad. La

persona titular del derecho humano no mantiene una relación de igualdad
contractual con quien administra un sistema esencial. Existe una relación
constitucional de garantía. Por ello, cuando un servicio se encuentra
vinculado directarnente con un derecho humano, la autoridad pública debe
conservar la capacidad suficiente para asegurar que el interés general
prevalezca sobre cualquier otro interés legítimo.

4. El agua como límite constitucional frente a modelos de largo plazo
que comprometan la capacidad pública

Los rno<lelos administrativos contemporárrec¡s han desarrollado
instrumentos contractuales cada vez- más complejos y de mayor clur¿lción.

Entre ellos se encuentran esquemas que involucran
. construcción;
. financiamiento;
" operación;
. rnantenimiento;
. rehabilitación;

[.a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, <Jel Diputado lVlartírl Franco Cuevas, rtl formando elartículo 1"5,

fracción Vll tje la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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ad ministración integral;
recuperación de inversión mediante pagos plurianuales

Ëstos instrumentos pueden tener utilidad en diversos sectores. Sin
embargo, cuando se aplican a infraestructura vinculada con derechos
humanos, requieren un análisis constitucional reforzado. La razon es que
la duración contractual puede modificar la capacidad futura del Estado
para tomar decisiones.

Una administración DUede cambiar.
Las necesídades socia/es pueden cambiar"
La tecnoloqía puede evolucionar.
Los esce narios ambienta nueden transformarse.
Pero un contrato celebrado duran te varias décadas puede limitar la
canacidad institucional de resnuesta"
La Co n stitu c i ó n d e be p rote g e r p rgs i s a m e nte e s a. c a p-a c i d a d-f utu ra.

Ël Poder Reformaclor no legisla únicamente para la administración
presente. Legisla para las generaciones futuras. Por ello, la presente
iniciativa propone establecer una regla constitucional preventiva:

Los instrumentos jurídicos utilizados por el Estado para garantizar
derechos humanos no podrán procjucir como consecuencia la pérdida de
la rectoría estratégica pública sobre los elementos indispensables para

hacerlos efectivos.

5. La rectoría pública como garantía democrática

Filralmente, existe una dimensión democrática que no pueCe ser ignclrada,
Los servicios vinculados ccln derechos humanos requieren no solamente
eficierrcia técnica. Requieren legitiinidad democrática. La ciucjadanía rlehe
poder iclentificar con claridad quién tiene la responsabilidad de tomar
decisiones fundamentales.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, t'e l'ormando el ariículo 15ì,

fracr:ión Vll de la Constitución Política de Jalisco.- Prohibie ndo la concesión o delegación a particulares de los

servicios clrtl Agua.
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Debe existir una autoridad políticamente responsable ante la sociedad
Debe existir posibilidad efectiva de control parlamentario.

Debe existir rendición de cuentas.
Debe existir transparencia.

La rectoría pública garantiza precisamente esa conexión entre ciudadanía
y poder democrático. Cuando un derecho humano depencle de

infraestructura estratégica, la democracia exige que la población conserve
mecanismos efectivos para exigir cuentas sobre su funcionamiento.

Por ello, la presente iniciativa sostiene que la protección constitucional de

la rectoría estratégica del Estado no constituye una limitaciÓn al desarrollo
económico.

Constituye una garantía democrática

Es la forma mediante la cual el Estado asegura que los bienes
indispensables para la dignidad humana permanezcan orientados por el

interés general,

XXIII. LA NECESIDAD DE INCORPORAR EN LA CONSTITUCION DE

JALISCO EL PRINCIPIO DE NO CONCESIONABILIDAD DE LOS

DËRECI{OS HUMANOS ËSENCIALES Y DE LOS ELËMENTOS
INDISPENSABI.ES PARA SU GARANTíA.

ta evolución del constituciorialismo contemporáneo demuestra que los

derechos humanos no pueden protegerse únicamente mediante
declaraciones generales. El reconocimiento nornrativo de un derecho
constituye un primer paso indisperrsable, pero resulta insr-lficiente si el

Estado no cuenta con las herramientas institucionales necesarias para

hacerlo efectivo.

La historia constitucional enseña que muchos derechos iniciaimente

reconocidos como principios generales requirieron posteriormente el

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, rlel Diputâdo Martítt [:ranco Cuevas, re[ormando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o clelegaciórr a particulares rje los

servicios del Agua.
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establecimiento de garantías específicas para evitar que su ejercicio
quedara sujeto a decisiones políticas, económicas o administrativas que
pudieran debilitar su contenido esencial.

La libertad de expresión necesitó garantías frente a la censura,
El debido proceso requirió independencia judicial.
Los derechos electorales necesitaron organismos especializados.
El derecho a la salud demandó sistemas públicos capaces de prestar
servicios médicos.
De la misma manera, el derecho humano al agua exige no solamente una
declaración constitucional, sino también la preservación de las

condiciones institucionales indispensables para garantizarlo.

La presente iniciativa parte de una premisa fundamental: Lqg-dqrechos
humanos no pueden ser obieto de concesión nordue no constituven
b i e n e s p atri m o n i a I e s d i s p o n i b I e s peL! e-a çtto rld a d.

Ël Estado puede organizar las formas administrativas mediante las cuales
presta servicios públicos.
Puede establecer mecanismos téctricos de colaboración.
Puede recurrir a instrumentos jurídicos para mejorar infraestructura,
i ncorpora r tecnolog ía o forta lece r capacid ades o perativas.
Pero no puede transferir la titularidad constitucional de su obligación de
garanlizar d e rechos h u manos.
La diferencia entre administrar un servicio y garanlizar un derecho
constituye el núcleo de esta reforma.

1. La concesión administrativa y sus límites constitucionales

La concesión administrativa y otros esquemas jurÍdicos similares
constituyen una figura tradicional del derecho público mediante las cuales
el Estado permite que particulares pañicipen tetnporalmente en

actividades cuya titularidad originaria corresponde al poder público.

Históricamente, esta figura ha sido utilizada en diversos sectores:

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reforn¡ando elartículo 15,

fracción Vllde la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la r:oncesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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a

transporte;
telecomunicaciclnes;
infraestructura;
aprovechamiento de bienes públicos;
servicios especializados.

Su existencia dentro del orden jurídico mexicano resulta plenamente

reconocida. Sin embargo, la concesión no puede interpretarse como una

autorización general para transferir cualquier función estatal. Su utilización
encuentra límites derivados de la propia Constitución.

Ëxisten materias donde el Ëstado corìserva una responsabilidad directa
debido a la naturaleza de los bienes jurídicos involucrados. La razÓn es

constitucional: No todas las actividades púkllicas poseen la, misma

importancia.

Cuando una actividacJ está directamente relacionada con la garantía de

derechos humanos, el análisis jurídico debe incorporar estándares
superiores de protección. La pregunta no debe ser únicamente: ¿Puede el

Estado contratar o corrcesionar determinada actividad? Debe preguntarse:

¿Puede hacerlo sin comprometer su obligación constitucional de

garanlizar derechos?

Ese es el límite que esta iniciativa busca establecer

2. Los derechos hulnanos no son mercancías disporlibles para el

mercacio

Uno de los principales desafíos del cc¡nstitucionalismo actual cotrsiste en

evitar que deterrninados derechos fundamentales sean reducidos a una

relación exclusivamente económica.

La existencia de tarifas, costos operativos o mecanismos financieros no

transforma un derecho humano en una mercancía.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín f:ranco Cuevas, reformando el artícul<l 15,

fracción Vll de la Constitución política de Jalisco-- Prohibiendo la concesión o delr:gación a particularcs de los

servicios rJel Agua.
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Ël agua tiene costos.
La infraestructura hidráulica requiere inversión.
La operación técnica necesita recursos.
Pero ello no modifica su naturaleza constitucional.
La persona no accede al agua porque pueda adquirir un producto
comercial.
Accede porque posee un derecho reconocido por la Constitución.
Ël Estado no actúa como un simple proveedor.
Actúa como garante.

Esta diferencia produce consecuencias jurídicas importantes. Cuando un

bien constituye un derecho humano, las decisiones relacionadas con su

administración deben estar subordinadas a principios constitucionales
superiores:

universalidad;
igualdad;
accesibilidad;
no discriminación;
sostenibilidad;
continuidad;
protección de grupos vulnerables

Un modelo exclusivamente basado en criterios económicos puede
desconocer estas obligaciones si no cuenta con una conducción pública
suficientemente fuerte. La Constitución debe impedir que la lógica de
rnercado desplace la lógica de derechos.

3. El principio constitucional de indisponibilidad del núcleo esencial
de los derechos humanos

La teoría constitucional contemporánea reconoce que los derechc¡s
fundamentales poseen un contenido esencial.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares rle los

servicios delAgua.
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Ese núcleo esencial representa aquella parle del derecho que no puede
ser eliminada, vaciada o condiciclnada de manera que pierda su eficacia.

El legislador puede desarrollar derechos
Puede establecer procedimientos.
Puede organizar instituciones.
Puede definir políticas públicas.
Pero no puede destruir las condiciones básicas que permiten ejercerlos

Tratándose del dereclro humano al agua, el núcleo esencial comprende
necesariarnente:

acceso suficiente;
disponibilidad permanente;
calidad adecuada;
igualdad de acceso;
protección frente a interrupciones arbitrarias;
existencia de instituciones responsables de garantizarlo

Por ello, la infraestructura indispensable para hacer efectivo ese derecho
posee una relación directa con su contenido esencial. Sin infraestructura
hidráulica funcional, el derecho existe únicamente como declaración.
La protección constitucional debe abarcar entonces tanto el derecho como
los medios institucionales indispensables para realizarlo.

4. La prohibición constitucional como mecanismo preventivo

La presente reforma propone establecer una prohibiciórr constitucional de

carácter preventivo. Su finalidad no es esperar a que ocurra una afectaciÓn
irreversit¡le, Su finalidad es evitar que una estructura jr-rrídica ¡lueda
generar, en el futuro, una pérdida de capacidad institucional del Ëstado.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diprrtado Martín Franco Cuevas, reforrnando el artícr.tlo 1"5,

fraccíón Vll de la Constitución Política rje Jaliscct - Prohibiendo la concesión o delegación a parlicularr:s <je los

scrvicios cJr:l Agua.
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La experiencia comparada demuestra que muchos ¡rroblemas
relacionados con servicios públicos esenciales aparecen después de
largos periodos contractuales.

Cuando una administración pública desea modificar políticas, ampliar
cobertura, reducir desigualdades territoriales o responder ante
emergencias, puede encontrarse limitada por compromisos jurídicos
previamente adquiridos.

Por ello, la Constitución debe establecer límites claros desde el inicio

La regla propuesta no pretende prohibir toda colaboración con
parliculares. Pretende impedir que esa colaboración produzca un efecto
constitucionalmente incompatibie: La sustitución del Ëstado como garante
últirno de un derecho humano.

5. El principio de rectoría pública reforzada sobre derechos humanos
esenciales

La presente iniciativa propone incorporar al texto constitucional del Estado
de Jalisco un principio denominado: Rectoría Pública Refclrzada sobre
Derechos Humanos Esenciales. Ëste principio tendría como finalidad
establecer que, cuando un servici<l público constituya el medio
indispensable para garanlizar un derecho humano reconocido
constitucionalmente, el Estado deberá conseryar la dirección estratégica,
supervisión efectiva y capacidad decisoria suficiente para asegurar su

cumplimiento.

Ën consecuencia

. no podrárr establecerse mecanismos jurídicos que transfieran
permanentemente d icha rectoría ;

. r-ìo podrán celebrarse instrumentos que impidan la intervención
pública necesaria para proteger el interés general;

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, ref'ormando elar[ículo:l.5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la cclncesión o delegación a particulares tle los

:;ervicios cJel A¡3ua.
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. rìo podrán generarse estructuras contractuales qtle hagan
depender la garantía de un derecho humano exclusivanlente de intereses
económicos particulares.

Ëste principio permitiría armoniz-ar dos valores constitucionales: Por un

lado, la necesidacJ de modernizar y fortalecer la administración pública.

Por otro, la obligación superior de proteger derechos humanos.

La Constitución no debe elegir entre eficiencia y derechos. Debe

establecer que toda eficiencia adrninistrativa está subordinada a la

garantía efectiva de los derechos fundamentales.

6. El agua como primer supuesto constitucional de protección
reforzada.

Aunque la presente reforma tendria una aplicaciÓn general respecto de

derechos humanos esenciales, el agua constituye el ejemplo nlás
e;vidente. La crisis hÍdrica mundial, el crecimiento urbarlo, la

contaminación, el cambio climático, la presiÓn sobre los acuíferos, la

clesigualdacj territorial. Todos estos factores convierten al agua en uno de

los principales desafíos corrstitucionales del siglo XXl. Por ello, resulta
indispensable que Jaliscct establezca una protección anticipada, El Estado
debe contar con herrarnientas constitucionales suficientes para garantizar
que las futuras generaciones tengan acceso a un recurso indispensable
para la vida. La protección constitucional del agua no debe depencier de

la voluntad política de una adnlinistración específica. Debe encontrarse
incorporada como un mandato pernranente. Debe constituir una obligación
de Estado.

XXIV. LA PROPUESTA DE UN NUEVO PARADIGMA
CONSTITUCIONAL JALISCIENSE: DERECI{OS HUMANOS,
INFRAESTRUCTURA ESTRATÉCICN Y CONTROL DEMOCRÁTICO.

Ël constitucionalismo del siglo XXI enfrenta una transformación profunda
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Durante mucho tiempo, las constituciones fueron concebidas
principalmente como instrumentos destinados a organizar el ejercicio del
poder público, establecer competencias entre autoridades y recorlocer
derechos fundamentales frente a posibles abusos del Ëstado. Sin

embargo, la complejidad de las sociedades contem¡loráneas exige una

evolución adicional.

Actualmente, la eficacia de los derechos humanos depende no solamente
de que existan normas que los reconozcan, sino de que existan
instituciones, infraestructura, recursos y capacidades públicas suficientes
para hacerlos realidad.

La Constitución ya no puede limitarse a establecer quién tiene autclridad.

Debe determinar también qué condiciones materiales deben preservarse
para que esa autoridad pueda cumplir su finalidad constitucional.

Bajo esta nueva perspectiva, la presente iniciativa propone incorporar al

constitucionalismo jalisciense un paradigma basado en tres element<-ls

inseparables:

1. Derechos humanos como finalidad superior del Ëstado.
2. lnfraestructura estratégica como garantía material de esos
derechos.
3. Control democrático como condición indispensable de legitimi<jad
pública.

Estos tres elementos conforman una nueva visión constitucional sobre iia

adnrinistración de bienes y servicios esenciales

l. Los derechos humanos como finalidad superior de toda acti'¡idad
pública

El artículo'1'de la Constitución Política de los Estados Urriclos Mexicanos
estableció una transformación histórica al importer a todas las autoridades
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la obligación de promover, respetar, proteger y garanTizar los derechos
humanos.
Esta disposición modificó la forma tradicional de entender la función
pública. Las autoridades dejaron de ser consideradas únicamente como
órganos facultados para ejercer competencias. Pasaron a ser instituciones
constitucionalmente obligadas a generar las condiciones necesarias para
que las personas puedan ejercer sus derechos. Por ello, toda decisión
pública debe ser evaluada desde una pregunta fundamental: ¿Contribuye
a fortalecer o debilitar la garantía efectiva de los derechos humanos?

Este parámetro debe orientar también la organización de los servicios
públicos.

La administración pública no constituye un fin en sí misma. La eficiencia
administrativa, la modernización institucional, la reducción de costos o la
incorporación de nuevas modalidades de gestión únicamente poseen
legitimidad constitucional cuando sirven al objetivo superior de proteger la

dignidad humana. Ën consecuencia, ningún modelo administrativo puede
considerarse constitucionalmente válido únicamente por sus ventajas
financieras o técnicas. Debe demostrar también su compatibilidad con la

obligación estatal de garantizar derechos.

ll. La infraestructura estratégica como garantía material de los
derechos humanos

Una de las principales aportaciones de esta iniciativa consiste en
reconocer que los derechos humanos poseen una dimensión material. La

existencia formal de un derecho resulta insuficiente cuando no existen las

condiciones necesarias para ejercerlo.

El derecho humano al agua constituye el ejemplo más evidente. Una
persona puede tener reconocido constitucionalmente el derecho al agua.
Pero si no existe infraestructura suficiente para captar, tratar, distribuir y

supervisar el recurso, ese derecho permanece incompleto. Por ello, la

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,
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infraestructura adquiere una relevancia constitucional propia. No porque

la infraestructura sustituya al derecho, sino porque constituye el

instrumento mediante el cual el derecho puede hacerse efectivo.

Esta relación entre derechos humanos e infraestructura permite
desarrollar un nuevo concepto jurídico: lnfraestructura estratégica para
la garantía de derechos humanos.

Debe entenderse como el conjunto de bienes, sistemas, instalaciones,
redes, obras y capacidades técnicas cuya existencia resulta indispensable
para que el Estado cumpla sus obligaciones constitucionales de
protección y garantía.

Dentro de esta categoría pueden ubicarse:
. sistemas de captación y distribución de agua potable;
. plantas de tratamiento;
. redes de saneamiento;
. infraestructura sanitaria crítica;
. sistemas indispensables para protección civil;
. infraestructura energética vinculada con servicios esenciales;
. cualquier otro elemento cuya interrupcién pueda afectar
g ravemente derechos fundamentales.

La incorporación constitucional <je esta categoría permitiría reconocer una
realidad evidente: Existen infraestructuras cuyo valor supera amplianrente
su dinrensión económica. Su verdadero valor deriva cle su funciÓn
constitucional.

lll. El control democrático como garantía frente a decisiones
irreversibles

La democracia constitucional no consiste únicamente en elegir
representantes. Consiste también en asegurar que las decisiones públicas
relevantes permanezcan sometidas a mecanisnros el'ectivos de control

La preserrte foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo l-5,
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ciudadano. Cuando se trata de derechos humanos esenciales, este
principio adquiere una importancia superior.

La población tiene derecho a saber:
Quién administra los recu¡rsos estratégicos
Quién toma las <iecisiones fundamentales.
Quién establece prioridades.
Quién responde ante las emergencias.
Quién debe rendir cuentas,

La transparencia y la rendición de cuentas no son elementos secundarios
de la gestión publica. Son garantías constitucionales. Por ellcl, cualquier
modelo administrativo relacionado con derechos humanos clebe preservar
mecanismos suficientes de supervisión democrática.

Una decisión pública que compromete durante décadas la forma en que
una socieclad accede a un derecho esencial debe encontrarse sujeta a

controles reforzados. La temporalidad prolongada de ciertos instrutnentos
jurídicos exige precisamente ma5ror vigilancia constitucional.

IV" La protección constitucional frente a la transferencia material de
rectoría

Uno de los aspectos centrales de esta reforma consiste en establecer una
<jiferencia jurídica entre: Participaciórr privada complementaria ',1

Transferencia material de rectoría estrãtégic;a.

La primera puede resultar compatible con la Constitución cuando:
. existe supervisión pública efectiva;
. el Estado conserva capacidad de decisión;
. los objetivos sociales prevalecen;
. la autoridad puede rnocjificar políticas cuando el interés general lo

requiera.
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La segunda genera una preocupación constituciotral cuandr¡:
. urì particular adquiere control operativo esencial durante largos

periodos;
. la autoriclad pierde capacidad real de intervención;
. las decisiones estrateigicas quedan condicionadas por intereses

económicos;
. la responsabilidad política perryranece en el Estado nlientras la

capacidad operativa se encuentra fuera de é1.

Esta última situación representa una ruptura entre obligación y capacidad.
Ël Ëstado continúa obligado a garantizar. Pero puede carecer de los
instrumentos necesarios para hacerlo. La Constitución debe impedir esa
contrarlicción.

V. La nueva cláusula constitucional propuesta

Con base en los principios anteriores, la presente iniciativa propone
incorporar a la Constitución Política del Estado de Jalisco r-rna cláusula de
protección reforzacla bajo los siguientes principios:

1. Principio de supremacía de los rjerechos humanos
Toda organización a<jministrativa relacionada con servicios esenciales
deberá interpretarse conforme a la obligación constituciclnal de garantizar
derechos humanos.

2. Principio de rectoría pública estratégica
El Estado conservará la conducción estratégica sobre aque+llos elerr,entos
indispensables para garantizar derechos fundamentales.

3. Principio de no transferencia del núcleo esencial
No podrán establecerse mecanismos jurídicos que impliquen la

transferencia definitiva o prolongada de la capacidacl pubiica esencial para
garantizar un derecho hunlano.

La prr:sente foja, ¡lertenece a la lnicialiva det ley, del Diputedo l'¡ì¿rtÍn Franco Crtevas, rcform¿lndr: cl artíc:utio 15,
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4. Principio de control democrático reforz.ado
Toda decisión relacionada con infraestructura estratégica deberá

sujetarse a transparencia, rendición de cuentas y supervisión institucional.

5. Principio de sostenibiliclad intergeneracional
La gestión de los elernentos estratégicos deberá proteger no solamente

Ias necesidades actuales, sino también las de las generaciones futuras,

Vl. La refo¡"ma constitucional como mecanismo de prevención
institucional

l-a Constitución cumple una función preventiva. No solamente organiza el

presente. Tanrbién protege el futuro. Cuando una sociedad identifica un

elemento cuya importancia resulta indispensable para su supervivencia
colectiva, tiene la facultad democrática de establecer límites

constitucionales tlestinados a preservarlo.

Eso ocurrió históricamente con:
. la protección del medio ambiente;
. la autonomía universitaria;

" la independencia judicial;
. la protección de datos personales;

" los derechos de pueblos originarios

La protección constitucional del agua y de la infraestructura estratégica
vinculada con derechos humanos representa una evolución natural de ese

proceso.

La socieclad jalisciense enfrenta actualmente <jesafíos que elxigetr

decisiones estructurales:

Crecimiento metropolitano acelerado.
Presión sobre fuentes de abastecimietrto
Contaminación.
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Cambio climático.
Desigualdad territorial.
Necesidad de garantizar seguridad hídrica

Frente a estos retos, la Constitución debe proporcionar herramientas
suficientes para que el Estado conserve capacidad de respuesta. La

presente iniciativa propone precisarnente eso: Que ningún modelo
administrativo pueda comprometer la capacidad futura del Estado para

garantizar derechos humanos esenciales. Porque los derechos humanos
pertenecen a las personas. Pero la obligación constitucional de
garantizarlos pertenece al Estado.

XXV. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL FEDERAL DE LA REFORMA
PROPUESTA.

La presente iniciativa de reforma a la Constitución Política del Estado de

Jalisco encuentra fundamento en el marco constitucional federal vigente,
particularmente a partir de la reforma en materia de derechos humanos
publicada el 10 de junio de 2011, mediante la cual México transitó hacia

un modelo de constitucionalismo garantista basado en la dignidad
humana, la obligación reforzada de las autoridades y la incorporación del

Derecho lnternacional de los Derechos Humanos como parárnetro cle

actuación estatal.

La propuesta que se plantea no pretende modificar el régimen
constitucional federal del agua ni alterar la distribución de competencias
establecida entre Federación, entidades federativas y municipios. Su

finalitjad consiste en desarrollar, clentro del ámbito de conrpetencia del

Ëstado de Jalisco, principios constitucionales orientados a fortalecer la
protección de un derecho humano reconocido expresamente por la

Constitución Federal. Ën consecuencia, la reforma propuesta erlcuentra
sustento en los siguientes fundamentos constitucionales:

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando el artíct-llo 15,
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L Artículo 1' constitucional: obligación de todas las autoridades de
garantizar los derechos humanos

El artículo 1" de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
constituye elfundamento principal de la presente iniciativa. Dicho precepto
establece que todas las persorìas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Ëstado mexicano sea parte. Asimismo, dispone que todas las
autoridades, dentro del ámhitr¡ de sus competencias, tienen la obligación
de: promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.

Ësta disposición constitucional transformó la naturaleza jurídica de la

actuación estatal. Las autoridades ya no cuentan únicarnente con
facultades. También tienen deberes constitucionales. La función pública
dejó de entenderse como una potestad discrecional y pasó a concebirse
como una obligación pertnatrente de protección de la persona. Bajo este
paradigma, el Estado no puede limitarse a reconocer derechos. Debe
construir las condicioncs institucionales t'recesarias para hacerlos
efectivos.

Esta obligación adquiere especial relevancia respecto del derecho
hulmano al agua. El reconocirniento constitucional del derecho no puede
separarse de los instrumentos materiales que permiten garantizallo. P<lr

ello, la protección de la infraestructura hidráulica estratégica constituye
una consecuencia lógica del deber constitucional de garantía.

La presente iniciativa desarrolla precisamente esa obligación. Pretetrde
establecer que los mecanismos administrativos; relacionados con
derechos humanos esenciales deben preservar la capaciclad pútbiica

suficiente para cumplir con el mandato establecido etr el artículo 1"

constitucional.

ll. Artículo 4n constitucional: reconocimiento expreso del de¡reclro
humano al agua

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín l::ranco Cuevas, refr¡rntando el artículo 1,5,
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El segundo fundamento constitucional esencial se encuentra en el articulo
4' de la Constitución Federal. Dicho artículo establece: "Toda persona
tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para
consumo personal y doméstico en fornna suficiente, salubre,
aceptable y asequible". Ëste reconocintiento representa uno de los
avances más imporlantes del constitucionalismo mexicano
contemporáneo. El agua dejó de ser considerada exclusivanlente un

servicio público. Fue reconocida como un derecho hurnano^ Esta
modificación produce consecuencias jurídicas profundas. Cuando la

Constitución reconoce un derecho humano, el Estado adquiere
obligaciones específicas:

Debe garantizar d ispon i bi I idad.
Debe asegurar calidad.
Debe evitar <i iscriminación.
Debe establecer políticas públicas perrnanentes
Debe proteger la sustentabilidad del recurso.

Por ello, la organización institucional del servicio de agua no puede
analizarse únicamente bajo criterios adrninistrativos ordinarios, Debe
analizarse desde la perspectiva del cumplimiento de un mandato
constitucional.

La presente reforma parte de esta premisa: La infraestructurra destinacla a
garantizar el derecho humano al agua forma pade de las concliciones
materiales indispensables para el ejercicio del derecho reconocido por el

artículo 4" constitucional. En consecuerlcia, su protección reîorzada
constituye una medida dirigida a fortalecer la eficacia de dicho derecho.

lll. Artículo 25 constitucional: rectoría del Estado sobre el desarrollo
nacional

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martírr Franco Cuevas, refornrando el artículo l-5,
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Ël artículo 25 constitucional establece que corresponde al Estado la
rectoría del desarrollo nacional. Ësta facultad no se linlita a la conducción
económica. lmplica la responsabilidad pública de orientar políticas

destinadas al bienestar colectivo, la sustentabilidad y el desarrollo
equilibrado.

El agua constituye un elemento central del desarrollo nacional y local. Sin

seguridad hídrica no existe desarrollo econónrico sostenible. Sin
planeación hidráulica no existe crecimiento urbano ordenadc¡. Sin
protección de fuentes de abastecimiento no existe sustentabilidad
ambiental. Por ello, la rectoría estatal sobre elenrentos estratérgicos
vinculados con derechos humanos encuentra fundamento directo en este
precepto constitucional.

El Ëstado debe conservar capaci<Jad suficiente para orientar aquellos
sectores cuya importancia trasciende intereses particulares y afecta
directarnente el bienestar colectivo. La rectoría constitucional no significa
monopolio ad ministrativo. Significa responsabilidad pública de d irección.

La presente iniciativa desarrolla ese concepto al establecer que,

tratándose de derechos humanos esenciales, la colaboración
administrativa no puede traducirse en pérdida de conducción estratégica.

lV. Artículo 27 constitucional: protección de los recursos naturales
estratégicos

El artículo 27 constitucional establece el régime;n jurídico fundarnental de

los recursos naturales de la Nación. Aunque el agua posee un réç¡imen

constitucional específico, dicho artículo contiene un principio fundamental:
Los recursos naturales poseen una dimensión colectiva cuya utilización
debe sujetarse al interés social.

El Constituyente mexicano reconoció desde 1917 que ciertos recursos no

pueden analizarse exclusivamente desde una perspectiva privada. Su
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aprovechamiento debe responder a objetivos superiores vinculados con el

bienestar general.

La presente iniciativa se encuentra alineada Çon esta tradiciÓn
constitucional. No plantea una apropiación distinta del recurso. No

modifica la titularidad constitucional de las aguas nacionales. Propone
proteger la capacidad institucional mediante la cual el Estado garantiza el

acceso efectivo al agua como derecho humano.

La diferencia resulta fundamental: La Nación conserva la propiedad
constitucional del recurso. Pero el Estado requiere conservar también la

capacidad estratégica pan garantizar el derecho asociado a ese recurso.

V. Artículo 115 constitucional: autonomía municipal y prestación de
servicios públicos

Un aspecto fundamental de la presente reforma consiste en respetar
plenamente el régimen constitucional municipal. Ël artículo 115 reconoce
a los municipios la responsabilidad de prestar deternrinados servicios
públicos, entre ellos:

agua potable;
drenaje;
alcantarillado;
tratamiento y disposición de aguas residuales

La iniciativa no pretende lirnitar la autonomía municipal. Por el contrario,
busca fortalecerla mediante reglas constitucionales que protejan la

capacidad pública de los municipios y organismos operadores para

garantizar adecuadamerlte dichos servicios.

La autonomía municipal no puecJe interpretarse corno autorizaciÓn para

debilitar la garantía de derechos humanos. La autonomía existe
precisamente para permitir una nrejor atención de las necesidades

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, rcformando el artículo 1"5,
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colectivas. Por ello, cualquier modelo de organización administrativa debe
preservar la capacidad real de los municipios para cumplir su función
constitucional.

La presente reforma busca que las decisiones relacionadas con servicios
esenciales permanezcan orientadas por criterios de interés público,
transparencia y protección de derechos,

Vl. Artículo 124 constitucional: facultades de las entidades
federativas

El artículo 124 constitucional establece que las facultades no conce<lidas
expresamente a la Federación corresponden a las entidades federativas.
Dentro de ese marco, los estados cuentan con capacidad constitucional
para organizar su régimen interno y desarrollar mecanismos propios de
protección de derechos, siempre respetando las competencias federales.
La presente iniciativa se encuentra dentro de esa esfera. El Ëstado de
Jalisco no pretende legislar sobre aguas nacionales. No busca modificar
concesiones federales sobre recursos hídricos. No altera competencias
exclusivas de la Federación. Busca establecer principios constitucionales
estatales relacionados con la forma en que las autoridades locales deben
organizarse para garanlizar derechos humanos dentro de su ámbito
competencial.

Vll. Artículo 133 constitucional: bloque de constitucionalidad y
convencionalidad

Finalmente, la reforma propuesta encuentra sustento en el artículo 133
constitucional, que reconoce la supremacía constitucional y la integración
de los tratados internacionales celebrados por México al orden jurídico

nacional. Esto resulta particularmente relevante porque el derecho
humano al agua cuenta con un amplio reconocimiento internacional. Entre
los instrumentos y desarrollos interpretativos relevantes destacan:
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Pacto lnternacional de Derechos Econórnicos, Sociales y
Culturales;
Observación General No. 15 del Comite DESC;
Resolución 641292 de la Asamblea General de las Naciones
Unidas;
principios desarrollados por el Sistema lnteramericano de
Derechos l-'lumanos.

a

Estos instrunrentos coinciden en un punto esencial: Los Estados tienen la
obligación de garantizar progresivamente el acceso universal al agua y
adoptar medidas para proteger dicho derecho.

La presente iniciativa constituye precisamente una medida legisiativa
orientada a fortalecer esa obligación internacional.

Vlll. Compatibilidad de la reforma con el federalismo mexicano

L"a propuesta parte de un principio esencial: La protección de derechos
humanos constituye una responsabilidad compartida entre todos los
niveles de gobierno. [-a Federación establece bases generales. Los
estados desarrollan mecanismos propios. Los municipios prestan
servicios directamente vinculados con la vida cotidiana de las personas.

Esta distrik¡ución competencial no impide que una entidad federatir¿a
adopte medidas constitucionales de mayor protección. Por el contrario, el
artículo 1" constitucional obliga a todas las airtoridades a maxinrizar la
protección de los derechos humanos.

La presente reforma representa una expresión del principicl pro persona.
Busca que, dentro del ámbito constitucional jalisciense, existan nìayores
garantías institucionales para proteger un derec;ho fundamental.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín l:ranco Cuevas, reformando el ¿rtículo -15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - f¡rohibienclo la concr:sión o delegacitirr a particuiarcs de los

scrvicios del Agua.
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XXVI. DERECHO COMPARADO: EXPERIENCIAS INTERNACIONALËS
SOBRE LA PROTECCIÓN PÚBLICA DEL AGUA Y LOS LíMITES A LA
TRANSFERENCIA DE SU RECTORíA ESTRATÉEICN

Ël reconocimiento constitucional del agLta como derecho humano y
elemento estratégico del Estado no constituye una tendencia aislada del
constitucionalismo rnexicano. Por el contrario, forma parle de una
evolución internacional mediante la cual diversos países han establecido
límites jurídicos, institucionales y democráticos a la posibilidad de oue la
gestión de recursos esenciales quede determinacla exclusivamente por
criterios económicos o contractuales.

El análisis comparado permite identificar una tendencia común:
Cuando un recurso resulta in<Jispensable para la vida humana y para la
realización de derechos fundamentales, los Estados han buscado
establecer mecanisrnos de protección reforzada que garanticen:

acceso universal;
igualdad material;
sostenibilidad;
control democrático;
transparencia;
responsabilidad pública

Las experiencias internacionales rìcJ son idénticas. Cada país ha
construido soluciones conforme a su historia constitucional, estructura
administrativa y realidad econónrica. Sin embargo, existe un elemento
común: El agua ha dejado de ser considerada únicanrente rrn servicio
susceptible de administración econrimica. Ha sido reconocida corno un

componente esencial del bienestar colectivo y de la dignidad humana.

L Uruguay: reconocimiento constitucional del agua como derecho
humano y servicio público escncial

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco (.uevas, reformandcl elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiencl<,¡ la concesión o clele¡¡acir'rn a particulares de los

servicios del Agua.
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Uno de los precedentes constitucionales más importantes a nivel mundial
se encuentra en LJruguay. Mediante una reforma constitucional aprobada
en 2004, la ciudadanía uruguaya incorporó expresamente el derecho
humano al agua dentro de su Constitución,

El ar1ículo 47 de la Constitución de Uruguay estableció que

el agua es un recurso natural esencial para la vida;
el acceso al agua potable constituye un derecho humano
fundamental;
el servicio público de abastecimiento de agua potable debe ser
p restado excl usiva mente po r personas j u ríd icas estatales.

Ëste modelo constituciorral resulta especialmente relevante porque no se
limité a reconocer el derecho. También estableció una consecuencia
institucional: La garantía del derecho humano al agua requiere preservar
una conducción pública directa del servicio.

La decisión constitucional uruguaya partió de una consideración
fundanrental: Cuando un servicio resulta indispensable para la vida
humana, la sociedad puede establecer límites superiores respecto de las
formas de administración.

Ël agua fue colocada clentro del ámbittr de los bienes jurídicos cuya
protección exige una responsabilidad estatal reforzada.

La experiencia uruguaya aporta una enseñanza relevante para Jalisco: Ël

reconocimiento cJe un derecho hunlano puede justificar
constitr-rcic¡nalmente reglas especiales sobre su gestión. No basta con
afirmar que existe un derecho. Debe protegerse también la estructura
institucional que permite garantizarlo.

ll. Bolivia: agua, función social y rechazo a la mercantilización del
recurso

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín f ranco Cuevas, reforrni,¡ndo el artícrilo 15,

fracción Vll de la Constitución Politica de Jalisco - Prohibierrdo la concesión o delegación a pai'ticulares oe los

servicios dcl Agua.
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Bolivia representa otro caso paradigmático dentro del constitucionalisrno
latinoamericano contemporáneo. La Constitución Política del Estado
Plurinacional de Bolivia reconoce al agua como un derecho
fundamentalísimo para la vida y establece principios orientados a impedir
su apropiación privada incompatible con su función social. La experiencia
boliviana adquirió relevancia internacional particularmente después de los
conflictos sociales relacionados con la gestión del agua ocurridos a finales
de la década de los noventa.

El denominado conflicto del agua en Cochabamba se convirtió en un
referente mundial sobre la tensión entre gestión económica y derechos
colectivos" lVás allá de las circunstancias particulares de aquel episodio
histórico, la principal enseñanza constitucionalfue clara: La a<jministración
del agua no puede desligarse <le su dimensión social.

El agua posee una función vinculada con la vida, la comuniclad y el
bienestar colectivo. La Constitución boliviana incorporó posteriormente
principios orìentados a reconocer:

el acceso al agua como derecho fundamental;
la gestién pública y comunitaria del recurso;
la protección frente a formas de apropiación contrarias al interés
colectivo.

La experiencia boliviana demuestra que el constitucionalismo puede
establecer límites cuando considera que determinados bienes poseen una
relevancia superior al mercado.

lll. Ecuador: el agua como patrimonio estratégico de uso priblico

Como se desarrolló previamente, Ëcuador incorporó una <je

formulaciones constitucionales más avanzadas respecto del agua
Constitución ecuatoriana establece que el agua constituye;

las
l..a

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado l/lartín [:ranco Cuevas, reformando elartícuio 1-5,

fracción Vllde la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesiórr o delegación a particulares de los

servicios cJelAgua.
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a patrimonio nacional estratégico ;

bien de uso público;
dominio inalienable;
elemento esencial para la vida.

Esta construcción jurídica resulta particularmente importante porque
incorpora el concepto de elemento estratégico constitucional. Ël agua no
solamente es protegida por su naturaleza material. Es protegida por la
función que cumple dentro de la sociedad. La Constitución ecuatoriana
reconoce que ciertos bienes requieren una tutela superior debido a su
importancia colectiva. Este concepto resulta plenamente aplicable al
debate jalisciense. Existen infraestructuras y sistemas cuya relevancia no
deriva únicamente de su valor económico. Su importancia surge porque
permiten garantizar derechos humanos. La categoría de elemento
estratég ico permite precisa mente esta blecer u na protección constitucio na I

diferenciada.

lV. ltalia: el reconocimiento del agua como bien común

Italia ofrece otro ejemplo significativo. Durante las últimas décadas se
desarrolló un amplio debate nacional respecto del modelo de gestión del
agua, È.n 2011 se realizó un referéndum nacional en el que la ciudadanía
italiana rechazo determinadas disposiciones orientadas a favorecer una
mayor participación privada en la gestión de servicios públicos
relacionados con el agua. El debate italiano introdujo con fuerza el
concepto de "bien común". La iclea central consiste en reconocer que
ciertos bienes, aunque puedan requerir administración técnica y
financiera, poseen una función social que impide reducirlos
exclusivamente a una lógica mercantil. Ël agua fue identificada como uno
de esos bienes. La experiencia italiana aporta un elemento adicional: La
gestión del agua no sólo es una cuestión administrativa. -l-ambién

constituye una decisión democrática sobre el tipo de relación c{ue una
sociedad desea establecer con sus recursos esenciales.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo "l"5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua,
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V. Francia: la remunicipalización y la recuperación delcontrol público

Francia constituye uno de los casos más estudiados en m¿lteria de
recuperación <je la gestión pública del agua. Durante décadas, nurnerosos
municipios franceses recurrieron a empresas privadas para operar
servicios hidráulicos. Posteriormente, diversos gobiernos locales
cornenzaron procesos de revisión y recuperación pública de la gestión. El

caso de París adquirió especial relevancia cuando el municipio decidió
reorganizar el servicio mediante una enticJad pública local. L-a experiencia
francesa no debe interpretarse como una conclusión absoluta de que todo
modelo privado sea incompatible con el interés público. Su importancia
jurídica consiste en <jemostrar que las socieda<les democráticas pueden
reconsiderar sus modelos de gestión cuando estiman que deterrninados
bienes requieren mayor contrr¡l ptiblico. El principio central fue: "La

autoridad democrática debe conservar capacidad efectiva para clecidir
sobre un servicio esencial".

Vl. Alemania: transparencia, control democrático y responsabilidad
pública

Ël caso alemán, particurlarmente el proceso relacionado con Berlín,
muestra otra dimensión fundamental: La relación entre servicios
esenciales y clemocracia. Ël debate público no se concentró únicarnente
en quién operaba el sistema. Se concentró en:

transparencia contrac;tual ;

acceso ciudadano a inforrnación;
control democrático;
responsabilidad pública.

La experiencia alemana demu¡estra que, tratándclse de sen¿icios

esenciales, la legitimidad constitucional depende tarnbien de que la

ciudadanía pueda conoÇer y evaluar las decisiones funclamentales.
La transparencia se convierte así en una garantía del derecho.

l.a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Dipr.rtaclo Martín l:ranco Cueva:J, refr:rrnando cl artír:tllo 1"5,

fracción Vllde la Constitucirin Política cie Jalisco - Prohibiendo la concesiórr o rJelegacirin a particulares de los

servicic¡s del Agua.
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Vll. Principios comunes derivaclos del derecho comparado

Ël análisis de estas experiencias permite iclentificar principios co,'npartidos

1. Ël agua posee una naturaleza jurídica especial. Los sistemas
constitucionales modernos reconocen que el agua no puecJe ser
tratada exclusivamente como mercancía. Su relación con la vida
humana exige protección reforzada.

2. El Ëstado conserva una responsabilidad indelegable. Aunque puedatr
existir mecanismos de colaboración, el Estado permanece obligado a
garantizar el derecho.

3. La rectoría pública constituye una garantía democrática. La
capacidad de decisión sotrre bienes esetrciales debe permanecer
vinculada al interés general.

4. La eficiencia económica no puede desplazar los clerechos humanos,
Los criterios financieros son instrurnentos administrativos, no firres
ccrnstitucionales superiores.

5. La transparencia es indispensable. Los modelos de gestión deben
permitir control ciudadano y rendición de cuentas.

6. La infraestructura estratégica merece protección constitucional.
Cuanclo una infraestructura resulta indispensable para garantizar
derechos humanos, su protección trasciende su '¿alor económico.

Vlll, Aplicación de los principios comparaclos ¿rl Estaclo cle Jalisco

Las experiencias internacionales analizadas no implican copiar modelos
extranjeros. Cada sistema constitucional posee particularida<jes propias,

Sin embargo, permiten identificar una tendetrci¿t jurídic;r mundial: L"os

Ëstados democráticos están reconociendo que cierto'.s ì"eÇursos, y sistentas

La pre.sente foja, pertenece a l¿l lnióiativa de ley, del Diputacjo Martíil F:tancr) Cuevas, re iornrando clarlícì.rlo 1,5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jaliscr¡ *'Prohibiendo la concesirin o delegacirin a particulares de los

servicios del Agua.
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esenciales requieren una protección superior. Jalisco enfrenta
actualmente desafíos que justifican un¿¡ evolución constitucional:

crecimiento acelerado de la Zona Metropolitana de Guadalajara:
presión creciente sobre las fuentes de abastecimiento;
necesidad de garantizar seguridad hídrica;
impactos del caml¡io climático;
desigualdad territorial ;

obligaciórr constitucional de proteger derechos humanos.

Por ello, resulta necesario incorporar^ una regla constitucional propia: Los
elementos estratég icos i nd ispensab les pa ra gara ntiza r derechos l'r u ma nos
no pueden quedar sujetos a esquemas que impliqr-ron per<lirla de rectoría
pública, disminución de control democrático o tratrsferencia rnaterial de ia
capacidad estatal de decisión.

XXVII" EL MODELO GONSTITUCIONAL PROPUESTO PARA JALISCO:
LA CREACIÓN DE UN RÉGIMEN DE PROTECCIÓN REFORZADA DE
LOS ELEMENTOS ESTRATÉGICOS VINCULADOS CON DERECþIOS
HUMANOS.

La presente iniciativa propone una evolución sustancial dentro clel

constitucionalisrno del Ëstado de Jalisco. No se plantea útricamente
rnodificar una disposición normativa. Se propone incclrporar un nuevo
paradigma jurídico mediante el cual la Constitución estatal reconozca que
existen determina<jos bienes, sistemas e infraestructur¿ls cuya irnportancia
trasciende su valor económico, administrativo o patrimortial, debido a que
constituyen instrumentos indispensables p¿ìra garantizar derechos
humanos. El purrtcl de partida cle esta reforma es una i'ealidaC

cclnstitucional innegable: Los dereclros humanos requieren conciiciones
materiales para existir. La dignidad ltuntana no se garantiza
exclusivanlente mediante declaraciones jurídicas. Neccsita instituciones
capaces <je convertir los cJereçhr¡s reconocidos en realidades efectivas.
Por ello, la Constitución del Estado de Jalisco debe avanzar hacia una

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, refot'mando elartículo.l5,

fracción Vll cle la Constitución t,olítica dt: Jalisco - Prohibiendc¡ la concesión o dt:legaciÓn a particulares de los

scrvicios de I Agtta.
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concepción moderna en la que la protección de los derechos huntanos
incluya también la preservación de las capacidades públicas necesarias
para garantizarlos.

l. Consideración de la categoría constitucional de elementos
estratégicos para la garantía de derechos humanos

La presente iniciativa propone considerar dentro de la Constitución Política
del Estado de Jalisco una categoría jurídica especial que tutele:
ELEMENTOS E INFRAESTRUCTURA ESTRATÉGICA PARA LA
GARANTíA Oe DERECHOS HUMANOS. Ësta categoría tenclrá como
finalidad identificar aquellos bienes, sistemas, instalaciones, redes yt

capacidades institucionales cuya existencia, operación y disponibilidad
resulten indispensables para que el Estado pueda cumplir sus
obligaciones constitucionales.

La razon de considerar esta categoría responde a una necesidad del
constitucionalismo contemporáneo. Ël patrimonio público trad icionalmente
ha sido clasificado atendiendo principalmente a criterios de propiedad:

bienes del dominio ptlblico;
bienes del dominio privado;
bienes sujetos a administración pública

Sin embargo, esa clasificación resulta insuficiente frente a los nuevos
desafíos constitucionales. Actualmente es necesario incorporat"un criterio
adicional: La función constitucional del bien.

Un sistema hidráulico no adquiere relevancia únicamente porque
representa una inversión econórnica. Adquiere relevancia porque permite
garantizar el derecho humano al agua. Una infraestructura sanitaria rìo es
estratégica úrnicamente por su costo. L"o es porque protege la salud y la
vida de la población.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado lVlartín Frarico Cuevas, reiormandrl elatrtícultl:15,

fracción Vtlde la C<lnstitución Política deJalisco- Prohibienclo la concesión o deiegación a particulares de los

se rvicios dcll Agua.
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Una red energética esencial no posee importancia solamente por su valor
financiero. Su trascendencia deriva de los derechos y servicios
fundamentales que dependen de ella,

Por ello, considerando esa nueva categoría constitucional en nuestra
Constitución Jalisciense se permitirá que determinados bienes sean
protegidos conforme a su función social y constitucional.

ll. Principios constitucionales aplicables a los elementos
estratégicos
La reforma propone que los elementos estratégicos vinculados con
derechos humanos se sujeten a los siguientes principios:

1. Principio de rectoría pública

El Estado conservará la dirección estratégica sobre aquellos elementos
indispensables para garanliz.ar derechos humanos. La rectoría púrblica

conrprende:

planeación;
definición de políticas;
supervisión;
regulación;
control democrático;
capacidad de intervención

Este principio no impide la colaboración técnica o administrativa con
particulares. Su finalidad es evitar que la colaboración produzca pérdida
de capacidad pública.

2. Principio de no transferencia del núcleo esencial

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín f-ranco Cuevas, reformando elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco -- Prohibiend<l la concesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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Ël Estado no podrá establecer mecanismos jurídicos que irnpliquerr
transferir de manera permanente o prolongada la capacidad esencial de
garanlizar un derecho humano.

La prohibición constitucional no se dirige contra una figura administrativa
específica. Se dirige contra sus efectos nrateriales. Por ello, cualquier
instrumento jurídico deberá analizarse conforme a la realidad de sus
consecuencias. La Constitución debe proteger el fondo y no solamente la
forma.

3. Principio de interés público superior

Cuando exista conflicto entre intereses económicos particulares y la
garantía efectiva de derechos humanos esenciales, deberá prevalecer el
interés público. Este principio deriva directamente de la naturaleza
constituciorral de los derechos humanos. Los cjerechos fundamentales no
pueden queclar subordinados a objetivos exclusivamente financieros.

4. Principio de sostenibilidad intergeneracional

Los elernentos estratégicos deberán administrarse considerando no
solamente las necesidades presentes, sino también las de las
generaciones futuras. Tratándose del agua, este principirl resulta
indispensable. Las decisiones actuales determinarán la seguridad hídrica
de las próximas décadas. La Constitución debe proteger a quienes todavía
no tienen representación política: las generaciones furtu¡ras,

5. Principio de transparencia reforzada

La administración de elementos estrategicos vinculados con derechos
humanos deberá sujetarse a mayores estándares de inforntaciórr ¡rública.
La ciudadanía tiene derecho a conocer:

inversiones realizadas,a

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del DiputacJo lVartín [:rarrco Cuevas, reformando el artículo l-5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco * Prohibiendo la concesión o delegaciôn a particulares de los

servicios dcl Agua.
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a contratos celebrados;
resultados obtenidos;
calidad del servicio;
indicadores de cumplimiento

La transparencia constituye una cc¡ndición indispensable para la confianza
pública.

O

lll. Aplicación específica al derecho humano al agua

Aunque la reforma establece una protección general para elenrentos
estratégicos relacionados con derechos humanos, el agua constituye el
primer ámbito de aplicación debido a su irnportancia constitucional.

.lr El agua posee características que justifican una protección
reforzada:

* Es indispensable para la vida.
.¡. Sin agua no existe posibilidad material de ejercer otros derechos.
.:. [:s un recurso limitado.
* Su disponibilidad depende de condiciones ambientales, climáticas

y territoriales.
* i-iene impacto colectivo,
%'" Las decisiones hidráulicas aferfan comunidades enteras y

generaciones futuras.
.f. Posee una dimensión estratégica.
* Su control y administración influyen en salud pública, desarrollo

r¡rbano, economía y bienestar social.

Por ello, ia Constitución de Jalisco debe reconocer expresarnente que:
El agua no constituye únicamente un servicio público. Ës un derecho
humano y un elemento estratégico cuya garantía cr:rresponde
prioritariarnente al Ëstado.

lV. Prohibición constitt¡cional de concesionar la rectoría estratégica
del agua

La presente foja, pertenecL" a la lniciativa de ley, del Diputado lVartín Frarrco Cuevas, reforrnando el arrículo L5,

fracción Vll de la Constitución Política dc Jalisco- Prohibiendo la concesión o delegación a particrrlares cje los

servicios del Agua.
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equivalenfes oue tenaan como ecuencia material transferir a
parliculares la rectoría es'ta'tt&lsz sobre sistemas indispensables-
para garantizar el dereçho humano al agua.

Esta disposic;ión busca evitar una práctica frecuente en el derecho
adnrinistrativo contemporáneo: Utilizar denominaciones jurícjicas distintas
para producir efectos equivalentes.

La Constitución debe atender a la realidad

No
a

a

a

o

a

importa si el instrumento se rlenomina
concesión;
asociación;
operación integral;
prestación plurianual;
contrato de largo plazo
modelo colaborativo.

Lo constitucionalmente relevante será deternrinar si dicho mecanisrno
. conserva la rectoría púbiica;
. mantiene la capacidad de decisión estatal;
. protege el interés general;
. garantiza el derecho humano.

Si produce una transferencia material cle control estratégico, dekrerá
co n sid e ra rse co nstitucional mente pro h i bido.

V. Compatibilidad con la participación privada y la innovacién
administrativa

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, rlerl Diputado Martírr Franco Cuevas, reforrnarrclc elartículo 1-5,

fracción Vll de la Constitución Política c.le Jalisco - Prohibiendo la concesicin o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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La presente reforrna no pretende cerrar la puerta a la colaboración entre
Ëstado y particulares. El desarrollo moderno requiere cooperación.

Existen actividades donde la iniciativa privada puede aportar:

conocimiento técnico;
innovación tecnológ ica ;

capacidad operativa;
experiencia especia lizada

a

a

a

La diferencia constitucional consiste en establecer límites claros.
,/ La participación privada puede ser auxiliar../ Nunca puede sustituir la responsabilidad pública.
,/ Puede apoyar al Estado.
,/ Nunca reemplazarlo como garante.
,/ Puede apoftar soluciones técnicas.
,/ Nunca asumir la titularidad material de una obligación

constitucional.

Vl. La reforma como garantía frente a decisiones irreversibles

Uno de los principales objetivos de esta modificación constitucional es
establecer una protección preventiva.

Las decisiones relacionadas con infraestructura estratégica tienen
consecuencias que pueden extenderse rjurante décadas. Una generzrción
puede comprometer la capacidad de decisión de las generaciones
siguientes. Por ello, la Constitución debe establecer límites que protejan
el futuro. La seguridad hídrica de .ialisco no pue<Je depender
exclusivamente de decisiones administrativas coyunturales. Debe
convertirse en una política de Estado.

La presente foja, pertenece a la lniciativa dc ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, refornrando elartículo l-5,

fracción Vllde la Constitución Polítir:a cJe Jalisco * Prohibiendo la concesión o tllelegación a particulares de los

servicios del Agui.i.

'17-1



GOBIER}dO
DE JALISCO

PODER
LEGISLATIVO

SECRFTARiA
DËL GONGRËSO

La Constitución es precisamente el instrumento destinado a establecer
aquellas reglas fundamentales que deben permanecer más allá de los
cambios pol íticos ordinarios.

Vll. Gonclusión del modelo constitucional propuesto

La presente iniciativa propone que Jalisco avance hacia
constitucionalismo de nueva generación. Un constitucionalismo donde

. Los derechos humanos sean el centro de la acción pública.
o La infraestructura estratégica sea reconocida como garantía

material de esos derechos.
. La rectoría pública sea preservada como responsabilidad

democrática.
o La transparencia sea una obligación permanente,
. La sostenibilidad sea un deber hacia las futuras generaciones.

UN

Bajo este modelo, el agua deja de ser vista únicamente como un servicio
administrativo. Se reconoce como lo que constitucionalmente representa:

Un derecho humano.
Un elemento estrategico.
LJn patrimonio colectivo.
Una condición indispensable parala dignidad humana

b. Análisis de las repercusiones que de aprobarse podría tener en

los aspectos iurídico, económico, social o presupuestal:

Jurídico:
La iniciativa fortalece el marco constitucional de prctección de derechos
humanos en el Estado de Jalisco, armonizando eltexto constitucional local

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo.t5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o delegación a particulares cJe los

servicios del Agua.
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con principios nac¡onales e internacionales de inclusién, igualdad
sustantiva y progresividad de derechos sociales.

Asimismo, dota de mayor certeza jurídica a los jaliscienses, tutelanclo
ampliamente su derecho al agua, a la salud, a la vivienda digna, a la
dignidad humana, y a la tutela judicial efectiva.

Económico:
La iniciativa podría implicar una obligación gradual de fortalecimiento
presupuestal de programas sociales dirigidos a dichos sectores.

No obstante, dichas medidas constituyen inversión social orientada a
disminuir condiciones de desigualdad, exclusión y pobreza, así como a
fortalecer la protección de grupos vulnerables.

Social:
La reforma representa un avance significativo en materia de tutela al
derecho al agua, inclusión social, justicia distributiva y reconocimiento
institucional de sectores históricamente invisibilizados o marginados.

Asimismo, fortalece la protección integral de personas pertenecientes a
grupos históricamente vulnerables y contribuye al reconocinriento forma!
del Estado como promotor de los derechos humanos de última
generación.

Presupuestal:
La iniciativa no implica la creación irrmediaia de nuevas dependencias
públicas, sino la consolidación constitucional de políticas púrblicas ya
existentes, cuya implementación podrá desarrollarse de manera
progresiva conforme a la suficiencia presupuestal del Estado.

La presente foja, pertenece a la lniciativa de le-'y, del Dipul.aclo lVlartín l-ranco Cuevas, refornr¿lndo ei artículo l-5,

fracción Vllde la Constitución Política de Jalisco - Prohibiend<l la concesión o delegac;ión a particulares cle los

servicios delAgua.
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c. Motivar cada uno de los artículos oue se adicionan. reforrnan o

deroqan:

Para mayor claridad en esta propuesta de reforma,

siguiente cuadro del artículo a modificar:

CONSTITUCION

POLíTICA DE JALISCO

Artículo 15.- Los
órganos del poder público
del Estado proveerán las
condiciones para el
ejercicio plencl de la
libertad de las personas y
grupos que integran la
sociedad y propiciarán su
participación en la vida
sc¡cial, económica, política
y cultural de la entidad.
Para ello:

PROPUESTA DE

REFORMA

Artículo 15.- Los
órganos del poder públibo
del Ëstado proveerán las
condiciones para el
ejercicio pleno de la
libertad de las persolras y
grupos que íntegran la
sociedad y propiciarán su
participación en la vida
social, económica, política
y cultural de la entidad.
Para ello:

SE presenta el

MOT¡VACIÓN

Tutela efectiva al derecho
al agua

Tutela al derecho a l¿l

salud

-I 
utela al deiecl'ro a la r.¡ida

T'utela al derecho a la
vivienda digna

Tutela al derecho a la
digniclad humana

l'utela Judicial Êfectir¿a

Evitar retrocescs en
materia cle derechos
sociales.

Consolidar polític;rs
públicas de inclusión y
protección social.

Vll. Las autori<iades
estatales y municipales para
garantizar el respeto de los
derechos a que alude el
artículo 4o de la Constitución
Política <Je los Êstados
Unidc¡s Mexicanos, velarán

Vll. Las autoridades
estatales y municipales para
garanlizar el respeto de los
derechos a que alude el
artículo 40 de la Constitución
Politica de los Estados
Unidos Mexicanos, velarán

fa utilización suste;ntable la utilización susientable

La presertte foja, pertenece a la lnicíativa de ley, del Diputadr¡ Martín f:ranco Cuevas, refornrando elartículo 1-5,
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y por la preservación de
todos los recursos naturales,
con el fin de conservar y
restaurar el nledio ambiente.
El daño y el deierioro
ambiental generarán
responsabilidad para quien lcr

provoque en tórminos de lo
dispuesto por la ley.

Toda persona tiene
cjerecho al acceso y uso
equitaiivo y susterrtable,
disposición y saneamiento
de agua para consumo
personal y doméstico en
forma suficiente, salubre,
aceptable y asequible. El

Ëstado garanliz-ará la
defensa de este derecho en
los términos de la ley, con la
partioipación de la
Ëederación, de los
municipios y de la oiuda<lanía
para la consecución de
<iichos fines;

y por la preservación de
todos los recursos naturales,
con el fin de conservar y
restaurar el medio ambiente"
Ël daño y el deterioro
ambiental generarárt
responsabilidad para quien lo
provoque en términos de lo
dispuesto por la ley.

Toda persona tiene
derecho al acceso y uso
equitativo y sustentai.rle,
disposición y saneamiento
de agua para consumo
personai y doméstico en
forrna suficiente. salubre,
aceptable y asequible. El
Estado reconoce al agua
como un derecho lrumano
fundamental, un eletnento
indispensable para la vida
y un componente
estratégico para el
desarrollo social,
económico, alnbiental y
territorial cle Jalisco.

La gestión de.l agua
deberá orientarse bajo los
principios de acceso
universal, equiclad,
sostenibilidad, protección
ambiental, justicia social y
garantia efectiva del
derecho humano
reconocido por la
Constitución Política de
los Ëstados Unidos
Mexicanos.

Los sistemas públicos
de captación,
¿¡lmacellamiento,
condr¡cción,

l-a presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevts, reformundo elartículo Lli,

fracción Vll de la Constitución Político de Jalisco * Prohibie ndo la corrcesión o delegación a particulares de los

servicios del Agua.
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potabilización,
distribución, saneamiento
y tratamiento de agua
constituyen
infraestructura estratégica
para la garantía del
derecho humano al agua.
Corresponde al Estado y a
los municipios preservar la
capacirlad pública
suficiente para planear,
dirigir, supervisar y
garantizar la operación
estratégica de dichos
sistemas.

El Estado garantizará de
manera directa la
prestación de los servicios
públicos indispensables
para el ejercicio de los
derechos humanos
recclnoci<jos por la
Constitución Política de
lc¡s Estados Unidos
Mexicanos, por esta
Constitución y por los
tratados internacionales de
los que el Estado Mexicano
sea parte.

Queda prohibido
otorgar Çoncesiones,
asociacionos público-
privadas, contratos de
largo plazo, esquemas de
participación privada,
mecanismos de operación
delegada o cualquier otra
figura jurídica que implique
transferir a particulares la
construcción,
administraciórr,
mantenimiento,
rehabilitación racroÍì

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, de I Diputado Martín [:ranco Cuerras, rel'ormando el artículo ].5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibiendo la concesión o clelegación a parrticulares de los
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explotación o control de la
infraestructura estratégica
indispensable para
garantizar dichos derechos
hurnanos, cuando ello
tenga como efecto limitar,
condicionar o poner en
riesgo el acceso universal,
continuo, suficiente,
asequible y de calidad de
los mismos.

Tratándose del derecho
humano al agua potable,
saneamiento y
abastecimiento para
consumo personal y
doméstico, su prestación,
conducción, distribución y
operación estratégica
serán fu nciones exclusivas
del Estado y de los
organismos públicos que
determine la luy, sin
posibilidad de concesión o
delegación a particulares o
a través del uso de otras
figuras jurídicas similares.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a cons¡deración de la
H. Asamblea Legislativa la presente

INICIATIVA DE DECRETO

PRIMERO. - SE DECRETA LA RHFORMA A LA FRACCIÓN V¡I DEL
ARTíCULO 15" DE LA coNsTITUcIÓN PoLíTIcA DEL ESTADo DE
JALISCO, para quedar conlo sigue:

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, <jel Diputaclo Martín Franco Cuevas, reformandr¡ elartículo 15,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco - Prohibir:ndo la concesión o delegación a particulares de los

servicios cie I AgLra.
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Artículo 15.- Los órganos del poder público del Ëstado proveerán las
condiciones para el ejercicio pleno de la libertad de las personas y
grupos que integran la sociedael y propiciarán su participación en la
vida social, económica, política y cultural de la entidad. Para ello:

I

Vll. Las autoridades estatales y municipales para garantlzar el
respeto de los derechos a que alucle el artículo 40 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, velarán por la utilización
sustentable y por la preservación de todos lc¡s recursos naturales,
con el fin de conseryar y restaurar el medio ambiente. El daño y el
deterioro ambiental generarán responsabilidad para quien lo
provoque en térmilros de lo dispuesto por la ley.

Toda persrrna tiene dereclro al acceso y uso equltatlvo y sustèntable,
disposición y saneamiento de agua para consumo personal y
doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El
Estado reconoce al agua como un derecho humano fundannental, un
ele¡nento indispensable para la vicla y un componente estratégico
para el desarrollo social, económico, ambiental y territorial de
Jalisco"

L.a gestión del agua deberá orientarse bajo los principios de acceso
universal, equidad, sostenibilidad, protección ambiental, justicia
social y garantía efectiva del derecho hurnano reconocido por la
Constitución Política de los Hstados Unidos Mexicanos.

Los sistemas públicos de captación, alnracenamiento, conducción,
potabilización, distribución, saneamiento y tratamiento tje ägua

La presente foja, pertenece a la lnici;rtiva rie ley, del Dinutado Martín Franco Cuevas, reforniando t:l artículo 1.5,

fracción Vll de la Constitución Política de Jalisco -- Prohibicndo la concesirirr o delcgaci<irr a particulaies de los

servicios del Agua,
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const¡tuyen ¡nfraestructura estratégica para la garantía del derecho
humano al agua. Gorresponde al Estado y a los rnunicipios preservar
la capacidad pública suficiente para planear, dirigir, supervisar y
garantlzar la operación estratégica de dichos sistemas.

El Estado garantizará de manera directa la prestación de los servicios
públicos indispensables para el ejercicio de los derechos humanos
reconocidos por la Constitución Política de los Estados Ultidos
Mexicanos, por esta Constitución y por los tratados internacionales
de los que el Estado Mexicano sea parte.

Queda prohibido otorgar concesiones, asociaciones público-
privadas, contratos de largo plazo, esquemas de participación
privada, mecanisrnos de operación delegada o cualquier otra figura
jurídica que implique transferir a particulares la construcción,
administración, mantenimiento, rehabilitación, operación,
explotación o control de la infraestructura estratégica indispensable
para garantizar dichos derechos hurrianos, cuando ello tenga comc)
efecto limitar, condicionar o poner en riesgo el acceso universa!,
continuo, suficiente, asequible y de calidad cle los mismos.

Tratándose del derecho humano al agua potable, saneamiento y
abastecimiento para consumo personal y doméstico, su prestaciótt,
conducción, distribución y operación estratégica serátr fu¡rciorres
exclusivas del Estado y de los organismos pútrlicori que rJetermine la
ley, sin posibilidad de concesión o delegación a particulares o a

través del uso de otras figuras jurídicas si¡"nilares.

t...I

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Di¡rutado Martín liranr:o Cue.vaf,, r(:fcrrr^rancjo el artículr:.'1.li,
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NÚME

DE[ãENDENCIA-

TRANSITORIOS

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco".

SEGUNDO. - El Gongreso del Estado de Jalisco deberá armonizar y
emitir las disposiciones reglamentarias y lineamientos técnicos
necesarios para la aplicación del presente decreto, así como la
legislación secundaria dentro de los ciento ochenta dias naturales
siguiente a su entrada en vigor, estando en todo momento a lo
dispuesto por el presente decreto desde su publicación.

Atentamente,
Salón de Sesiones del Palacio Legislativo
Guadalajara, Jalisco a21 dejulio de 2026

DIPUTADO M

i
ANCO CUEVAS

MFC/LEVG

La presente foja, pertenece a la lniciativa de ley, del Diputado Martín Franco Cuevas, reformando elartículo 15,
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